

[image: images]




criminología
y
derecho




[image: images]






[image: images]





Pereda, Carlos (edit.)


Diccionario de injusticias / ed. Carlos Pereda; Enrique Carpio Cervantes,
Luciana Ramos Lira, Eva Alcántara – México: Siglo XXI Editores, UNAM, 2022


815 p.; 16 × 23 cm – (Colec. Criminología y derecho)


ISBN Siglo XXI: 978-607-03-1319-6


ISBN UNAM: 978-607-30-6928-1


1. Injusticia – Diccionarios 2. Denegación de justicia 3. Derecho penal I. Ser.
II. t.






	LC K50 .P795d

	Dewey 340.11 P434d










La obra fue dictaminada por pares académicos bajo el sistema doble ciego.


Este diccionario fue desarrollado en el marco del Proyecto de Investigación
Científica Básica SEP-Conacyt: “Desafíos de la integración social en las democracias”, núm. 285575, encabezado por el doctor Carlos Pereda.


primera edición, 2022


© siglo xxi editores, s.a. de c.v.


© universidad nacional autónoma de méxico


isbn-e siglo xxi: 978-607-03-1317-2


isbn-e unam: 978-607-306940-3







A Luis Villoro.




A la memoria de las personas


que perdieron la vida frente al covid-19.


La tragedia no sólo dejó dolor y sufrimiento,


desveló también la magnitud de la injusticia


perpetrada en todos los rincones del planeta.


Este texto guardará, por siempre,


la huella de este histórico y terrible momento.







PRÓLOGO


MAPAS DE LA INJUSTICIA


I


Si se indagan conceptos más o menos abstractos, pero no sólo, casi por regla general se comienza explorando conceptos positivos. Por ejemplo, en relación con valores, se atenderá el bien —o la justicia—, lo que Aristóteles califica como “entes buenos según su naturaleza”. En efecto, en el primer libro de la Política, Aristóteles formula un programa para la vía positiva de la reflexión, que ha sido la favorecida por muchas herencias culturales: “Lo natural debe ser investigado no en los entes que se han depravado [o que se encuentran en proceso de corrupción], sino en aquellos que son buenos según su naturaleza” (1254a35ff). Así, en muchas tradiciones se tiende a discutir la justicia y no las injusticias, las virtudes y no los vicios, es decir, no los “entes que se han depravado”. Tal vez se puntualice que estos últimos se indagan después: mera degeneración de los primeros. Así, la injusticia suele definirse como una ausencia: “injusticia es falta de justicia”. Se sobreentiende que esa definición es todo o casi todo lo que puede decirse.


No obstante, esos sobreentendidos no se encuentran tan respaldados como se supone. ¿Por qué? Se sugiere que una teoría de la injusticia debe ser el producto que resulta de oponer a cada una de las aserciones de una teoría general de la justicia la aserción opuesta. Pero procediendo de ese modo no se avanza mucho en la comprensión de la injusticia y, menos aún, de las injusticias. Por eso, si se procura más información en ocasiones se cambia la dirección del indagar y se atienden injusticias singulares: agravios a uno o a varios individuos o colectividades. Algunas de esas injusticias singulares son el acoso sexual, la miseria en los suburbios de las grandes ciudades, el racismo, los prejuicios contra ciertos grupos de migrantes y los diversos daños que en la vida cotidiana padecemos injustificadamente;1 por ejemplo, injusticias morales, legales, políticas, culturales, sexuales, económicas, epistémicas... Estos señalamientos sirven ya para formular dos observaciones.


Primera observación: palabras como “los diversos daños que padecemos injustificadamente” ofrecen materiales para una definición mínima de la injusticia como punto de partida. Se está frente a una injusticia si, y sólo si, animales humanos causan que otros animales humanos padezcan injustificadamente daños, por ejemplo, algún tipo de sometimiento o abuso. Incluso si no se acepta que esa formulación defina, se aceptará que estamos ante una caracterización por indicios y que un indicio fuerte del trato injusto es padecer injustificadamente daños como sometimientos y abusos.


Segunda observación: las listas que se hacen de injusticias singulares no incluyen “comportamientos desnudos”, “comportamientos brutos” sino comportamientos valorados. Un acoso sexual, la miseria, un trato racista, prejuicios contra migrantes no sólo describen sucesos, al mismo tiempo los condenan en tanto formas morales, legales, políticas, epistémicas de injusticia.


De seguro se interrumpirán estas observaciones con una duda: ¿importa tanto, al menos desde una perspectiva teórica, trabajar siguiendo la vía negativa? Acaso con razón se responda que obsesionarse con los “entes buenos según su naturaleza”, atenerse a una reflexión sólo de acuerdo con la vía positiva, exhibe una paradoja. De hecho, en la historia, la mayoría de la gente ha vivido y en ocasiones apenas continúa sobreviviendo entre “entes que se han depravado” en medio de relaciones asimétricas de poder, tanto públicas como privadas e íntimas, que no pocas veces son relaciones de doloroso ahogo y degradación. No obstante, tendemos a hacer como si éste no fuese el caso. Ese mal hábito se ha arraigado. ¿Por qué?


He aquí una conjetura: algunas veces la primacía de la vía positiva hunde sus raíces en un entreverado presupuesto metafísico. Conviene desenredarlo. Por un lado, ese presupuesto se apoya en la experiencia de la esperanza religiosa: Dios tiene mayor poder que cualquier demonio. Por otro lado, en ese presupuesto se mezclan de manera confusa vagas teorías generales sobre el Bien y hasta la utilidad de respetar la primacía de lo positivo en las metodologías —pues se insiste en definir lo negativo sólo como negación de lo positivo—. De esa manera, no se toma en cuenta lo peculiar de las experiencias injustas, por ejemplo, cómo sufren una niña o un niño que son lastimados o cómo sufre un prisionero torturado; incluso se desatiende ese escándalo, los asesinatos de mujeres por quienes juran amarlas, como acontece en tantos feminicidios. Además, otra conjetura complementaria de la anterior acerca de por qué suele imponerse la vía positiva consiste en que repugna convivir con tanto horror: las humillantes desigualdades sociales, los odios interpersonales o intergrupales, los crímenes por doquier, las guerras. No obstante, evitar y hasta ocultar experiencias que lastiman y con frecuencia matan, o incluso atenuarlas, no sólo es un vicio, tarde o temprano se convierte en suicidio: epistémico y práctico, individual y colectivo.


Entonces, ¿cómo puede interrumpirse ese vicio que tiende a volverse suicidio? ¿Por dónde explorar? Con la razón porosa llevaré a cabo un arriesgado experimento: me dejo inspirar por la cartografía2 y tomo una ruta epistémica intermedia entre la teoría general y las injusticias singulares. Pues como las montañas, los valles y los ríos, también las injusticias singulares se interrelacionan y conforman tramas no pocas veces con poder explicativo que, a su vez, se entrelazan con otras tramas dibujando territorios de la injusticia. Y —ésta es la conjetura— es posible reconstruir esas tramas como mapas.


Mapas: se trata, pues, de encontrar apoyos para orientarse un poco o, al menos, para no perderse del todo. (Es mejor disponer de una ayuda quizá no tan fuerte como se requiere, que carecer de toda ayuda.)


II


Un mapa vertical de las injusticias




En este primer mapa, las injusticias morales, legales, políticas, culturales, sexuales, económicas, epistémicas… —que se caracterizaron como padecer daños injustificadamente— se clasifican en tres tipos: injusticias singulares, institucionales y estructurales. Por desgracia, con frecuencia, una imagen que viene de inmediato a la cabeza cuando se habla de injusticias resulta de su reducción a un solo tipo:







· Las injusticias singulares. Son pequeños, medianos o grandes sucesos en los que se abusa de los animales humanos y, en ocasiones, son torturados y asesinados. Estas injusticias no cesaron de presentarse en el pasado, ni cesan de amargar el presente. Topamos, pues, con “entes depravados” cuyas acciones no generaron las debidas reacciones en contra.





Sin embargo, en los más diversos lugares y tiempos numerosas injusticias singulares se pasaron por alto y continúan pasándose por alto, lo cual es raro pues incluso cuando las injusticias singulares se recogen como pequeños perjuicios o burlas nimias, la primera persona suele vivirlas como ofensas que duelen y, en ocasiones, aplastan. Por ejemplo, se hacen contratos en una oficina pública no teniendo en cuenta las calificaciones para el trabajo sino por las creencias políticas. O se otorgan ascensos en una empresa privada no por méritos sino por razones de amistad. O en una universidad se da preferencia a colegas que, aunque no lo merezcan, comparten la misma tradición de pensamiento. No obstante, también son frecuentes las injusticias singulares gravísimas, por ejemplo, si a un obrero que indica los fraudes de la empresa en donde trabaja “lo suicidan”, la tortura física a una periodista incómoda, o la violación o “desaparición” de trabajadoras en una maquila. Además, respecto de las injusticias singulares como experiencias de atropellos menores o graves, más allá de su sufrimiento en el momento de padecerlas, las víctimas, si sobreviven, no dejan de sufrir repercusiones.


Por desgracia, sucumbir a un vértigo simplificador y atender sólo injusticias singulares propicia que se descuiden sus condiciones de implementación y arraigo, y sus consecuencias. De ahí la necesidad de contextualizar tales sucesos y de construir teorías explicativas que les atribuyan motivos y causas. ¿Cómo? Es imprescindible atender que las injusticias singulares directa o indirectamente se producen al amparo de




· Las injusticias institucionales. Estas injusticias incluyen prácticas en forma de acciones u omisiones inmorales que a menudo son transgresiones de la ley o perversiones políticas o económicas. Por eso, para la multiplicación del agravio basta la indiferencia de instituciones que se pueden calificar de “instituciones zombis”, públicas y privadas, en tácita colaboración con “instituciones mercenarias”, también públicas y privadas. Ambas clases de instituciones pronto descubren lo que son: instituciones crueles.





En el párrafo anterior se aludió a instituciones zombis y mercenarias. Según su origen africano, la palabra zombi significa “cadáver dotado de vida aparente”. De modo análogo, una institución zombi es la que no opera según sus propósitos constitutivos porque sus participantes no se encuentran todavía preparados para trabajar o carecen de los incentivos para hacerlo. En cambio, con la palabra mercenario se hace referencia a quienes actúan sólo por dinero sin importar a favor o en contra de qué o de quién. Se aplica, pues, a quienes están dispuestos a llevar a cabo acciones incluso criminales por una paga.


Una vez puestos en marcha los mecanismos de la injustica singular e institucional, encubierta o abierta, éstos se desarrollan y cobran fuerza. Y a menudo cuesta imaginar cómo detenerlos. Entre otras causas, los actos de injusticia singulares, respaldados por instituciones zombis y mercenarias, encuentran apoyos en las distorsiones de los medios de comunicación, así como en otros amplificadores de injusticias: las narrativas que se articulan en novelas y películas populares, en series de televisión, en videojuegos. A muchas de esas narrativas las rige una razón arrogante que expresa los intereses de monopolios gubernamentales, del capital financiero o de mafias. (En algunos países esa distinción es difícil de trazar y es móvil.) En consecuencia, quien asuma un nomadismo que no deja de explorar, a este mapa vertical debe agregarle:




· Las injusticias estructurales. En contra de la presunción de confianza —ese capital social básico del convivir—, con tales injusticias fragmentos enteros de la sociedad, se ven minadas por deterioros, sometimientos, opresiones. Estamos ante tipos de injusticias a menudo políticas o económicas, que no sólo circulan por un tejido social, sino que lo reconfiguran y lo pervierten.





Iris Marion Young desarrolla una teoría de la injusticia estructural.3 Según Young, este tipo de injusticia ocurre como una consecuencia no programada de individuos que participan en uno o más esquemas de coordinación social (Young, 2011: 156). El resultado es una coordinación de actividades llevadas a cabo con normas sociales aceptadas. He aquí un ejemplo en apariencia trivial de Young. En el mundo contemporáneo, para satisfacer los ávidos sesgos que generan las modas, mucha gente del llamado mundo desarrollado renueva continuamente sus atuendos. Tales exigencias crean incentivos para que compañías internacionales de vestimenta y de accesorios afines busquen producirlos al menor precio posible en “sucursales” o, más bien, en “maquiladoras” que operan en condiciones miserables de explotación en esos países que se desprecian como subdesarrollados o, como se les llama en tiempos recientes, países del “sur global”. Las jornadas en tales maquiladoras son interminables; la paga, irrisoria. Además, los abusos no cesan: la comida es pésima, las y los trabajadores enfermos son despedidos sin la garantía de atención médica, no se permiten los sindicatos y mucho menos las protestas frente a los peores agravios inclusive (Young, 2011: 127).


Las injusticias estructurales están presentes, pues, por doquier: en injusticias nimias de la vida cotidiana, pero también en situaciones complejas que resultan de la distribución internacional injusta, tanto de bienes primarios como de recursos —derechos, condiciones para negociar— que afectan a grandes sectores de la población. Pero, como se atenderá enseguida en el mapa horizontal, injusticias estructurales generadas por sesgos —tan casuales, pero tan enérgicos como los sesgos de la moda— y exclusiones sociales que descalifican (según la región, por el género, el color de piel, la preferencia sexual, la nacionalidad, la edad, la religión o la falta de ésta) se consolidan de manera permanente. Esas prácticas, que tienden a arraigarse como costumbres, humillan incluso cuando la ley explícitamente las prohíbe.


Por otra parte, con frecuencia, a la capacidad de juicio le es difícil detectar si una injusticia es —¡sólo!— singular o si hunde raíces en instituciones zombis o mercenarias o de sociedades que son productos de injusticias estructurales. Además, en general, un tipo de injusticias refuerza otras. Sus entrecruzamientos suelen convivir en medio de la opresión y los abusos como “lo normal”. Se usa, pues, coacción para que alguien haga lo que no quiere hacer o deje de hacer lo que quiere, sometiéndose. En consecuencia, el combate a las injusticias que recoge este mapa vertical a menudo confronta al pensamiento con dudas como “¿se debe comenzar a luchar contra las injusticias singulares, las institucionales o las estructurales?”. Al respecto, se carece de reglas precisas, fijas y generales. Hay que apelar a la capacidad de juicio para examinar en cada situación qué se requiere.


Pese a la dificultad de carecer de estas reglas, no tener en cuenta este primer mapa vertical confunde a la atención cuando se delibera acerca de diversas injusticias. Por un lado, quien no es la víctima, ni carece de vínculos directos con ella, pero se concentra en el rechazo de un abuso delimitado suele desorientarse tanto que a menudo sucumbe en un vértigo subjetivista: se apropia del dolor de quien sufre y llora, y olvida que no es la víctima. El exceso de sentimentalismo impide reflexionar sobre las condiciones institucionales, zombis o mercenarias, y menos aún sobre las estructuras sociales que hacen posible producir y reproducir tales víctimas.


Por otro lado, si se abraza el vicio opuesto es casi inevitable sucumbir al vértigo objetivista. De este modo, se abraza el mito estructuralista. En consecuencia se reduce a la o el científico social a una o un observador imparcial que sin mutarse, sin valorar, describe perjuicios, ofensas, abusos y sometimientos como —¡meros!— efectos causados por estructuras inmunes a cualquier intervención personal y hasta social. Por lo tanto, a partir del mito estructuralista no importa más que registrar generalidades que se conceptualizan como leyes naturales y equivocadamente convierten ciertas estructuras en sucesos perpetuum mobile o algo por el estilo.


III


Un mapa horizontal de materiales que producen injusticias


Así como en el mapa vertical, por su inmediata visibilidad, se tiende a concentrar la atención en las injusticias singulares, el fenómeno más visible del mapa horizontal en la vida cotidiana suelen ser las exclusiones con las que se descalifica y se insulta a la gente. No obstante, para no estrechar de inmediato la atención en una dirección que conduce por el mal camino, de nuevo en este caso conviene explorar en los alrededores. Por eso, daré dos pasos atrás. Empiezo por considerar injusticias que se producen al falsearse o romperse muchas interacciones de los animales humanos. Son las fracturas sociales. No pocas de esas fracturas crean o consolidan, o tienden a crearse y consolidarse por sesgos discriminadores. A su vez, aquéllas y éstos conducen a esos bloqueos de las interacciones entre animales humanos que son inmediatamente visibles —porque a menudo no dejan de padecerse—, las ya aludidas exclusiones descalificadoras. Pero estoy corriendo. Urge recorrer más despacio este mapa horizontal.


Estamos ante una fractura cuando algo se resquebraja, aunque sin separarse del todo los fragmentos que resultan de la ruptura; por ejemplo, la fractura de un brazo puede resultar una lesión grave, pero si se la atiende no se pierde el brazo. También son fracturas las hendiduras en una pared que, al menos de inmediato, no causan que se desmorone, aunque suelen ser la causa de su desmoronamiento a mediano o largo plazo. De modo similar, una fractura del tejido social, si bien pervierte prácticas y produce injusticias, a la vez ayuda a continuar manteniendo ese tejido: lo que está roto aparece como no roto o, al menos, como apenas roto o no roto del todo.


Se objetará: con la expresión “fractura social” se subestima la generación de injusticias graves. No es el caso. Con esa expresión se busca atender tanto injusticias que son producto de hostilidades en una pareja que apenas se soporta o entre colegas que ni siquiera se soportan, como injusticias que son producto de interacciones de sometimiento opresivo entre la función “amo” y la función “esclavo”. Otra objeción en la misma dirección: si con el concepto de fractura social se introducen mecanismos que, a la vez que tienden a estabilizar las injusticias pasan desapercibidos, sólo habría que considerar fracturas pequeñas, pues si son grandes se esperaría que fuesen difícil de ocultar. Lamentablemente, en muchos contextos la visibilidad o invisibilidad de una fractura social no tiene que ver sólo con su tamaño ni con las capacidades o limitaciones epistémicas de quienes la viven o la observan, sino también con la manera en que se manipulan esas capacidades. Por eso es del mayor interés realizar investigaciones empíricas para responder preguntas como ¿por qué muchos animales humanos no pueden detectar fracturas sociales que para otros son perfectamente visibles? ¿Qué permite a las partes interesadas ocultarlas de manera tan eficaz?


Respecto de esas preguntas habría que aclarar, por ejemplo, de qué modo participantes de interacciones con graves fracturas pero que tienen interés en que éstas se mantengan, a menudo con razón arrogante defienden que esas interacciones no se encuentran rotas ni pervertidas, o apenas pervertidas y no rotas del todo. Además, conviene examinar cómo a veces sólo con gran esfuerzo otros participantes de esos sucesos dolorosos o quienes se sitúan afuera de sus experiencias, son capaces de destruir esas falsas apariencias.


Claramente tenemos (es una manera de ordenar estas rasgaduras del tejido social):




· Fracturas anteriores a una interacción interpersonal o intergrupal. En éstas de antemano se degrada a grupos humanos. Sobreentendidos heredados los consideran discapacitados sociales.





En este caso, los prejuicios de cierto medio social instruyen que hay que desconfiar de tal persona o grupo porque son indígenas o se trata de una persona pobre o de color no blanco o, en algunas sociedades, por tratarse de un transexual o de una mujer. Así, a estos grupos no se les considera aptos para formar parte de las interacciones comunitarias que construyen una sociedad. Es notorio: toda socialización se basa en un clima de confianza general. Sin embargo, con estas fracturas anteriores a una interacción humana encontramos generadores de desconfianza, al menos como suspicacia o desconfianza pasiva. Por lo tanto, de antemano se tienen bajas expectativas respecto de los proyectos de cierta gente.4 Así, con frecuencia, prestamos baja credibilidad porque predescalificamos a la gente por su origen, su estatus económico, el color de piel o sus preferencias sexuales. Pero vayamos ya a otras fracturas sociales.




· Las fracturas presentes en modos de socializarnos suelen producir injusticias al despersonalizar a ciertas personas o grupos pobres, o de color no blanco, o indígenas, o con sexualidades no heterosexuales.





Así, fragmentos de la sociedad que rodean a tales personas o grupos los condenan con sentencias como: “sus acciones carecen de sentido”, “se encuentran en un estado de radical desorientación”, “aunque tienen cuerpos de adultos son como animalitos”. Sin embargo, lo que se fractura en prácticas sociales del presente no se agota en el presente. Sus ultrajes suelen conformar traumas que aplastan a una o varias personas. Así, esos traumas también desarreglan no pocos de los próximos proyectos colectivos. Por eso,




· Hay fracturas que se proyectan en el tiempo. Puesto que no se realizaron los esfuerzos pertinentes para educar o reeducar o hacer que ciertas conductas que resultan anómalas tengan sentido, las discriminaciones suelen persistir y descalificar a personas o grupos sociales del futuro.





De esta manera, la incertidumbre se sustituye por una certidumbre y la desconfianza pasiva se convierte en desconfianza activa que condena. A los incapaces sociales se les debe relegar, apartar e incluso desechar, como lo que no sirve. Estamos ante un proceso: la acumulación de fracturas produce sesgos discriminadores que, a su vez, generan y son generados por fracturas. En efecto, muchos estudios experimentales confirman una experiencia cotidiana: sesgos discriminadores condicionan desfavorablemente deseos, creencias y afectos que se consolidan de modo inconsciente. (Imaginemos que un maestro de primaria tiene la creencia consciente de que el color de la piel y el género no condicionan la inteligencia; no obstante, sin darse cuenta, presta mayor atención a sus alumnos varones blancos que al resto.)


De acuerdo con el primer mapa, podemos agrupar, en conjuntos que se traslapan, los sesgos discriminadores en:




· Sesgos que posee una persona o un grupo por deformaciones que son producto de sus historias individuales o sesgos discriminadores preponderantemente singulares.


· Sesgos que posee una persona o un grupo por participar, por ejemplo, en instituciones zombis o mercenarias, o sesgos discriminadores preponderantemente institucionales (entre otros, los sesgos productos de esas instituciones pasajeras, las modas).


· Sesgos que posee una persona o un grupo por ser parte de una estructura injusta, o sesgos discriminadores preponderantemente estructurales.5





Notoriamente, algunas exclusiones descalificadoras se estabilizan porque:




· Fracturas sociales generan sesgos discriminatorios que excluyen a personas o grupos para realizar las acciones comunitarias o exclusiones descalificadoras que descalifican a ciertos grupos y no les permiten integrarse en pie de igualdad en una sociedad. Esas exclusiones morales, legales, políticas, culturales, sexuales, económicas, epistémicas generan injusticias que se llevan a cabo en la forma de falta de oportunidades y atropellos. Tales injusticias van desde no poder acceder a instituciones elementales de enseñanza hasta la encarcelación de quienes formulan críticas.





Otra manera de referir a las injusticias que introducen este tipo de descalificaciones se hace con palabras como “marginar”, “marginación”. Por “marginar” entendemos la acción de relegar a un individuo o un grupo a condiciones de desventaja e inferioridad, negándole derechos y beneficios. Así, por ejemplo, en América Latina, pero no exclusivamente, se suele segregar a los pueblos autóctonos o a comunidades que apenas sobreviven en la miseria. A menudo es difícil interrumpir o debilitar no sólo ese marginar efectivo, sino incluso sus falsas justificaciones. Pues lo que se margina, al mismo tiempo se pseudojustifica como un peligro a combatir Así, perversamente se declara que las marginadas y los marginados constituyen un modo defectivo y hasta maligno de ser personas que tarde o temprano los conduce a formar parte de pandillas violentas y del crimen organizado. Como si ese falso justificar no acarrease males, las descalificaciones se vuelven espejos: no sólo causan segregaciones sino autosegregaciones. Algunas personas indígenas, pobres, de color no blanco, las mujeres, las personas trans… suelen mirarse en esos espejos y acaban por reconstituirse a partir de esas imágenes deformadas.


Atendamos otros tipos de exclusiones descalificadoras:




· Es común que ciertas fracturas sociales produzcan sesgos que despolitizan. Así, se debilitan los esfuerzos por participar en protestas y luchas en contra de alguna injusticia. Se impide, por ejemplo, reivindicar derechos no tenidos en cuenta o violados o exclusiones descalificadoras que descalifican a quienes se indignan frente a la injusticia.





Efectos de la despolitización cobran expresión en las figuras del desencanto social: desencanto con la política, con el Estado de derecho, con la democracia. A su vez, esos desencantos suelen eliminar la indignación social. Por “indignación social” solemos entender una emoción fuerte con grados de reflexión que contiene una actitud de rechazo a lo que se considera injusto. Por otra parte, con palabras como “indignada”, “indignado” hacemos referencia a gente militante —a la que no pocas veces se persigue y hasta se demoniza— que forma parte de movimientos sociales reivindicativos y protesta por derechos pisoteados, propios o ajenos.




· Además, hay fracturas en la capacidad de comunicar cuando se balbucea o no se usan las palabras como corresponden según dictaminan ciertos grupos con poder (político, cultural, económico…). Estas fracturas tienden a causar sesgos discriminatorios que producen exclusiones descalificadoras o exclusiones que descalifican a quienes no se comunican siguiendo los códigos de comunicación dominantes en un medio social.





Estas injusticias, en la forma de exclusiones descalificadoras —de exclusiones que impiden integrarse en una sociedad, de exclusiones que desaconsejan indignarse socialmente, de exclusiones para no tomar en serio testimonios de gente considerada marginal— no sólo se traslapan, sino que las unas conducen a las otras o son su refuerzo.


Por un lado, tales exclusiones descalificadoras se llevan a cabo desde adentro mismo de las instituciones que deberían promover la no exclusión. Sin embargo, en estas instituciones formales e informales (educativas, de trabajo, comerciales, políticas, religiosas, deportivas), que se han vuelto zombis o mercenarias, no se enseñan las prácticas pertinentes para participar en la producción y reproducción de bienes, tanto de habilidades y de conocimientos como de mercancías, porque ciertas estructuras —políticas o económicas, por ejemplo— así lo programan e incluso lo imponen. Pero no sólo eso. Como se ha estado sugiriendo, el conjunto de las fracturas sociales, de los sesgos discriminatorios y de las exclusiones descalificadoras constituyen círculos viciosos en los que, por un lado, se refuerzan cada uno de esos fenómenos y, por el otro, esos círculos adquieren capacidad expansiva.


IV


Si se tienen en cuenta ambos mapas generales, el vertical y el horizontal, entonces ya podemos comprobar que enfrentar injusticias implica una lucha a menudo feroz que, a la vez, exige nomadismos en direcciones incluso opuestas. ¿Por qué?


Por un lado, se destruye el mapa vertical si se explican las injusticias que producen las diversas socializaciones y sus consecuencias, porque individuos o grupos tienen psicologías declaradas “disfuncionales”, sin que importen las instituciones y las estructuras sociales en las que se vive. Como indica Serene J. Khader, se “psicologiza lo estructural” (Khader, 2011: 56; Hanslanger, 2016: 130). Las conductas declaradas “disfuncionales” se aíslan de otras conductas, de su socialización en instituciones zombis y mercenarias, de las estructuras políticas y económicas opresivas.


Por otro lado, sin tomar en cuenta el mapa horizontal, se pierde de vista cómo las fracturas sociales, los sesgos discriminatorios y las exclusiones descalificadoras destruyen cualquier buen convivir. De ahí que la urgencia de tener en cuenta las ayudas de la razón porosa que operan tanto con el mapa vertical como con el mapa horizontal de las injusticias. ¿En qué consisten, al menos, algunas de esas ayudas?


Por ejemplo, a partir de estos mapas generales es posible conducir la atención para construir mapas más particulares que la focalizan. Con estos mapas es posible ubicar las injusticias singulares en contextos más o menos institucionales y estructurales que permitan comprender y, en ocasiones, explicar y hasta combatir ofensas, desgracias, agravios, deterioros y también falsas excusas, falsas justificaciones.


Otro ejemplo: con los materiales de ambos mapas generales se ofrecen herramientas no sólo para ubicar y, de manera enérgica, luchar en contra de diversos tipos de injusticias, sino también —no sin extrañeza y hasta con perplejidad— para comprender y explicar en mapas particulares situaciones complejas y resbaladizas en las que se pueden ofrecer, según las circunstancias, buenas o malas razones para esconder injusticias que son incluso sometimientos persistentes.


En consecuencia, el uso de ambos mapas generales contribuye con materiales para generar prácticas para argumentar que permiten construir mapas particulares en torno a situaciones más o menos específicas. No se busca, pues, introducir todavía normas generales y mucho menos promulgar normas precisas y fijas que determinen lo que hay que hacer en situaciones concretas.


V


Mapa particular de injusticias anteriores a un proceso comunicativo y que en éste, a menudo, se continúan y reelaboran


Supongamos que Pedro es un refinado chef, muy apreciado en el norte de México. Temeroso de la violencia desatada por el narcotráfico en esa región, Pedro emigra a los Estados Unidos y busca trabajo como chef; sin embargo, sólo consigue trabajo como empleado de cocina. En cambio, a Pierre, un chef francés sin mayores antecedentes, de inmediato lo contratan en Estados Unidos como chef principal en un restaurante de lujo. Previamente a la entrevista de trabajo, Pedro había entregado credenciales que no se valoran: su nombre propio y haber sido un chef reconocido en un país “del sur global” —en los países del llamado “primer mundo”— no es garantía, a diferencia de haber sido, como Pierre, un chef en Francia. Por otra parte, en el momento de la entrevista, las fracturas sociales con sus posibles empleadores se profundizan por quien es Pedro como individuo: de piel morena, de estatura baja, algo excedido de peso. Se dirá: la primera propiedad y, en parte, la segunda son herencias genéticas. También lo son la piel blanca, la estatura alta y hasta la complexión esbelta de Pierre. Sin embargo, frente a una solicitud de empleo esas propiedades no producen exclusiones descalificadoras en tanto propiedades genéticas sino sociales, porque la valoración de los cuerpos también genera sesgos. Desde que recordamos, muchos de esos sesgos con los que se enaltece o se desprecia a otros son fabricados por sesgos de la moda, esas deformadoras hermenéuticas públicas de las que dispone mucha gente en muchas sociedades. Por eso, propiedades como el color de la piel consolidan los sesgos con los que se desdeña a Pedro por parte de dueños de restaurantes que no quieren perder ganancias. Además, ya en los primeros momentos de la entrevista, Pedro confirma fracturas para sus posibles empleadores; por ejemplo, su acento hace recordar la migración ilegal y la violencia del narcotráfico. El acento francés de Pierre resulta, en cambio, encantador, porque evoca el glamour de París.


Recorramos una vez más la situación de Pedro, pero separando artificialmente los materiales que ofrecen para comentar los dos mapas generales. Si se opera con el mapa vertical se podrá ubicar la injusticia singular que se comete con Pedro como producto de injusticias institucionales y estructurales. Por ejemplo, la institución “cocina mexicana” suele ser apreciada. En cambio, no lo son la mayoría de quienes se dedican a ella en el extranjero —de quienes se suele sospechar que se trata de migrantes improvisados, cuando no de ilegales capaces de cualquier crimen—. Pero las diferentes valoraciones no se reducen a tradiciones institucionalizadas sólo de cocinar, sino que se respaldan en estructuras más abarcadoras: en este caso, en el juicio general que se tiene sobre México y sobre Francia —acerca de su cultura y su influencia política y económica en el resto del mundo—.


A partir del mapa horizontal, se descubre fácilmente que cuando Pedro llega a su entrevista las fracturas sociales con sus posibles empleadores se profundizan y generan sesgos que discriminan. Un individuo de piel morena, de estatura baja y algo excedido de peso no es nada confiable, ni siquiera se puede confiar en que sepa cocinar bien, del gusto que se exige en un restaurante de lujo de un país desarrollado. De esta manera, la exclusión descalificadora se expande y pronto se vuelve inapelable.


A su vez, no es arduo recoger los aportes de ambos mapas generales para analizar y discutir la injusticia singular que se comete con Pedro. Tampoco es difícil vincular esos aportes. Pero, para hacerlo, insisto en que hay que tener cuidado de no “psicologizar lo estructural”. Porque las fracturas sociales y los sesgos discriminatorios con los que se enfrenta Pedro antes y durante su entrevista dependen, en gran medida, de que posee una nacionalidad y un cuerpo con estigmas que lo trascienden. Pues con independencia de Pedro, esos estigmas se atribuyen tanto a las instituciones legales y educativas, como a las estructuras políticas y económicas de México y sus habitantes.


Mapa particular de encubrimientos tácticos de injusticias


Un mapa en el que en ocasiones se esconden fracturas sociales que han provocado y provocan graves injusticias, ¿acaso es posible que opere como infrapolítica positiva o política aceptable en tanto camuflaje? Es probable que se tienda a responder esta pregunta con una enfática negativa. Sin embargo, de acuerdo con el análisis de Patricia Hill Collins (2000 [1990]; 2005), éste es el propósito con el que con razón se silencia a ciertas fracturas sociales y sesgos discriminatorios en torno a la sexualidad femenina negra en Estados Unidos. ¿En qué sentido?


Para explicar el silencio sobre no pocas injusticias sexuales que padecen las mujeres negras (violaciones, incestos, frecuentes sometimientos y agravios que se producen por repetidas fracturas en las interacciones entre mujeres y hombres negros), Collins, por un lado, alude a la solidaridad racial6 y a su consecuencia, los encubrimientos tácticos de injusticias. Así, muchas mujeres negras, aunque en principio disponen de recursos conceptuales para denunciar tales injusticias, prefieren callarlas para no profundizar los sesgos negativos y las exclusiones morales, políticas, culturales, económicas y hasta legales con las que parte de la sociedad blanca maltrata —y hasta asesina— a los hombres negros. (No estamos, pues, frente a injusticias hermenéuticas o epistémicas (Fricker, 2007), sino ante injusticias aceptadas como peculiares herramientas ¿de protección?, ¿de protesta?, ¿de lucha?)


Por otro lado, esos sesgos que producen violencia por parte de los hombres negros funcionan como espejos que las mismas mujeres negras, en ocasiones, acaban por asumir. Por eso, ese silencio de algunas mujeres negras sobre las injusticias que padecen de parte de muchos hombres negros también funciona como autoprotección, pues, en circunstancias como éstas, encubrir esas fracturas sociales —por injustas que sean— opera como política para reafirmar no sólo la solidaridad con los hombres negros sino también la resistencia en contra de no pocas injusticias institucionales y estructurales largo tiempo arraigadas en una sociedad cuyo poder lo poseen los hombres blancos.


Además, estamos ante una lucha en diferentes niveles. Por un lado, las mujeres negras protegen a los hombres negros y, a la vez, se autoprotegen. Por otro lado, las discusiones sobre las injusticias padecidas se integran en otra esfera de lo público que es diferente de la de la sociedad blanca: la que se desarrolla en el interior de la propia comunidad negra.


Nada hay de excepcional en estas circunstancias. Encontramos situaciones análogas en otras comunidades llenas de fracturas que también se topan con sesgos que las insultan, lo que consolida exclusiones descalificadoras. Son comunidades como las de la gente pobre, las de las y los indígenas, los sindicatos obreros, la comunidad latina, la comunidad LGBTIQ+, entre otra mucha gente oprimida.


Cuando en el mapa vertical se atendió la capacidad de contagio expansivo que posee el círculo vicioso construido por fracturas sociales, sesgos discriminatorios y exclusiones descalificadoras, se aludió como una consecuencia la constitución de un horizonte de “normalidad” para toda una sociedad. Pero, ¿de qué normalizaciones se trata? Estamos ante “injusticias normalizadas”, frente a “normalidades anormales” que con frecuencia se convierten en una fábrica de vicios que parecen virtudes.


Precisamente, no pocas veces en nombre de la virtud de la solidaridad, en este ejemplo, de la solidaridad racial, pero en otras circunstancias, en nombre de la solidaridad obrera, o nacional, o religiosa, o de género, o política, o gremial, ¿acaso no se pretende a menudo la injustificable aceptación de muchas injusticias singulares y hasta institucionales “como medios de lucha”?


En efecto, con frecuencia, para justificar una “injustificable aceptación” de encubrimientos tácticos de injusticias se apela al argumento de las protestas y luchas en contra de la injusticia como procesos jerarquizados: hay un conflicto primario —la injusticia pretendidamente primera o de base— “que hay que enfrentar antes”, en contraste con los conflictos secundarios “que hay que dejar para después”. Por ejemplo, en la historia de muchos movimientos obreros (por horarios menos abusivos, seguro médico, sindicatos libres…), aunque se ha apelado al trabajo de las “compañeras” y se le han hecho no pocos “encargos”, sus reivindicaciones “de género se dejan para después”. (A veces se posponen para un después que nunca llega.) En no pocas reivindicaciones obreras se dejan de lado —también “para después”— las reivindicaciones no sólo de las mujeres negras sino de los obreros negros y latinos y, así, la solidaridad obrera se convierte no en un conjunto de encubrimientos tácticos de injusticias sino en un simulacro de solidaridad, porque es una solidaridad blanca con candados.


Circunstancias como éstas respaldan una conjetura molesta. Frente a muchos pedidos de solidaridad —nacional, obrera, racial— en algún momento de la colaboración y el apoyo, conviene introducir máximas des-silenciadoras que los interrumpe, máximas tan irritantes como: “Deja que se haga presente la crítica y la indignación también contra nosotras y nosotros. Deja que nos visite la cultura de la argumentación y hasta que ésta nos ponga contra la pared”.


Por supuesto, de caso en caso habrá que preguntarse cuándo urge defender ante todo la solidaridad como una virtud que genera unidad, respaldos y defensas (de los hombres negros, de las mujeres negras, de los obreros, de las obreras…) y cuándo hay que ponerse a discutir esa solidaridad a partir de máximas des-silenciadoras, porque tal virtud corre el riesgo de degradarse y convertirse en vicio. Lamentablemente, de nuevo para tener conocimiento de esos cuándos, se carece de reglas precisas, fijas y generales. Por eso, no hay opción más que apelar a la capacidad de juicio.


En este caso, esa capacidad, entre otras ayudas, a partir de ambos mapas generales, tendrá que no dejar de explorar con nomadismo en varias direcciones para distinguir entre encubrimientos tácticos de injusticias y degradaciones de la solidaridad e incluso de sus falsificaciones. Por ejemplo, de acuerdo con el mapa vertical conviene preguntarse: por ejemplo, la solidaridad que se ejerce cuando se comete una injusticia singular en contra de la patria, por ejemplo, si se violan sus fronteras, ¿acaso a menudo no esconde una aceptación implícita de previas injusticias institucionales y estructurales?


Por eso, si se tiene en cuenta tanto el mapa vertical como el horizontal, en no pocas ocasiones conviene insistir con otras máximas des-silenciadoras como: “Deja que también discutamos acerca de las fracturas sociales y las exclusiones descalificadoras que nosotras y nosotros mismos con nuestros sesgos no dejamos de producir al apoyarnos mutuamente”. “Permite que también se discuta y hasta se rechacen esas formas de solidaridad —¿de solidaridad degradada?— que sólo defienden los intereses de nosotras y nosotros.”


VI


Otro material del mapa horizontal: las normalizaciones fraudulentas que producen esa plaga, las injusticias normalizadas


En el mapa horizontal se focalizaron injusticias producidas por fracturas, sesgos, exclusiones. Así, se establecen malas herencias que, si no se destruye al mapa vertical psicologizando lo institucional y lo estructural, se pueden percibir como consolidándose en instituciones prestigiosas y en vastas memorias que impregnan las sociedades. Sin embargo, también conviene agregar al mapa horizontal un fenómeno al que ya se ha aludido varias veces: las normalizaciones fraudulentas.


¿A qué me refiero con palabras como “normalización”, “normalizar”? Suelen usarse palabras como ésas, o sus derivados, en dos sentidos. Según un uso neutro, un suceso normalizado es aquél que se recoge como normal, en el sentido de común, de habitual: lo que acostumbra a darse día a día, espontáneamente, sin que sorprenda. Es más frecuente, sin embargo, un uso negativo de la acción de normalizar. Se trata de las adaptaciones y los ajustes que se llevan a cabo con el propósito de que el suceso aparezca como normal, aunque se trata de manipulaciones para encubrir, con engaños, lo anormal. Así, lo normalizado simula lo normal cuando se trata de la anormalidad misma.


Al respecto, volvamos a considerar el ejemplo introducido por Young (2011) en torno a los trabajos en maquiladoras de ropa en países subalternos. A menudo, mucha propaganda busca presentar esos trabajos como normales con el propósito de atribuirles dos propiedades de los sucesos genuinamente normales: indicar que no necesitan de justificación y señalar que a menudo no interesa averiguar responsabilidades. (Ejemplos extremos de sucesos normales: no necesita justificación que animales humanos y no humanos tengan que alimentarse o resguardarse de las inclemencias del tiempo, ni interesa responsabilizar a nadie por la necesidad de realizar esas acciones.) Sin embargo, a los trabajos en maquiladoras de ropas en países subalternos —ésa es la conjetura— no les corresponden esas propiedades. ¿Por qué?


Esos trabajos necesitan discutir su justificación puesto que las compañías internacionales de fabricación de ropa en maquiladoras operan con salarios irrisorios en el extranjero para aumentar las ganancias “en casa”. Por lo tanto, implícitamente se acepta que los costos humanos no importan. (Por ejemplo, no importa que la mayoría de quienes trabajan sean jóvenes mujeres que sufren acoso y violaciones constantes por parte de sus jefes.)


Por otra parte, también en el ejemplo de Young, la propaganda “en casa” busca disolver la responsabilidad por la existencia de tales maquiladoras. De esta manera se logra que a quienes compran camisas hechas en Bangladesh o El Salvador ni siquiera les pasen por la cabeza las condiciones de esclavitud informal en las que fueron confeccionadas tales prendas. Ésa es precisamente una de las funciones de la normalización de tales procesos. Además, tampoco las compañías internacionales de hecho sospechan, o simulan que no sospechan, que poseen alguna responsabilidad. Tales compañías no sólo consideran innecesaria alguna justificación por su hacer, sino que se enorgullecen de dar trabajo a gente que de otro modo “moriría de hambre”. Para los gobiernos que aceptan esas condiciones de oprobio “no hay opción”.


Pero generalicemos ya esta discusión acerca de estos sucesos, las normalizaciones fraudulentas. Consideremos las normalizaciones de injusticias en situaciones diferentes. Por ejemplo, las injusticias normalizadas de la historia en tanto disciplina suelen sobreentenderse como tan normales que, de nuevo, su primera propiedad consiste en suponer que no son necesarias las justificaciones. Por ejemplo, si se revisan los libros escolares de historia de muchos países (¿de todos los países en donde hay libros de historia?), es fácil descubrir que esos libros exponen “historias normalizadas”. Se trata de “historias oficiales” que procuran reforzar la solidaridad nacional y pasan por alto injusticias que merecerían el mayor repudio. (En sus panteones de héroes no faltan los elogios a militares imperiales —de los que se omite indicar que violaron a mujeres nativas y robaron y asesinaron a su antojo—, a dueños de esclavos o a presidentes de jóvenes repúblicas “en procesos de modernizarse”, que masacraron pueblos enteros de indígenas.) Con tales normalizaciones fraudulentas, desde temprano se socializa a las y los futuros ciudadanos con sesgos positivos para comprender el pasado del que forman parte. No sólo eso: se trata también de hacer que se enorgullezcan de esa herencia que, en alguna medida, integra sus memorias individuales. En esas historias de aparentes glorias bien ganadas y derrotas inmerecidas, de territorios legítimamente apropiados y de pérdidas debidas al engaño o a la mala suerte, se ocultan injusticias que obligarían a rectificar esos mapas particulares.


Se objetará: algunas historiadoras y algunos historiadores no dejan de llevar a cabo rectificaciones. Pero éstas a menudo no pasan de hacer pequeños ruidos al interior de algún campus universitario, sin afectar la versión oficial que una sociedad tiene del propio pasado; además, esa versión oficial continúa siendo trabajada por otras historiadoras e historiadores “normales”. De ahí que en tales injusticias se tienda a encontrar, como en cualquier injusticia normalizada, una disolución de la responsabilidad. Pero, ¿cómo se logran las aceptaciones de tanta normalización de injusticias? Entre otras causas, para aceptar tales normalizaciones fraudulentas suele fomentarse la actitud que Medina llama la “división social de la haraganería cognitiva” (Medina, 2013: 145). 7


Con tal haraganería es fácil no percibir muchas injusticias históricas, por ejemplo, sometimiento de pueblos enteros y guerras que enriquecen la propia economía (cobijadas con solidaridades nacionales menos aceptables que el encubrimiento de fracturas sociales por parte de las mujeres negras). Además, la producción social de la haraganería cognitiva respecto del pasado también se alimenta de vicios como la cobardía, que hace detenerse ante el menor obstáculo por atender testimonios diferentes de los convencionalmente aprobados. Así, en lugar de investigar cuáles fueron y son las causas más determinantes de una injusticia, se recurre a lugares comunes.


Al respecto, Medina también se pregunta de qué modo las ciudadanas y los ciudadanos —no sólo las historiadoras y los historiadores— mantienen sesgos de ignorancia irresponsable frente a tantas evidencias pasadas y presentes. Por supuesto, no es fácil inmunizar la insensibilidad cognitiva de manera individual. La explicación de Medina implícitamente apela a materiales de los mapas verticales y horizontales de las injusticias. Injusticias normalizadas son respaldadas por fracturas producto de estructuras sociales y, directamente, por instituciones y sus expertos con sesgos discriminatorios (Medina, 2013: 145). ¿Expertos?


En paralelo a los expertos epistémicos que producen conocimientos están también los expertos epistémicos en producir ignorancia que consolidan colectivamente sesgos que predeterminan lo que no hay que investigar y qué preguntas desestabilizadoras (de la sociedad, del gobierno, de la investigación…) no se deben formular. Por ejemplo, en el caso de las injusticias raciales del pasado “tales expertos se encuentran en intelectuales y científicos que han tenido la tarea de producir y promulgar un complejo sistema de creencias distorsionadas acerca de las razas humanas y de crear bloqueos para el preguntar crítico de tales creencias y desarrollar líneas de investigación alternativas acerca de los procesos de diferenciación racial” (Medina, 2013: 146).


Medina recuerda los desarrollos del racismo “científico” y los movimientos que defendieron “científicamente” la eugenesia (2013: 147).8 Pero sospecho que no sólo se encuentran en las comunidades científicas expertos en producir ignorancia. Por el contrario, éstas y éstos abarrotan los medios de comunicación o se sirven de las redes sociales para normalizar injusticias y condenar no sólo a individuos, sino a grupos sociales y a nacionalidades enteras a las que se descalifica de manera epistémica y práctica.


VII


La fuerza de lo negativo


Pronto en esta reflexión se observó que los “entes depravados” no sólo admiten enlistarse. Por ejemplo, las injusticias singulares causadas por acciones humanas injustificables también se interrelacionan y conforman tramas, que es posible reconstruir como mapas que a su vez ayudan a comprender las diversas injusticias y a explicarlas, y hasta a luchar en su contra. Para construir tales mapas, con razón porosa no hay que limitarse a la vía negativa, sino también apelar a normas y escenarios positivos, pero sin respaldar su primacía excluyente. Hay que rechazar, pues, entre otras falsas oposiciones, la falsa oposición entre la vía positiva de las teorías generales de la justicia como lo productivamente positivo y la focalización en la injusticia singular como lo improductivamente negativo. Más todavía, si se atienden no sólo las interconexiones que se apuntan en el mapa vertical, sino también la fuerza de lo negativo —la fuerza con que de diferente manera se suelen enfrentar muchas injusticias, por ejemplo, las representadas tanto en el mapa vertical como las producidas por los materiales anotados en el mapa horizontal— se comprueba que tener en cuenta en el debate público el sufrimiento de las injusticias singulares y sus contextos, las experiencias de “lo en apariencia improductivamente negativo”, también puede ser productivo. ¿De qué modo?


Precisamente, las diversas injusticias suelen descubrir en sus víctimas una fuerza que motiva a decir “ya no”, “se acabó”, “nunca más”, con sus varios perfiles emocionales. Porque padecer experiencias de exclusión y oprobio enseña no sólo a sentir rabia, indignarse y protestar, sino también a buscar otros horizontes. ¿Cómo cuáles? Entre otros caminos a proseguir, se trata de construir, al menos en parte, culturas de la argumentación que otorgan valor a justificar, de caso en caso, las prácticas que en ellas se realizan. Estas culturas se encuentran en lucha en contra de sectas y comunidades en las que no son valores públicos el respeto de cada persona como fin en sí misma y la justicia, ni las intervenciones ciudadanas que, con crítica política, combaten las ausencias de valores como ésos.


Por otra parte, la fuerza de lo negativo también contribuye a descubrir aspectos de quién se es y con quiénes se está. Pues cada persona y grupo de personas se construye no sólo con reconocimientos y aceptaciones, sino también con lo que se les niega, en particular, con lo que se les niega sin razón y de manera más o menos constante. (Esas negaciones a menudo son producto de prejuicios y otros daños que se hace padecer de modo injustificado a personas y grupos, tales como los que se representan en los mapas generales y particulares de la injusticia que se han explorado.) A su vez, las personas y los grupos de personas también se construyen con lo que esas personas y grupos descubren que son capaces de sentir, de negar, de actuar.


Por eso, si se elude la razón arrogante y se tiene muy en cuenta el entrecruzamiento no pocas veces agónico de los muchos tipos de negaciones y sus conflictos con empresas que se organizan con expectativas de signo positivo, todo ello ayuda a seguir andando en la vida y también en ese fragmento de la vida que es el pensamiento.
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[CARLOS PEREDA]





1 Por supuesto, a veces se padecen daños con justificación, como cuando se castiga por un crimen, pero a esos daños no se los considera injustos.


2 Sobre “Map Thinking” véase Rasmus Grønfeldt Winther, 2020.


3 Véase Young, 2011. Como el título del libro ya lo adelanta, la teoría de la injusticia estructural de Young es una herramienta para desarrollar una teoría social de la responsabilidad como vínculo (“a social connection theory of responsibility”) que constituya una alternativa a las tradicionales teorías individualistas de la responsabilidad. Por otra parte, esta propuesta ya había sido defendida en artículos previos (véase Young, 2004: 365-388; 2006: 102-130).


4 Por supuesto, esas bajas expectativas también pueden respaldarse en razones. Por ejemplo, tiendo a no creerle a un colega que, he comprobado, me ha mentido para lograr un ascenso al que muchos colegas aspiraban.


5 Cf. Manuel Vargas, “Implicit Bias, Responsibility, and Moral Ecology” (Shoemaker, 2017).


6 Cuando se usa la palabra solidaridad solemos dirigir la atención en varias direcciones. Por ejemplo, se tiende a pensar la solidaridad como respuesta a una crisis; frente a inundaciones, terremotos y epidemias, por ejemplo, momentáneamente la gente se organiza y busca ayudar. No obstante, también usamos expresiones como “solidaridad obrera”, “solidaridad religiosa”, “solidaridad nacional” o, como en el ejemplo de Collins, “solidaridad racial”; en estos casos, la solidaridad es permanente y busca ante todo proteger a un grupo social; se ayuda a quienes se considera que comparten no sólo intereses y reconocimientos y desconocimientos, sino también afectos y rechazos emocionales, y con quienes la identificación es o se vuelve inmediata. Indirectamente este segundo tipo de solidaridad es también autoprotector: me protege como miembro del grupo al que protejo.


7 Este principio ya se encuentra en muchos pensadores de la tradición ilustrada a partir del siglo XVIII. Por ejemplo, Kant, en su conocido trabajo “¿Qué es la ilustración?”, no sin aspereza, señala: “Si puedo pagar no necesito pensar; otros ya tomarán a su cargo, en mi nombre, tan fastidiosa tarea”.


8 Este punto es desarrollado con minucia por Page (2019: 75-101).




A


abuso de poder


Del latín potere, poder significa tener más fuerza que otro, ser capaz de vencer. En las relaciones sociales en las que unos mandan y otros obedecen, es la capacidad de imponer la propia voluntad sobre la conducta ajena. En el ámbito político institucionalizado, conduce a la diferenciación entre gobernantes y gobernados. Del latín abusus, abuso es usar mal, indebidamente, de manera excesiva, injusta e impropia algo o a alguien. Lo así introducido o practicado es abusivo y sus actores son abusadores/as o abusones/as, ostensiblemente contra víctimas con menor experiencia, fuerza o poder (Huerta, 2001; Diccionario ilustrado Océano de la lengua española, 2005; Del Águila, 2008: 21-34).


Es máxima del Estado constitucional liberal y de las democracias modernas que el poder tiende a corromperse dada la proclividad humana a abusar; por ello debe ser limitado y restringido. De cualquier poder se puede abusar, pero del absoluto o monopólico es más probable, con impunidad, al no ser posible contenerlo ni obligarlo a rendir cuentas (Crespo, 2006). No es exagerado afirmar que la impunidad es la forma perfecta de abuso de poder. Es la condición política que prevalece en los sistemas no democráticos, pero no les es exclusiva; algunas democracias son menos capaces que otras de proteger a los ciudadanos de los abusos de los gobernantes y de terceros.


Una caracterización de los abusos de poder es la siguiente:


a] de poder político, cuando es usado para beneficio, interés y ambiciones de quienes lo detentan relegando y atropellando la comunidad o a algunos de sus miembros (Crespo, 2006). Son abusos exigir obediencia a mandatos contrarios a la vida, integridad y libertad de quienes conforman la sociedad y los destinados a acrecentar el poder para sobrepasar las limitaciones constitucionales que protegen los derechos humanos, la legalidad, la división de poderes, el federalismo o para vulnerar los sistemas de responsabilidad de los funcionarios públicos (Huerta, 2001). Kosovski (1995) afirma que el abuso de poder político es el más grave pues sus consecuencias son las más serias y sus efectos los más prolongados. Suele ser justificado en nombre de la ley y el orden, pero también puede ser ilegal y clandestino. En casos extremos se pretende legitimarlo culpando a la víctima como enemigo del que hay que defenderse, discriminarlo, torturarlo, segregarlo, encarcelarlo sin proceso, desaparecerlo o privarlo de la vida;


b] los abusos de poder militar son cometidos por las fuerzas armadas, pudiendo ser incluso el medio para que sólo un individuo o un grupo pequeño de individuos domine a los ciudadanos mediante el miedo y la represión (Huerta, 2001). En un sentido similar, son ejemplos de abusos policiales la detención ilegal, el uso excesivo de la fuerza, el trato degradante e inhumano, la presunción de culpabilidad, la criminalización por características raciales, étnicas, sexuales, políticas y de clase, la arbitrariedad procesal, la extorsión y negación de derechos para acusados o sospechosos, la fabricación de delitos (Azaola y Ruiz, 2008; Alvarado y Silva, 2011);


c] los abusos de poder mediático son cometidos por la prensa y los medios de comunicación, cuarto poder cuya función es vigilar, investigar y exponer los abusos políticos. Son ejemplos acusar injustamente a las personas públicas o calumniarlas, así como relegar la función de vigilancia en favor de otros objetivos (Crespo, 2001);


d] los abusos de poder económico, considerado principal alternativa al político, son cometidos contra consumidores, trabajadores y el Estado. Ejemplos son evasión de impuestos, contrabando, colusiones de precios, mercados monopólicos, altos precios en productos de baja calidad o con tecnología obsoleta, venta de fármacos y alimentos sin control sanitario, engaño en pesas y medidas, acaparamiento, uso de mano de obra ilegal o no sindicalizada, condiciones laborales inseguras (Kosovski, 1995; Crespo, 2006);


e] es pertinente considerar los abusos de las legalidades informales o tradicionales, de las mafiosas e incluso criminales donde la legalidad del Estado es tenue o no existe (O’Donnell, 2008); en un sentido similar, los de grupos insurgentes que controlan áreas territoriales ejerciendo autoridad y violencia (Preciado, 1995);


f] aunque es imposible una lista definitiva, se deben agregar los abusos de poder en otros ámbitos. Por ejemplo, en las relaciones maritales, paternales y tutelares (Kosovski, 1995); los de líderes religiosos o espirituales contra los creyentes; los de dirigentes de partidos y organizaciones políticas contra los militantes; los de superiores jerárquicos sobre los subordinados en el trabajo, escuela, asociaciones e incluso entre pares, en forma similar a los microdespotismos referidos por O’Donnell (2004: 11-30 y 136-164).


La noción de abuso plantea la cuestión de las ideas, creencias y valores sobre la legitimidad o ilegitimidad del poder. La conceptualización aquí seguida corresponde al Estado liberal constitucional limitado por los derechos de los gobernados, su confluencia con la democratización en Occidente entre los siglos XVII y XX, y la teoría política referida a esos procesos.


La noción de poder ilimitado se desarrolló en Europa en los siglos XVI y XVII, precedida por el patrimonialismo renacentista, con monarcas que pretenden ser absolutos: encarnar la soberanía por voluntad de Dios y ser autoridad política superior, fuente única de la ley y la justicia. En la teoría política del siglo XVI Bodino definió el poder o soberanía como absoluto, perpetuo e indivisible; si los súbditos cumplen reconociendo y obedeciendo al soberano, éste debe cumplir a su vez respetando límites tradicionales: el derecho divino, la sucesión dinástica y los derechos naturales de los gobernados (De Gabriel, en Del Águila, 2008: 35-52).


El contractualismo del siglo XVII trajo a escena un hipotético pacto entre gobernante y súbditos en el que la sociedad política no tiene origen natural, sino artificial. Hobbes desarrolló la hipótesis para argumentar la necesidad de poder absoluto e irrevocable del rey, cabeza única del Leviatán y detentador único de la fuerza, con la consiguiente renuncia de los hombres a su primitiva libertad individual en un estado civil que conjura la inseguridad del estado de naturaleza; así, la obediencia es debida al Estado que salvaguarda la paz social. Para Locke, la obediencia está condicionada al respeto de los derechos naturales individuales imbuidos por Dios en los hombres —libertad, seguridad o vida y propiedad privada— que no se pierden con el pacto. Al contrario de Hobbes, los individuos delegan funciones limitadas al Estado para garantizar los derechos, arbitrar los conflictos y mantener la seguridad y el orden social. Con Locke aparecen los fundamentos sobre la precedencia del individuo y sus derechos al Estado; la separación del mismo y la sociedad; la necesidad de tolerancia religiosa sin legitimidad del Estado para promover la vida buena o religión pública; el sometimiento de los poderes estatales depositados en distintas manos a la ley; el derecho a deponer por medios legislativos al rey; el carácter representativo del gobierno con la elección frecuente de la asamblea, y el derecho de resistencia y revolución contra la tiranía (De Gabriel, en Del Águila, 2008: 35-52; Vallespín, en Del Águila, 2008: 53-81; Serrano, en Villarreal y Martínez, 2010: 95-124).


En torno a las premisas lockeanas se desarrollaron los núcleos moral, económico y político de la ideología liberal. En cuanto al moral, el utilitarismo concede prioridad absoluta a la autonomía del individuo si su conducta sólo afecta a sí mismo, por lo que el único poder que legítimamente puede ser ejercido es cuando afecta a terceros; esa libertad limita a la opinión pública salvaguardando el derecho de disidencia ante las mayorías. Con Kant la coacción sólo puede ser legítima por su determinación en una ley general, norma en sí misma, sobre individuos iguales y racionales; así, el fin del Estado es garantizar el Derecho ajustado a los principios de libertad de cada miembro de la sociedad como persona, la igualdad de todos entre sí como súbditos y la autonomía de cada uno como ciudadano (Vallespín, en Del Águila, 2008: 53-81).


En cuanto al núcleo económico, el liberalismo abrió paso a la concepción de la economía de intercambio en la que buscar riqueza es fin en sí mismo, rompiendo con las restricciones morales cristianas y el patrimonialismo absolutista. Eso ocurrió paralelo al desarrollo de grupos que requerían tolerancia al libre pensamiento porque impulsaban fines políticos, económicos y religiosos diversos. De ahí el énfasis liberal en el derecho de propiedad porque posibilita resistir al poder político y ejercer otras libertades. En cuanto al núcleo político, los derechos humanos fueron planteados como universales e individuales, no creados por el Estado sino reconocidos por el mismo, obligado a proteger la dignidad de toda persona. Formulada inicialmente por Locke y Montesquieu, la división de poderes surgió inspirada en el constitucionalismo británico de frenos, contrapesos y controles entre el Legislativo, el Ejecutivo y la impartición de justicia para garantizar los derechos humanos. En los casos basados en el modelo estadounidense, todo poder, incluida la mayoría, está limitado por la Constitución, pues el pueblo es considerado una pluralidad dividida y ninguna instancia puede identificarse, actuar o hablar en su nombre como totalidad o establecer un orden civil unificado (Vallespín, en Del Águila, 2008: 53-81; Serrano, en Villarreal y Martínez, 2010: 95-124).


La confluencia entre los demócratas que impulsaban la ampliación del sufragio y los liberales ocurrió en el siglo XIX, con el fin de ampliar los derechos, la participación política y garantizar las libertades (Berlanga, en Villarreal y Martínez, 2010: 125-158); Del Águila (2008: 139-157) llama a la confluencia régimen democrático de corte liberal. Gira en torno a la tolerancia a las pluralidades y por ello es incompatible con la descalificación religiosa y moral de los adversarios o la eliminación de quienes pierden una contienda. Para funcionar, requiere acuerdo sobre el procedimiento para resolver los conflictos; de ahí la relevancia del derecho y respeto al voto libre.


En síntesis, la moderna idea de abuso resulta del rompimiento con las tradiciones del derecho divino, natural y dinástico del poder, y de la innovación constante de libertades y derechos como límites al mismo; transgredirlos es abusar. El Estado ya no es visto únicamente como indispensable para mantener la paz y el orden social, en última instancia mediante la fuerza para que los individuos se respeten mutuamente, sino como obligado a contenerse ante los derechos de los gobernados y a proteger esos derechos de los abusos de terceros.


El abuso de poder en América Latina suele estar referido y explicado en torno a los paradigmas y teorías predominantes sobre el desarrollo del Estado, el capitalismo, el orden mundial, los conflictos de clase, la inestabilidad política y los autoritarismos. Así, Emmerich afirma que la historia política latinoamericana es de usurpación del poder y violencia de las clases dominantes; Gilly se refiere a la represión de la dictadura militar del Proceso en Argentina como producto de la crisis del modo de dominación; Bambirra explica las prácticas represivas en Brasil como fascistización del Estado (en González, 2003: 131-160, 187-213 y 247-266). Garretón (en O’Donnell, Schmitter y Whitehead, 1988: 147-185) explica la represión en Chile en torno a la crisis del modelo capitalista de desarrollo. Maira considera la represión en los autoritarismos de América del Sur en los años sesenta y setenta como una forma de dictadura capitalista e imperialista; Marini propone que con terror pretendían impedir la destrucción revolucionaria del capitalismo (en Gaspar, s/f: 47-67 y 69-95). Sobre el Caribe, Pierre-Charles explica los fraudes y la violencia estatal como utilitarios al militarismo oligárquico y el imperialismo; sobre Centroamérica, Córdova y Benítez refieren diversas modalidades de represión de la dominación oligárquica (en González, 2003: 505-541 y 585-608).


Esos paradigmas enfatizan la represión estatal, militar y policiaca. En algunos estudios están presentes otras dimensiones. Por ejemplo, O’Donnell (2004: 11-30 y 136-164) afirma que durante el Proceso en Argentina la sociedad fue más represiva que nunca y que al terrorismo estatal le precedió la violencia entre agencias estatales, guerrilleros, actores políticos, sindicales y económicos como método de confrontación con apoyo social. Cavarozzi señala las divisiones sociales, el radicalismo y la violencia de bandos en pugna para explicar la represión del Proceso; Garretón apunta el papel desempeñado por los actores políticos en la crisis y caída de la democracia chilena, así como cierto respaldo social a la represión pinochetista (en O’Donnell, Schmitter y Whitehead, 1988: 37-78 y 147-185). Parte de la literatura refiere también el empobrecimiento de la vida social debido al miedo, las imposiciones de verdades y valores únicos, la censura y destrucción de expresiones culturales, las proscripciones de partidos, sindicatos y asociaciones, el estímulo a denunciar a los pares como peligrosos o desleales, la conversión de los ciudadanos en súbditos con voz tenue y controlada, etcétera.


Garretón (1995: 15-31 y 159-176) afirma que una consecuencia de las democratizaciones fue la crisis de los paradigmas y que eso inauguró nuevas temáticas subordinadas a la democracia; en principio, la de los derechos humanos para conocer la verdad de lo ocurrido durante los autoritarismos. En Bolivia (1982), Argentina (1983), Chile (1990), Ecuador (1996), Panamá (2001), Paraguay (2003) y Brasil (2011) se formaron comisiones de la verdad sobre las violaciones a derechos humanos de los regímenes militares; en Uruguay (2000), del cívico-militar. La temática se amplió en los casos de El Salvador (1992), Guatemala (1994), Nicaragua (2001), Perú (2001) y Colombia (2005 y 2017) sobre las violaciones cometidas por el Estado y por grupos insurgentes en conflicto; en Ecuador (2007), para esclarecer las ocurridas en el periodo 1984-1988 (Díaz y Molina, 2016; Rodrigues, 2017).


Las democratizaciones de los ochenta y noventa relanzaron los problemas clásicos del control del poder y la rendición de cuentas para prevenir y castigar los abusos. La literatura muestra la revalorización del voto para limitar temporalmente a los gobernantes y de la división de poderes e independencia judicial para impedir el poder político absoluto. Esta temática ha sido ampliada recientemente ante las debilidades de ambos mecanismos; se ha propuesto, por ello, la necesidad de complementarlos con agencias encargadas de disuadir transgresiones y corrupción, lo mismo que con una accountability social para monitorear las acciones estatales y denunciar las ilegalidades y abusos (Peruzzotti y Smulovitz, 2002: 2-52; Carrillo, 2006; Cuello, 2007; O’Donnell, 2007: 85-133; Jiménez, 2012).


En cuanto al tema constitucional, en 2020 las constituciones de Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana, Uruguay y Venezuela contienen los mecanismos clásicos o tradicionales de control del poder y prevención de abusos: la división de poderes autónomos y límites temporales de los mandatos; el derecho a la vida, libertad e igualdad ante la ley de las personas —catorce prohíben la esclavitud o servidumbre—; la participación política y el voto para todos los ciudadanos; las libertades y derechos de pensamiento, religión, reunión, asociación, manifestación, expresión, prensa, información, residencia, circulación; de propiedad, oficio, profesión; la protección individual ante las autoridades, la inviolabilidad del hogar, de la correspondencia,; el derecho al debido proceso o juicio justo y a contar con defensa pública o de oficio. También los mecanismos de responsabilidad de gobernantes y funcionarios públicos mediante contralorías, tribunales de cuentas, órganos superiores de auditoría, etcétera. Catorce constituciones establecen institutos, defensorías, comisiones o procuradurías de derechos humanos, más los casos de Chile, Costa Rica y Uruguay, con órganos dependientes del poder legislativo —Brasil es la excepción—.


Crespo (2006) advierte que los Estados casi nunca son eficientes en todas sus funciones y, dado que el ¿régimen? ¿gobierno? democrático no es infalible, el abuso de poder no puede ser totalmente erradicado; O’Donnell (2007: 113-133 y 179-186) afirma que no existe garantía última contra el abuso de poder político. Justo otra temática es la efectividad —que siempre será parcial y variada entre países— de la democracia para prevenir y castigar los abusos como parte central de su calidad. Con excepciones, los diagnósticos no suelen ser muy optimistas.


Peruzzotti y Smulovitz (2002) afirman que la mayoría de las administraciones latinoamericanas puede evadir los mecanismos de control. Ramos y Álvarez (2019) dicen que la corrupción de hecho condiciona la dinámica política de muchos países; Lagos (2018) la considera protagonista de los problemas de la democracia, de su deslegitimación y de la debilidad de los Estados. En cuanto a la división de poderes, pervive la forma hiper o ultra presidencialista del ejecutivo. Velásquez, Gómez y Pineda (2011) señalan que al estar amparados por una democracia formal no siempre es fácil percibir los abusos de ultra o hiper presidentes, debido a que las instituciones están diseñadas para permitirlos, los vacíos jurídicos los facilitan, un porcentaje considerable de ciudadanos los tolera, grupos de interés los apoyan, los seguidores del presidente los justifican; la oposición es débil, muchos ciudadanos son pasivos y la indiferencia de organismos internacionales así como el apoyo de otros gobernantes avala la concentración indebida de poder en el presidente. Ejecutivos de ese tipo son los que O’Donnell (2004: 287-304; 2010) describe en el concepto democracia delegativa y los estudios compilados por Leiras (2010) llaman presidentes neodecisionistas.


Para concluir, las democratizaciones no necesariamente han garantizado la efectividad de los derechos y libertades básicos. Una razón fundamental es la debilidad de Estados incapaces de monopolizar el uso de la fuerza y asegurar la efectividad de sus leyes y políticas en zonas dominadas de manera personalista, patrimonialista, arbitraria y violenta tanto por agentes estatales como extraestatales. Abusos policiacos, negación de derechos, impunidad criminal, clientelismo, discriminación, tortura, etcétera, ocurren más frecuentemente en zonas periféricas, rurales y barrios pobres, así como contra inocentes y delincuentes de menores ingresos, a pesar del carácter democrático nacional del régimen (O’Donnell, 2004: 259-285; 2007: 151-178). Para Alda (2015) la debilidad del imperio de la ley se manifiesta en baja capacidad para castigar los delitos, complicidades con los criminales, aplicación selectiva de la justicia dependiendo de la condición social, económica o política, incapacidad para asegurar la independencia de los jueces, etcétera La debilidad estatal se manifiesta también en incapacidad para limitar los abusos del poder del mercado, de los grandes propietarios y empresas (PNUD, 2004). Benítez y Sotomayor (en Lagos, 2008: 388-417) afirman que la inseguridad es creciente debido a la diversificación y multiplicación de los actores de la violencia: fuerzas armadas, policías, guerrilla, pandillas, paramilitares, grupos delictivos y privados, y que casi en toda América Latina la respuesta ha sido la militarización, que en lugar de aminorar la inseguridad la ha agudizado, igual que la corrupción y la impunidad institucional.
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[ENRIQUE CARPIO CERVANTES]


abuso sexual


El abuso sexual puede considerarse una manifestación de violencia sexual, entendida por la Organización Mundial de la Salud como: “Todo acto sexual, la tentativa de consumar un acto sexual, los comentarios o insinuaciones sexuales no deseados, o las acciones para comercializar o utilizar de cualquier otro modo la sexualidad de una persona mediante la coacción por otra persona” (OMS, 2013). Incluye dos componentes, por sí mismos complejos: abuso y sexual.


Abuso proviene del latín abusus —uso indebido— del verbo abuti (Anders et al., 2001-2020; Moliner, 1992). Abusar es “cometer, cortar, impedir” y define al abuso deshonesto, como la “satisfacción de un apetito sexual forzando a otra persona” (Moliner, 1992). Según el Diccionario de la Lengua Española (DLE) (Real Academia Española, 2020), el abuso tiene dos acepciones: la de hacer uso excesivo, injusto o indebido de algo o de alguien, y la de hacer objeto de trato deshonesto a una persona de menor experiencia, fuerza o poder.


Sexual es un término sobre el cual se da escasa explicación; Moliner (1992) señala que proviene de sexo: “amor sexual, apetito sexual, deseo sexual, órganos sexuales”; el DLE (2020) menciona que proviene del latín tardío sexualis: “propio del sexo femenino”.


Es también un delito que atenta “contra la libertad sexual de una persona sin violencia o intimidación” (DLE, 2020). Sin embargo, el abuso sexual no siempre ni en todas las sociedades es considerado un delito, pues no existe, además, en términos jurídicos, un criterio único y sí una gran variedad de otros delitos que pueden incluirlo. En México, en los delitos sexuales el bien jurídico afectado es la libertad y la seguridad sexual, y se incluyen además del abuso sexual otros delitos como el acoso sexual, el hostigamiento sexual, la violación simple, la violación equiparada y el incesto, entre otros.


En el artículo 260 del Código Penal Federal se establece que “comete el delito de abuso sexual quien ejecute en una persona, sin su consentimiento, o la obligue a ejecutar para sí o en otra persona, actos sexuales sin el propósito de llegar a la cópula”. Y en el artículo 261 se especifica que la pena será mayor si se comete el delito de abuso sexual en una persona menor de quince años de edad o que no tenga la capacidad de comprender el significado del hecho. Desafortunadamente, los delitos de abuso sexual se contabilizan incluyendo tanto a las víctimas menores como a las mayores de edad, es decir, sin clasificar por grupo etario (Early Institute, 2018).1


La Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas (CEAV) señala que un aspecto fundamental en la definición de las víctimas de abuso sexual es precisamente el hecho de que sean menores o mayores de edad. “Uno de los elementos del abuso sexual contra personas adultas es el no consentimiento por parte de la víctima, mientras que en el caso de que las víctimas sean menores de edad o no tengan la capacidad para comprender el hecho, dicho requisito (el no consentimiento) no es exigible para la configuración de la conducta típica” (CEAV, 2016: 3). Y si bien el consentimiento parece ser una acción bastante clara, es decir “permitir algo o condescender en que se haga” (DLE, 2020), aún en personas mayores de edad pueden existir condiciones y contextos en los que los comportamientos y acciones de naturaleza sexual no sean consentidos libremente al llevarse a cabo a través de actos de coerción psicológica (Tharp et al., 2013) o aprovechando que existe un vínculo previo de confianza.


La perspectiva de salud pública puede ser de utilidad para comprender el abuso sexual al considerarlo como problema que conlleva afectaciones en la salud física y mental que requieren la misma atención que se le da otros problemas de salud (Krug et al., 2003); esta perspectiva, además, es más acorde con la de derechos humanos.2 En este sentido, se observan dos grandes categorías de conceptualización e investigación del abuso sexual: la que ha abordado a los niños, niñas y adolescentes (NNyA) y la que, desde una perspectiva de género, la conceptualiza como un problema de las niñas y las mujeres.


ABUSO SEXUAL COMO VIOLENCIA HACIA NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES. El abuso sexual infantil (ASI) es considerado como un tipo específico de maltrato infantil (OMS, 2020). Dicha organización lo define como “la participación de un niño en una actividad sexual que él o ella no comprende completamente, no puede dar su consentimiento informado o para lo cual el niño no está preparado para el desarrollo y no puede dar su consentimiento, o eso viola las leyes o los tabúes sociales de la sociedad” (OMS, 2003: 75). En el caso de NNyA menores de 15 años, “el mero hecho de que tenga lugar actividad sexual es suficiente para constituir abuso” (Grupo de Trabajo Interinstitucional, 2016: 23).


Incluye manoseos, frotamientos, contactos y besos sexuales; coito entre los muslos; penetración sexual o su intento, por vía vaginal, anal y bucal, aún cuando se introduzcan objetos; el exhibicionismo y el voyeurismo; comentarios lascivos e indagaciones inapropiadas acerca de la intimidad sexual de los NNyA; la exhibición de pornografía; instar a que los NNyA tengan sexo entre sí o fotografiarlos en poses sexuales y contactar a un NNyA vía internet con propósitos sexuales (grooming) (UNICEF, 2016).


Suele ocurrir en una relación de autoridad, de poder, confianza o responsabilidad de un adulto con niño, niña o adolescente, involucrando actividades de connotación sexual con el fin de obtener gratificación o satisfacción para sí mismo o para otros (Carlis, 2020). También puede ser cometido por un menor de 18 años, cuando éste es significativamente mayor que el NNyA o cuando está en una posición de poder o control sobre el otro menor (UNICEF, 2015).


Una gran cantidad de los abusos son incestuosos, es decir, ejercidos por familiares y conocidos del NNyA y favorecidos por la convivencia o cercanía. Gioconda Batres (Batres, 1997), quizás la mayor especialista en el tema en América Latina, ha definido el abuso sexual desde la perspectiva de la víctima, destacando que los elementos fundamentales para definirlo son el secreto, la traición y el daño psicológico, más que el propio contacto físico o la penetración, siendo el abuso sexual intrafamiliar (o incesto), el tipo de abuso más dañino.


Actualmente se observa un incremento del abuso sexual sin contacto en niñas, niños y adolescentes a través de medios virtuales y nuevas formas de TIC, cuyas consecuencias han sido aún poco exploradas (Grupo de Trabajo Interinstitucional, 2016). Este ciberacoso, al cual están cada vez más expuestos los NNyA, puede incluso asociarse con otro tipo de violencias “en el mundo real”, como la trata con fines de explotación sexual.


ABUSO SEXUAL COMO VIOLENCIA DE GÉNERO CONTRA LAS MUJERES. Se considera la violencia sexual como una de las expresiones más graves de la violencia de género por sus consecuencias en la salud mental, sexual y reproductiva de las mujeres. La OMS entiende la violencia de género como: “cualquier acto de violencia basada en el género que resulte en, o pueda resultar en, daño físico, sexual o mental o en sufrimiento para las mujeres, incluyendo la amenaza de dichos actos, la coerción o la privación arbitraria de la libertad, ya sea que ocurra en la vida pública o en la privada” (OMS, s/f). Para poner de manifiesto sus causas y efectos y reforzar además la noción de la violencia como un problema social más que individual, las Naciones Unidas proponen el uso del término “violencia por razón de género contra la mujer” (Naciones Unidas, 2017).


Se le ha denominado violencia “de género” porque se deriva en gran medida del estatus subordinado que ocupan las mujeres en diferentes sociedades y porque se dirige principalmente a ellas por el solo hecho de ser mujeres, afectándoles en forma desproporcionada en comparación con los hombres. Desde esta perspectiva, se considera que la violencia sexual, en sus diversas manifestaciones, sirve para mantener a las mujeres “en su lugar” tanto en los espacios públicos y privados, como en cuanto a su comportamiento y en su derecho a decidir sobre su cuerpo; se usa como arma de guerra e instrumento de humillación contra países enteros al violar a sus mujeres y es también un mecanismo de control sobre mujeres, niñas y niños en el espacio familiar o en contextos “de alta confianza” (Ramos Lira et al., 2001). Es la forma menos investigada de la violencia basada en el género y también la menos denunciada y en la que existe mayor impunidad. Los hombres también pueden verse afectados por esta violencia, sobre todo si no se ajustan a las normas sociales con respecto a la orientación sexual y la identidad de género. Sin embargo, es posible que muchos no reporten este suceso por vergüenza, en la medida que muchos abusos son cometidos por otros hombres (Ramos y Flores, en proceso de publicación).


La Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia (LGAMVLV)3 señala en el artículo 6.V que la violencia sexual “es cualquier acto que degrada o daña el cuerpo o la sexualidad de la víctima y que por tanto atenta contra su libertad, dignidad e integridad física. Es una expresión de abuso de poder que implica la supremacía masculina sobre la mujer, al denigrarla y concebirla como objeto”.


No es casual que la mayoría de los abusos sexuales de niñas y adolescentes ocurran dentro del ámbito familiar, tampoco lo es que se haya escrito poco al respecto en nuestro país. Gloria González-López, en su libro Secretos de familia. Incesto y violencia sexual en México (2019), señala que el silencio en torno a la sexualidad que existe en las familias mexicanas genera un clima de ambivalencia y ambigüedad que exacerba los secretos sexuales. “Estas ambigüedades culturales se ven reforzadas por los dobles estándares de la moralidad que afectan a las mujeres tanto en la familia como en la sociedad y por una ética familiar que fomenta la idea de que las mujeres deben de estar al servicio de sus parientes varones, lo cual coloca a las niñas y jóvenes en posición de riesgo” (González-López, 2019: 27). Agrega que, en sociedades patriarcales como la nuestra, las mujeres son entrenadas para estar disponibles para los hombres, por lo que la niña o joven que es objeto de acercamientos sexuales de un tío puede percibirlo como “normal” y guardar silencio al respecto.


El abuso sexual infantil fue reconocido apenas en la literatura académica a finales de los años setenta, cuando empiezan a aparecer libros y artículos, principalmente clínicos, en Estados Unidos; entre éstos, Sexually victimized children, de Finkelhor y Browne (1985), es el más relevante. Sin embargo, en español no es sino hasta los años noventa que aparecen publicaciones sobre el tema, aunque son principalmente traducciones de autores anglosajones (Milner, 1990; Summit, 1992).


A pesar de esto, el ASI ha existido en las sociedades antiguas y modernas dentro de las familias e, históricamente, la pederastia era practicada por los helenos y por clérigos y religiosos, y solamente a partir de que se empezó a escribir la historia de la infancia a mediados del siglo XX se visibilizaron estos abusos, lo que hizo que entrara en vigor la Convención de los Derechos del Niño hasta finales de los años ochenta (en 1989) (Sáez Martínez, 2015).


Todo ello se ha acompañado de un clima de incredulidad social cuando un niño, niña o adolescente denuncia alguna situación de abuso, lo que facilita el silencio y la consecuente impunidad, en la medida en que las propias familias prefieren negar o minimizar el abuso antes que hacer frente a un abusador sexual. Existen todavía muchos prejuicios y mitos sobre el abuso sexual, tanto en el plano social como en el ámbito académico, lo que ha obstaculizado el reconocimiento y la detección de estos hechos, así como su intervención, tanto jurídica como terapéutica. Entre los principales mitos se pueden destacar: “El abuso sexual es un hecho raro, poco frecuente, que les ocurre a pocos niños”, “Los niños son seductores y provocan al adulto” o “Los niños son poco creíbles, fantasean, mienten” (UNICEF, 2015).


En el caso del abuso sexual visto como una violencia de género contra las mujeres, Koulianou-Manolopoulou y Villanueva (2008) abordan cómo la historia de las imágenes y la escritura de los hechos contiene un imaginario de posesión y apropiación de los cuerpos de las mujeres que se ha legitimado y embellecido. La denominación que oculta la violación ha sido la de el “rapto”; precisamente entre las violaciones fundacionales de la mitología griega se encuentra el rapto de las sabinas, así como la violación en grupo en el Imperio romano donde el imaginario del cuerpo de mujer es cosificado como botín de guerra. También señalan las representaciones de violación en la Biblia y en los textos doctrinales más característicos del judeocristianismo, hasta llegar a los discursos sobre la violación en la literatura moderna.


Los discursos “científicos” sobre la naturalización del deseo de violación desde la sociobiología y la psicología “han afirmado un impulso natural de los varones a la violencia sexual hacia las mujeres y a partir de esa idea han establecido la existencia de una proclividad o impulso natural a violar” (Koulianou-Manolopoulou y Villanueva, 2008: 12). En cuanto al discurso jurídico moderno, destacan que “todavía persiste en muchos códigos una definición antigua de las circunstancias agravantes y atenuantes de la responsabilidad penal de los violadores y una falta de consideración de algunas condiciones de las mujeres víctimas de esa y otras violencias, así como una relativa desprotección respecto a los agresores” (Koulianou-Manolopoulou y Villanueva, 2008: 17). Todo lo anterior explica la persistencia de mitos que culpabilizan a las niñas y mujeres víctimas de violencia sexual (Ramos, 2005).


No es sorpresivo por todo lo anterior que haya sido el movimiento feminista el que visibilizó la magnitud del abuso sexual experimentado por niñas y mujeres en sus propios hogares, así como la presencia de otras violencias, como la ejercida por las parejas. Hablamos de psicólogas, psiquiatras y sociólogas, tales como Susan Brownmiller (1975), Diana Rusell (1975, 1983) o Judith Lewis Herman (1992, 1997), quienes coinciden en que éstos son problemas sociales y políticos que conllevan graves efectos psicológicos y emocionales. Es también interesante señalar que son psiquiatras feministas las que divulgan la problemática del abuso sexual en el ámbito latinoamericano, entre ellas destaca Gioconda Batres de Costa Rica, que cuenta con publicaciones tales como Del ultraje a la esperanza. Tratamiento de las secuelas del incesto (1997), El lado oculto de la masculinidad. Tratamiento para ofensores (1999), así como Tratamiento grupal: adultas y adolescentes sobrevivientes de incesto y abuso sexual (1998), entre otras. También son de destacar las aportaciones de la mexicana Ruth Gonzales Serratos (1995, 2004, 2009), quien dirigió el desaparecido Programa de Atención a Víctimas y Sobrevivientes de Agresión Sexual en la Facultad de Psicología de la UNAM.


A pesar de los grandes avances en el reconocimiento del abuso sexual, esta violencia sigue ocurriendo y conlleva un alto grado de impunidad; por ello no es sorpresivo que persistan algunos debates al respecto, sobre los cuales solamente mencionaré dos.


En primer término, actualmente existe una discusión pública sobre la legitimidad de movimientos sociales como #metoo (Mendes, Ringrose y Keller, 2018) o #miprimer acoso (Rodríguez y González-García, 2018), los cuales han hecho evidentes la magnitud del problema en el ámbito de la familia, pero también en ámbitos públicos como el acoso sexual laboral, y han generado una reacción negativa o backlash (Sharoni, 2018), tal y como ocurrió con el propio ASI hace años, al considerarse que estas acusaciones eran exageraciones o inventos de los NNyA (Hechler, 1988; Conte, 1994).


En segundo término, es importante reconocer la resistencia que existe hasta la fecha para nombrar el abuso sexual infantil y, particularmente, el que se dirige contra niños y adolescentes, ya que su reconocimiento ha llevado a cuestionar no solamente a instituciones como la familia, sino también a la escuela y la iglesia. En cuanto al clero, aunque se empiezan a reconocer estos abusos, sigue existiendo un gran rechazo para abordar y resolver el problema en su verdadera magnitud dentro y fuera del mismo (Sacerdotalis, 2020).
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[LUCIANA RAMOS LIRA]


abuso sexual infantil


La connotación actual del término abuso sexual infantil es múltiple. El término se ha empleado para describir diversas situaciones de violencia sexual que impactan la vida de niños, niñas y adolescentes al implicarlos en actividades sexuales que los perjudican. La tendencia actual entiende y asume el abuso sexual infantil como abuso sexual en contra de niñas, niños y adolescentes. Es posible encontrar definiciones similares que no obstante emanan de dos campos discursivos e institucionales distintos: el jurídico y el psi-médico/clínico —sexología, psiquiatría, psicología, pediatría—.


La discusión acerca de la dignidad humana ha estado presente en diferentes momentos de la historia, en la actualidad el sistema de derechos humanos es un mecanismo clave para debatir asuntos ético políticos. En Latinoamérica, el enfoque de derechos humanos que toca directamente las situaciones de abuso sexual infantil inicia, en gran medida, a partir de 1990 con la ratificación en la Asamblea General de las Naciones Unidas —por parte de todos los países del continente— de la Convención sobre los Derechos del Niño (1989). Las bases paradigmáticas de dicha convención consideran que niños, niñas y adolescentes son personas titulares de derechos, que se encuentran en una condición particular de desarrollo, y conforman un grupo que se debe atender con prioridad. A partir de entonces, se inicia un movimiento en la región para dar operatividad a la Convención sobre los Derechos del Niño, mediante adecuaciones a las legislaciones nacionales, en torno al concepto de protección integral de niñas, niños y adolescentes. Dichas legislaciones reconocen que el grupo de niñas y niños está conformado por personas desde el nacimiento hasta los 12 años de edad, y el de las y los adolescentes por personas entre los 12 años cumplidos y hasta los 18 años de edad.


En el artículo 19 de la Convención sobre los Derechos del Niño se establece que los Estados partes deberán adoptar todas las medidas legislativas, administrativas, sociales y educativas apropiadas para proteger a niñas y a niños contra toda forma de perjuicio o abuso físico o mental, descuido o trato negligente, malos tratos o explotación, incluido el abuso sexual, mientras ellas y ellos se encuentren bajo la custodia de los padres, de un representante legal o de cualquier otra persona que los tenga a su cargo. En el artículo 34 se establecen las obligaciones de los Estados partes el comprometerse a proteger a niñas y niños contra todas las formas de explotación y abuso sexuales. En particular, los países se comprometen a implementar las medidas necesarias de carácter nacional, bilateral y multilateral para impedir: 1] la incitación o la coacción para que un niño o una niña se dedique a cualquier actividad sexual ilegal; 2] la explotación de niños o niñas en la prostitución u otras prácticas sexuales ilegales; 3] la explotación de niños o de niñas en espectáculos o materiales pornográficos (Acosta et al., 2020).


De acuerdo con el Instituto Interamericano del Niño, la Niña y Adolescentes (IINNA), el abuso sexual se define como “la situación de uso excesivo, de ultraje de límites: de los derechos humanos, legales, de poder, de papeles, de reglas sociales y familiares. Ocurre en un contexto de dominación, en el cual la persona violentada se encuentra subyugada al violentador, sin condiciones de oponerse” (IINNA, 2003: 21).


No existe una definición legal única del abuso sexual infantil. Algunos de los aspectos que diferencian unas definiciones de otras, son los siguientes: 1] La necesidad o no de que haya coacción —consentimiento— por parte del abusador hacia la niña, el niño o adolescente para hablar de abuso. Algunas posturas sostienen que la mera relación sexual entre una persona adulta y algún niño, niña o adolescente ya merece ese calificativo, por cuanto se considera que ha mediado un abuso de confianza para llegar a ella; 2] La necesidad o no de la existencia de contacto corporal entre el abusador y la niña, el niño o adolescente; aquellos que no lo consideran necesario, incorporan al concepto de abuso, el exhibicionismo, esto es, que se obligue al niño, niña o adolescente a presenciar relaciones sexuales entre personas adultas o, incluso, a participar en escenificaciones sexuales; 3] La cuestión de las edades: tanto en lo que se refiere a si el primero tiene que ser mayor que el segundo, como al valor de esa diferencia, como a la edad concreta de la niña, el niño o adolescente y del abusador —la edad máxima para las primeras oscila entre los 12 y 15 años en la mayoría de los estudios; en cuanto al abusador, lo habitual es que deba ser entre 5 y 10 años mayor que la niña, el niño, o el adolescente, según sea menor o mayor respectivamente, la edad de éste— (Intebi, 2008).


En el campo de la clínica, las situaciones relacionadas se encuentran referidas en una doble vertiente: la que clasifica como psicopatología el interés sexual por niñas y niños prepúberes —denominado primero como perversión sexual y después como parafilia—, y la segunda, y más reciente, la que alude al acto consumado como abuso sexual infantil y lo señala como una forma de violencia sexual.


PEDOFILIA. Hacia 1880 apareció la noción de “perversión sexual” (Assoun, 2003). Richard von Krafft-Ebing, publicó en 1886 un compendio denominado Psychopathia Sexualis, en donde apareció el término pædophilia erotica, con el cual describió el interés sexual exclusivo dirigido hacia jóvenes prepubescentes, sin incluir a adolescentes. A los adultos que manifestaban esta tendencia, Krafft-Ebing los clasificó en tres grupos: pedófilos, de sustitución y sádicos. En la medida en que la sexualidad se transformó en materia científica, todas aquellas conductas sexuales sin finalidad reproductiva fueron agrupadas como aberraciones sexuales, perversiones sexuales y finalmente clasificadas como parafílias, término bajo el cual se incluyen hasta hoy día todas aquellas actividades sexuales que no tienen una finalidad procreativa (Vance, 1989). Los estudios históricos y antropológicos muestran que existe una gran variedad en las formas que adoptan las relaciones sexuales, lo cual incluye un rango amplio de aceptación o de rechazo en diferentes épocas y culturas y entre distintos grupos sociales hacia los actos sexuales que ocurren entre personas de diferentes edades (Foucault, 1999; Bhugra et al., 2010). Es clara la tendencia a concebir como —al menos moralmente— inaceptable la relación sexual entre progenitores y sus hijas o hijos; el tabú del incesto es uno de los pilares que dio paso al surgimiento de la cultura.


En la actualidad, la pedofilia se encuentra caracterizada en la psiquiatría y el psicoanálisis. En general lo que define al pedófilo es sentir interés sexual por niñas y niños prepubescentes. Aunque en medios de comunicación es frecuente encontrar la idea de que quien tiene interés sexual en niñas y niños actuará en consecuencia, esto no es así. Lo que caracteriza a un abusador de niñas y niños es el haber consumado el acto sexual y no el deseo sexual hacia ellos y ellas. El estigma hacia quien es señalado como pedófilo dificulta la implementación de estrategias de intervención orientadas, más que al castigo de un hecho consumado, a la prevención de su ocurrencia (Malone, 2020).


En la psiquiatría encontramos los trastornos parafílicos, tanto dentro de la Clasificación Internacional de Enfermedades (CIE-11) de la Organización Mundial de la Salud (2019), como en el Manual diagnóstico y estadístico de los trastornos mentales (DSM-V) de la Asociación Psiquiátrica Americana (2013). La pedofilia “se caracteriza por un patrón sostenido, focalizado e intenso de excitación sexual, que se manifiesta con pensamientos, fantasías, deseos intensos o conductas sexuales persistentes que involucran a niños o niñas prepúberes” (OMS, 2019: 6D32). La Asociación Psiquiátrica Americana delimita bajo el código 302.2 (equivalente a F65.4 en la CIE10) el cuadro clínico del trastorno de pedofilia, que se diagnostica cuando: 1] se ha presentado, al menos durante seis meses, una “excitación sexual intensa y recurrente derivada de fantasías, deseos sexuales irrefrenables o comportamientos que implican la actividad sexual con uno o más niños prepúberes (menores de 13 años)”; 2] se han cumplido esos deseos o se experimenta un malestar significativo asociado; 3] el individuo tiene mínimo 16 años y es al menos cinco años mayor al implicado (APA, 2013: 697).


El psicoanálisis constituye una experiencia que permite acceder más al inconsciente que al psiquismo. A decir del psicoanalista Serge André (1999), la pedofilia no ha sido estudiada de manera sistemática. André refiere que el término pedofilia describe en psiquiatría, psicología y derecho penal un cuadro determinado y uniforme, sin embargo, desde la casuística psicoanalítica se develan diferencias significativas que al ser estudiadas interrogan nuestra propia idealización de la infancia y esclarecen las formas de lazo social que en nuestras sociedades marcan el encuentro entre adultos y niñas y niños. André identifica que lo característico de la pedofilia es la pasión amorosa por las niñas y los niños, que puede presentarse en forma de ideación y también como acto consumado, como perversión o como neurosis, con forma sádica o sin ella, cometida o no por el progenitor, y en un contexto de menor o mayor aceptación según la época y la cultura.


ABUSO SEXUAL INFANTIL. En el campo de la pediatría, H. Kempe definió en 1977 el abuso sexual como “la implicación de menores en actividades sexuales ejercidas por los adultos y que buscan principalmente la satisfacción de éstos, siendo los menores de edad aún inmaduros y dependientes y por tanto no pudiendo ni comprender el sentido radical de estas actividades ni por tanto dar su consentimiento real” (Vázquez, 1995).


La denominación abuso sexual infantil colocó en el centro de la discusión a niñas y niños, esto fue posible cuando la edad dejó de ser percibida como un obstáculo para considerarlos como sujetos sociales con derechos propios. En Occidente, la modernidad y sus modos de organización política, social y económica acarrearon un despliegue de discursos y prácticas que configuraron nuestra actual forma de concebir a la infancia y a la niñez. La noción actual que tenemos del niño y la niña se configuró lentamente de la mano de teorías específicas y lógicas particulares que dividieron en etapas la vida del ser humano. La niñez como una etapa con valores, restricciones y privilegios propios y únicos no existió siempre, ni existe en todas las culturas de la misma forma. Tanto el reconocimiento de situaciones atroces ocurridas durante la niñez, como la nominación “violencia sexual contra niños y niñas” se encuentran asociadas a la transformación histórica en los patrones de la sensibilidad (Ariès, 1987; Vigarello en Lowenkron, 2013). Al tiempo que se transformaron paulatinamente la sensibilidad y las actitudes sociales dirigidas a niños y niñas, se delimitaron instituciones socializadoras: la familia y la escuela (Bustelo, 2011). En la actualidad, el centro de vida del niño se extiende progresivamente más allá de esas instituciones tradicionales. Sin duda, la presencia cotidiana de la tecnología e internet en la vida de niños y niñas produce transformaciones cuyo impacto no es aún del todo claro. Las lógicas neoliberales del mercado han roto la esfera de la intimidad de maneras inéditas, y las formas de explotación también se han diversificado pese a la multiplicación y difusión de narraciones centradas en los derechos humanos (Volnovich y Fariña, 2010).


La Organización Mundial de la Salud reconoce que la falta de mecanismos de monitoreo y evaluación del abuso sexual ha impedido conocer con precisión la dimensión cuantitativa y la configuración de la problemática, imposibilitando la formulación de políticas efectivas y programas específicos de prevención y respuesta. Una muy reciente propuesta es que la CIE-11 lo incluya con un código específico que permita identificarlo como un subtipo de violencia sexual. La propuesta es relevante pues permitiría establecer la relación que el abuso sexual infantil guarda con la prevalencia de suicidios, embarazos no deseados o no esperados, abortos inducidos, hemorragias o infecciones vaginales, enfermedades de transmisión sexual, infecciones de las vías urinarias y trastornos emocionales y del comportamiento (Chou et al., 2015). En la actualidad, la estadística que mide la frecuencia del abuso sexual toma registros médicos similares para cuantificar la dimensión del problema (Díaz-Barreiro et al., 2020).


La Organización Panamericana de la Salud (OPS) refiere que el abuso sexual infantil implica “la participación de un niño o adolescente en una actividad sexual que no entiende plenamente y con respecto a la que no está capacitado para dar su consentimiento informado, o para la cual no está preparado de acuerdo con su nivel de desarrollo y no puede dar su consentimiento, o que infringe las leyes o tabús de la sociedad” (OPS, 2020: vii). La OPS (2020) reconoce que niños y niñas pueden ser objeto de abuso sexual perpetrado tanto por adultos como por otros niños o niñas que se encuentran en una posición de responsabilidad, confianza o poder respecto a la víctima, ya sea por su edad o capacidad cognitiva. Desde el ámbito clínico el abuso sexual incluye situaciones de incesto que se caracterizan porque quien comete el abuso es un familiar o pariente cercano al niño o a la niña. Se reconoce que el abuso sexual infantil puede ocurrir por la imposición de la fuerza física, pero también por manipulación psicológica, emocional o material. Se asigna esa denominación independientemente de la frecuencia, esto es, los actos de abuso sexual pueden ser repetidos y presentarse a lo largo de semanas o años, o pueden ocurrir una sola vez.


La OPS (2020) agrupa el abuso sexual infantil en tres tipos: a] sin contacto directo: amenazas de abuso sexual, acoso sexual verbal, solicitud de favores sexuales, exposición indecente, exposición de niñas y niños a la pornografía; b] con contacto: actos que incluyen la violación sexual mediante la penetración forzada —con un pene, otra parte del cuerpo o un objeto— en la vulva, vagina, ano o boca aplicando la fuerza física o alguna otra forma de coacción, y c] con contacto que excluye la penetración, pero incluye otros actos de estimulación sexual por medio de caricias y besos.


LEGISLACIÓN, DELITO, SANCIÓN EFECTIVA Y PREVENCIÓN. De acuerdo con el Informe sobre la situación mundial de la prevención de la violencia contra los niños 2020 (OMS, 2020), en Latinoamérica abundan las leyes contra la violencia que afecta a niñas y niños, sin embargo, es frecuente que su sola presencia no implique la sanción efectiva al agresor, tampoco produzca una disminución en la incidencia del delito, y no resuelve la protección y atención efectiva de las víctimas. En la región, las medidas de prevención están poco desarrolladas y es frecuente que las instancias que operan las políticas públicas destinadas a prevenir la violencia sexual no se encuentren coordinadas y que los programas no cuenten con recursos económicos suficientes en los países de ingresos bajos y medios. Aunque existen mecanismos de apoyo internacionales y un reconocimiento de circuitos de abuso sexual infantil que operan en forma de redes transnacionales, es frecuente que éstos apenas tengan presencia en los planes y acciones coordinadas por los Estados.


En México, al igual que en otros países, el abuso sexual infantil está definido como un delito. Su tipificación forma parte de una multiplicidad de delitos no homologados que refieren formas de violencia sexual en contra de niñas, niños y adolescentes. Dada la distribución de competencias concurrentes en materia de creación de delitos, el abuso sexual infantil se encuentra regulado de diversas formas en el Código Penal Federal y en los 32 códigos penales de las entidades federativas. El abuso sexual infantil es disímil en su definición y sanción, y actualmente perviven regulaciones diversas y anacrónicas. Se regulan más de 40 delitos, entre los que se encuentran: estupro, incesto, pornografía, violación equiparada, atentados al pudor, pederastia, abuso sexual infantil, lenocinio de menores, explotación sexual. Esta disparidad genera no sólo confusión en las conductas penalizadas, sino también invisibilidad del problema e impunidad.


La tipificación del delito “abuso sexual infantil” en México encuentra su antecedente en el texto original del entonces denominado Código Penal para el Distrito Federal y Territorios Federales en materia de fuero común, y para toda la República en materia de fuero federal de 1931, código que sigue vigente con más de 700 reformas. En el artículo 260 de dicho código se encuentra tipificado el delito “atentados al pudor”, que señala a aquél que con o sin el consentimiento de una persona púber o impúber, ejecute en ella un acto erótico-sexual, sin el propósito directo e inmediato de llegar a la cópula, previendo una pena de tres a seis meses de prisión y una multa de cinco a cincuenta pesos. En 2012, dicho artículo fue reformado en el ahora Código Penal Federal (CPF) se cambió su denominación de “atentados al pudor” a “abuso sexual” desagregando en el artículo 261 el “abuso sexual infantil”. De acuerdo con el CPF, comete el delito de abuso sexual quien ejecute en una persona, sin su consentimiento, o la obligue a ejecutar para sí o en otra persona, actos sexuales sin el propósito de llegar a la cópula. Estos actos se entienden como tocamientos o manoseos corporales obscenos, o los que representen actos explícitamente sexuales u obliguen a la víctima a representarlos. También cuando se obligue a la víctima a observar un acto sexual o a exhibir su cuerpo sin su consentimiento. La sanción para quien cometa este delito a nivel federal es de seis a diez años de prisión y hasta doscientos días multa (CPF, art. 260).


Un análisis pormenorizado de la legislación y tipificación en México relativas a los delitos sexuales en contra de niños, niñas y adolescentes se encuentra publicado en los informes Análisis de los delitos sexuales en contra de niñas, niños y adolescentes en México (2020) y Análisis de indicadores de salud pública. Abuso sexual infantil y otras formas de violencia hacia la niñez en México (2019). Estos informes se encuentran vinculados a la comunidad ALUMBRA, la cual fue integrada en 2018 para desarrollar conocimiento y prácticas con el objetivo de prevenir la violencia sexual infantil en México. Es de resaltar que ALUMBRA reúne a organizaciones de la sociedad civil, organismos internacionales, instituciones gubernamentales federales y estatales, investigadores y especialistas. En la página web alumbramx.org es posible encontrar agrupada la información más relevante y actualizada sobre el tema.


En México, el Código Penal Federal y los 32 códigos penales de las entidades federativas tienen un marco nacional constitucional y convencional que reconoce el derecho de niñas, niños y adolescentes a una vida libre de violencia y a la integridad personal, así como una obligación reforzada de protección por parte del Estado. Los artículos 13, fracción VIII, 46, 47, fracción I, 48 de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes establecen que niñas, niños y adolescentes tienen derecho a vivir una vida libre de toda forma de violencia y a que se resguarde su integridad personal, por lo que las autoridades de los distintos ámbitos de gobierno están obligadas a tomas las medidas necesarias para: a] prevenir, atender y sancionar los casos en que se vean afectados por descuido, negligencia, abandono o abuso físico, psicológico o sexual; y b] adoptar las medidas apropiadas para promover la recuperación física y psicológica, y la restitución de derechos, fomentando la salud física y psicológica y la dignidad.


Las situaciones actualmente enmarcadas bajo el término abuso sexual infantil han sido debatidas a lo largo de la historia; dos elementos del debate característicos del siglo XX son la figura del niño y la niña, y la prevalencia del término violencia sexual. Niñas y niños han alcanzado una posición social que los ha llevado a ser reconocidos como sujetos de derechos, arropados por diferentes movimientos sociales que analizan cómo se distribuye la opresión y los privilegios e interpelan la desigualdad social.


Para Lowenkron (2013) la idea del consentimiento sexual puede situarse en el ámbito filosófico a finales del siglo XVIII, pero es hasta la segunda mitad del siglo XX cuando el modelo de toma de decisiones —consenso sexual— ganó fuerza política y cultural. La actual doctrina de la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos sobre los hechos de violencia sexual considera que: 1] la resistencia física no es consustancial al delito de violencia sexual; 2] más que proteger la integridad física, se protege el derecho a la autonomía sexual; 3] el testimonio de los niños, niñas y adolescentes víctimas es crucial, dado que estas conductas se caracterizan por la privacidad en que son realizadas (CIDH, 2019). Sobre el tema del consentimiento tratándose de casos de violencia sexual, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha retomado lo establecido en las Reglas de Procedimiento y Prueba de la Corte Penal Internacional, en el sentido de la importancia de no inferir consentimiento por parte de la víctima en casos de violencia sexual, por el ambiente de coerción que puede crear el agresor y una diversidad de factores que pueden inhibir a una víctima de resistir físicamente a su agresor (CIDH, 2007).


La frecuencia reportada en situaciones de violencia sexual contra niñas, niños y adolescentes, y el hecho de que las niñas son las principales víctimas y los agresores son generalmente del sexo masculino, con algún grado de parentesco o relación con las víctimas —ya sean padres, padrastros, hermanos, primos, novios o cónyuges— lleva a afirmar a la CIDH que la violencia sexual es una de las manifestaciones más claras de una cultura patriarcal que regula las relaciones de género y fomenta el control del cuerpo y la sexualidad de niñas y mujeres (CIDH, 2011).


De acuerdo con Rita Segato (2003), los patrones que adopta la violencia sexual indican que ésta funciona como un mecanismo que sostiene, reproduce y restaura una estructura de posiciones marcadas por un diferencial jerárquico, ya sea en el orden del género, etario, racial, de clase, étnico. La lectura de Segato y su interpretación de la economía simbólica del poder que sostiene los actos de violencia sexual aportanelementos que nos ayudan a comprender que este tema nunca será completamente resuelto desde el aparato jurídico-legal. Antes bien, si consideramos el análisis de la ley penal que realiza Lucía Núñez (2018), la ineficacia con que frecuentemente operan el aparato institucional y la ley en estos casos contribuye a afianzar mediante actos reiterados de impunidad —con enorme eficacia simbólica y poderosos efectos sobre las subjetividades y los cuerpos— esa organización diferenciada que coloca a niños y niñas en una reiterada posición de subordinación y vulnerabilidad.


BIBLIOGRAFÍA. Acosta, C. et al. (2020), Análisis de los delitos sexuales en contra de niñas, niños y adolescentes en México, México, Early Institute, A. C; André, S. (1999), “La signification de la pédophilie”, conferencia en Lausanne, Suiza, 8 de junio, versión inédita, G. Rubio (trad.); Ariès, P. (1987), El niño y la vida familiar en el Antiguo Régimen, Madrid, Taurus; Asociación Psiquiátrica Américana (2013), Manual Diagnóstico y Estadístico de los Trastornos Mentales, San Francisco, Panamericana; Assoun, P. L. (2003), El vocabulario de Freud, Buenos Aires, Nueva Visión; Bhugra, D. et al. (2010), “Paraphilias Across Cultures: Contexts and Controversies”, en The Journal of Sex Research 47(2/3), pp. 242-256; Bustelo, E. (2011), El recreo de la infancia. Argumentos para otro comienzo, Buenos Aires, Siglo XXI Editores; Chou, D. et al. (2015), “La salud sexual en la Clasificación Internacional de Enfermedades (CIE): implicancias en las mediciones y más”, en Reproductive Health Matters 23(46), 185-192; Código Penal Federal (CPF), Diario Oficial de la Federación (DOF), 14 de agosto de 1931. Última reforma publicada DOF 19 de febrero de 2021; Comisión Interamericana de Derechos Humanos (2007), Acceso a la justicia para las mujeres víctimas de violencia en las Américas, OEA, ser. L/V/II, doc. 68; Comisión Interamericana de Derechos Humanos (2011), Acceso a la justicia para mujeres víctimas de violencia sexual en Mesoamérica, OEA, ser. L/V/II, doc. 63; Corte Interamericana de Derechos Humanos y Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (2019), Violencias contra niñas, niños y adolescentes en América Latina y el Caribe, San José, Costa Rica; Díaz-Barreiro, R. et al. (2020), Abuso sexual infantil y otras formas de violencia hacia la niñez en México. Análisis de indicadores de salud pública, México, Early Institute; Foucault, M. (1999), Historia de la sexualidad, vol. II, México, Siglo XXI Editores; Intebi, I. (2008), Abuso sexual infantil, Argentina, Ediciones Granica; Lowenkron, L. (2013), “Todos contra la pedofilia: notas etnográficas sobre una cruzada moral contemporánea”, en Vibrante: antropología virtual brasileña 10(2), pp. 39-72; Malone, L. (2020), “Hablemos de pedofilia. Entrevista con Elizabeth Letourneau”, en Revista de la Universidad de México (862-863), pp. 103-109; Núñez, L. (2018), El género en la ley penal. Crítica feminista de la ilusión punitiva, México, CIEG, UNAM; Organización Mundial de la Salud (2019), “CIE-11. Clasificación Internacional de Enfermedades para Estadísticas de Mortalidad y Morbilidad. Guía de referencia”, https://icd.who.int.pdf; Organización Mundial de la Salud (2020), “Informe sobre la situación mundial de la prevención de la violencia contra los niños”, resumen de orientación, Ginebra, http://apps.who.int/iris; Organización Panamericana de la Salud (2020), “Cómo responder a niños, niñas y adolescentes que han sufrido abuso sexual”, directrices clínicas de la OMS, Washington (DC), http://iris.paho.org; Segato, R. (2003), Las estructuras elementales de la violencia, Argentina, Universidad Nacional de Quilmes Editorial; Vance, C. (1989), Placer y peligro. Explorando la sexualidad femenina, Madrid, Talasa; Vázquez, B. (1995), Agresión sexual. Evaluación y tratamiento en menores, México, Siglo XXI Editores; Volnovich, J. y N. Fariña (2010), Infancia, subjetividad y violencia, 200 años de historia, Buenos Aires, Lumen Humanitas.


[EVA ALCÁNTARA Y JULIA SUÁREZ]


acoso escolar


Una de las prioridades de la UNESCO es garantizar el acceso a la educación, en ambientes sanos, democráticos y libres de violencia. Su estrategia es la construcción de sociedades comprometidas con elevar la calidad de vida y el bienestar de quienes las conforman, a través de sociedades seguras, justas, pacíficas, inclusivas, sociedades en las que sus habitantes vivan sin miedo, en las que exista respeto mutuo y responsabilidad compartida, minimizando el desarrollo de cualquier tipo de violencia, para lo cual desarrolló la Agenda 2030, que guía a la comunidad internacional a través de una serie de objetivos que se dirigen al cumplimiento de las metas establecidas (Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura [UNESCO] (2017).


Sin lugar a dudas, lo anterior se contrapone con la realidad en las sociedades latinoamericanas que siguen siendo las que tienen mayor índice de criminalidad en comparación con otras regiones del mundo (García y Devia, 2018), sociedades que se caracterizan por vivir en su cotidianidad asesinatos, extorsiones, pagos por derecho de piso (cobrados por la mafia), agresiones sexuales, robos, asaltos, discriminación, exclusión y rechazo, entre muchos otros tipos de violencias; lo anterior, principalmente en sociedades que se encuentran en vías de desarrollo.


La violencia presente en la sociedad halla en el contexto escolar un espacio para reproducirse, por lo que en la escuela se encuentran todos los tipos y niveles de agresión (García y Devia, 2018; Mendoza, 2016). Pero, a diferencia del sistema social, en el sistema escolar se tiene mayor capacidad para identificar y estudiar los factores que sitúan en mayor riesgo la participación en episodios violentos, así como aquellos que protegen al alumnado para no involucrarse en episodios de violencia durante la jornada escolar (Mendoza et al., 2016).


En el contexto escolar existen comportamientos agresivos que afectan el proceso de enseñanza, el proceso de aprendizaje y la calidad de la socialización, una de las tareas que también tiene la educación formal escolar; estos comportamientos agresivos han sido clasificados como violencia escolar y bullying (Mendoza, 2013).


En este apartado se tiene como objetivo principal definir el comportamiento de bullying. Sin embargo, se deberá comprender primero qué es la violencia escolar y cuál es la relación con el bullying.


La violencia escolar es cualquier tipo de agresión que ocurre en el escenario escolar. Puede ocurrir entre profesores; entre padres, profesores y autoridades; entre alumnos, autoridades y profesores; entre pares, o se puede dirigir hacia el mobiliario escolar. Puede ser física, emocional, sexual, relacional, puede incluir el comportamiento antisocial y delictivo, e incluso asesinatos en el interior de los planteles escolares. Sin embargo, a diferencia del bullying, no son comportamientos focalizados, tampoco frecuentes, por lo que no existen antecedentes que señalen que un alumno había sido constantemente lastimado (Mendoza, 2014a).


Por otra parte, el bullying es una conducta agresiva cotidiana que se dirige a un alumno en particular, a quien se le percibe como más débil, provocándole daño (Mendoza, 2017a); no necesariamente es una conducta encubierta, se exhibe en la presencia de adultos en el ambiente escolar (Santoyo y Mendoza, 2018) y se puede identificar la escalada del comportamiento agresivo dirigida a la víctima, en un periodo de tiempo específico, de tal manera que una víctima de bullying ha recibido una serie de comportamientos agresivos que han ido de menor a mayor, hasta llegar incluso a la agresión extrema (uso de armas).


La definición de bullying permitirá tener mayor claridad de ese fenómeno social presente en las aulas: su esclarecimiento es el primer paso para su prevención, detección y atención.


A continuación se describirán cada una de sus características (Mendoza, 2011 y 2014a; Mendoza, Cervantes y Pedroza, 2016):


· Diferencia de poder. Se describe como la percepción (real o ficticia) que tiene el alumnado bully, a través de la cual se le atribuye más poder que sus víctimas; el alumno acosador no necesariamente debe ser más fuerte, alto, o musculoso, de hecho, muchos de los acosadores son pequeños y delgados. Mayor poder que la víctima se puede entender bajo un amplia gama de factores, por ejemplo, la diferencia de poder puede ser social, ya que son más populares o construyen su poderío a la sombra de una red social que los protege, por lo que varios bully lastiman a una víctima; puede ser también que la diferencia de poder sea económica, por lo que el acosador o bully tiene mayor poder adquisitivo que la víctima; el poder también puede ser con respecto al género: en un contexto social machista, el acosador puede sentirse con mayor poder únicamente por ser hombre y percibir vulnerable a las mujeres. La diferencia de poder se da principalmente por percibir a la víctima como diferente por cuestiones de género, raza, etnia, clase social, estatus cultural o económico.


· Persistencia. El alumno con perfil de bully elige a una persona como víctima a quien le dirige una serie de comportamientos violentos prácticamente cotidianos. La víctima puede sufrir violencia varias veces al día y recibir diferentes tipos de violencia —física y verbal—, rechazo, exclusión, amenazas, obligarla a realizar algo que no quiere, entre otras.


· Intención de causar daño. El alumnado bully es un alumno que tiene la intención de lastimar a la víctima; de hecho, describe que siente placer o felicidad al lastimar a otros pares. Está de más expresar que el bullying es un comportamiento que hace daño a las víctimas, pero no necesariamente es el daño físico el único posible, ya que también puede dañar su integridad emocional, sexual, además de dañar su percepción hacia el clima escolar, ya que el acoso escolar sufrido se asocia con un deterioro del clima percibido en su escuela, así como el descontento que se tiene por actividades escolares, por sus compañeros y por sus autoridades.


El comportamiento de bullying se ha clasificado, para un mejor estudio y descripción, en varios tipos (Cano y Vargas, 2018; Mendoza, 2014a)


· Físico. Son comportamientos que conllevan fuerza corporal o mecánica directa hacia la víctima; se caracterizan por golpes que se dirigen a la víctima, con cualquier parte del cuerpo u objetos (golpes, pellizcos, empujones o atropellamientos, entre otros).


· Verbal. Es cuando se hace uso de palabras para lastimar a la víctima, a través de ofensas, estigmatización, apodos o sobrenombres, insultos o amenazas directas.


· Social o relacional. Tiene como objetivo dañar las relaciones sociales que la víctima establece con otros, por lo que se usará esparcir rumores maliciosos o chismes, difamar, excluir, rechazar o aislar a la víctima de cualquier grupo para evitar que pueda interactuar con otros.


· Emocional o psicológico. Agresiones que buscan hacer sentir inferior a la víctima, destruyendo su autoestima, haciéndole sentir miedo, inseguridad y sin protección; se usan humillaciones y amenazas.


· Sexuales. El agresor toca los genitales de la víctima o la obliga con amenazas, golpes o cualquier otro acto coercitivo a realizar alguna situación sexual en la que no quiere participar.


· Daño a propiedad. Ocurre cuando el bully le quita a la víctima sus pertenencias o las lastima, por lo que desaparece, esconde, rompe o destruye los objetos de la víctima.


· Antisocial y delictivo. Es cualquier comportamiento que rompe las reglas sociales y la normativa de la institución o sociedad, por lo que incluye uso de armas, robos, hasta incluso llegar al asesinato.


Los comportamientos que distinguen al bullying deben ser situados en una escalada del comportamiento agresivo (que emite el alumno bully contra su víctima), en la que el bullying inicia con rechazo, exclusión, comportamientos que se combinan con agresiones físicas y verbales, hasta llegar al comportamiento antisocial y delictivo, por lo que el comportamiento del bullying no se da como una conducta azarosa o sorpresiva (Mendoza, 2014a).


Las réplicas de múltiples investigaciones en diversas partes del mundo han permitido conocer y describir las características del bullying, señalándose que este tipo de comportamiento agresivo ocurre únicamente en escenarios escolares, por lo que el bullying no ocurre entre hermanos, entre padres e hijos (contexto familiar); entre jefes y subalternos, compañeros en el trabajo o entre médicos y pacientes (contexto laboral).


La traducción al español de bullying es acoso escolar, un consenso desde hace varias décadas ratificado en la reunión internacional realizada en 2005 en Valencia, España, donde como invitados estuvieron los principales expertos internacionales de esta línea de investigación, como el inglés Dan Olweus; el australiano Ken Rigby; la francesa Caterine Blaya; la italiana Ersilia Menessini; las canadienses Wendy Craig y Debra Peppler, entre muchos otros especialistas (Mendoza, 2014a).


El bullying y la violencia escolar están presentes en los diferentes niveles educativos, desde la educación primaria hasta la universitaria (Mendez, Ruiz-Esteban, Martínez, y Cerezo, 2019).


El bullying, se presenta a través de un ciclo de comportamientos violentos, denominado por Dan Olweus (1993) como ciclo del bullying, en el que participan varios tipos de alumnos que desempeñan un rol específico que promueve la permanencia del ciclo de bullying. Hace cincuenta años se creía que únicamente participan tres alumnos, conocidos tradicionalmente como víctima, acosador y observador.


Actualmente se conoce que el bullying se presenta bajo un abanico de perfiles, a través de los cuales el alumnado participa como víctima, acosador, doble rol (víctima-agresor) y espectador, cada uno de ellos tiene un papel específico en el ciclo del bullying, logrando que el comportamiento permanezca y se reproduzca en las aulas escolares (Mendoza et al., 2015; Ordóñez-Ordóñez y Prado, 2019).


El desarrollo del comportamiento del bullying tiene múltiples causas como sociales, familiares, escolares e individuales que, al conjuntarse, promueven su aparición. En cada uno de dichos sistemas se ha logrado identificar los factores que sitúan en mayor riesgo al alumnado para participar en episodios de bullying. A continuación se revisarán algunos de ellos.


El alumnado que participa como bully se caracteriza por serclasista, racista, sexista, impulsivo, poco o nada empático, con poca motivación por actividades académicas; con distorsiones cognitivas que hacen que perciba su realidad muy diferente a lo que realmente es, por lo que justifica su violencia argumentando que es correcto lastimar a otros (Mendoza, 2014a, 2014b; Mendoza y Maldonado 2017; Mendoza et al., 2017). Este comportamiento es estable a través del tiempo, por lo que si el alumnado no tiene apoyo psicológico especializado que le ayude a cambiar su forma de pensar y actuar, se predice que su comportamiento de abuso hacia los otros se hará más fuerte (Santoyo y Mendoza, 2018) y desarrollará comportamiento delictivo (Obermann, 2011).


El alumnado con perfil de víctima se caracteriza por sentirse inseguro, ansioso, con miedo a lo que le rodea; tiene poco control de sus emociones, tiene distorsiones cognitivas que le impiden identificar la problemática en la que se encuentra;generalmente tiene un pensamiento ilusorio que le provoca minimizar las conductas agresivas que recibe de sus compañeros, por lo que no busca soluciones ante el comportamiento del bullying (Mendoza, 2014a, 2014b; Mendoza et al., 2017). El perfil de víctima también es estable a través del tiempo y los contextos, por lo que la víctima reproducirá su perfil a través de su desarrollo, siendo víctima de su pareja, de sus padres, de sus profesores, de su jefe (Mendoza, 2011 y 2014a).


El doble rol es un perfil aún más complejo, ya que tiene comportamientos de víctima y de agresor, ambos combinados en una misma persona, por lo que son menos empáticos, hipersensibles y se encuentran menos dispuestos a ayudar y cooperar con sus pares (Mendoza y Maldonado, 2017; Mendoza et al., 2017); tienen problemas de atención, dificultades para relacionarse socialmente con sus pares, comportamiento agresivo (Leiner et al., 2014).


CONTEXTO FAMILIAR. Se ha comprobado que los padres promueven la aparición del comportamiento de acosador en sus hijos, cuando éstos les han arrebatado el liderazgo al usar prácticas de crianza poco efectivas, como la combinación de la negligencia (padres que buscan a otros adultos para que suplan sus responsabilidades como padres, por lo que abuelos, tíos o amigos se hacen cargo de la crianza; padres que no se involucran emocionalmente con sus hijos, no supervisan sus actividades académicas, tampoco de ocio, entre otras) con la prácticas de crianza autoritarias como el maltrato físico, emocional y verbal (Mendoza, 2015, 2017b, 2018; Mendoza et al., 2014).


El análisis de más de 74 investigaciones en todo el mundo concluye que las prácticas de crianza que más usan los padres del alumnado que participa en episodios de bullying son las autoritarias; son familias en las que se usa un alto nivel de normas sin que los padres se involucren emocionalmente con sus hijos o son padres que en su crianza son extremadamente permisivos, por lo que no hay hábitos ni límites claros; se trata de familias con dinámicas disfuncionales, con niveles elevados de estrés, así como exposición a la violencia, sin apoyo y sin supervisión, en la que los padres evitan tener comunicación con sus hijos (Machimbarrena et al., 2019).


CONTEXTO ESCOLAR. El estudio del clima escolar y del aula ha permitido identificar la asociación que tiene con el desarrollo del comportamiento del bullying (Mendoza y Barrera, 2018; Mendoza y Pedroza, 2015).


Los factores que, se ha identificado, facilitan la aparición del bullying, situando al alumnado en mayor riesgo de participar en estos episodios, son escuelas en las que no hay seguridad en la zonas de patio, sanitarios, entrada, estacionamiento y aulas; la supervisión de la normatividad es deficiente, se tienen dificultades para establecer hábitos y límites, así como consecuencias para quienes rompen las reglas; en general son escuelas que se caracterizan por tener aulas sucias, desordenadas, en las que existe mala relación entre profesores y alumnos; se tiene déficit en la planificación de las clases, así como deficiencias en la gestión que los directivos establecen en los planteles escolares (Mendoza, 2013 y 2016; Mendoza y Barrera, 2018).


El contexto escolar es responsable legal y educativamente del alumnado que participa en bullying, especialmente cuando se muestra negligente ante su responsabilidad de establecer, operar y supervisar los protocolos de actuación establecidos para prevenir, atender o erradicarlo (Mata-Diz y Martins, 2017).


Se concluye que el comportamiento de bullying se enmarca en la injusticia social por varias razones. La primera, que se reproduce en escuelas tradicionales que se niegan a adaptarse a los cambios sociales, en las que el alumnado puede lastimar a otros y “no pasa nada”, lo que crea un ambiente de injusticia social (Mendoza, 2013). La segunda razón es que el bullying aparece en climas escolares en los que existe discriminación, exclusión, intolerancia y agresiones dirigidas a un alumno al que se le percibe diferente por motivos de raza, género, condición cultural, económica o social. La tercera es la creación de un ambiente de desigualdad social en el contexto escolar, sin hábitos, límites ni consecuencias, en el que el alumnado bully ha arrebatado el liderazgo al profesorado e, incluso, a otras autoridades educativas.


Por otra parte, el bullying es una violación a los derechos de la niñez (Mendoza, 2017a), debido a que la Convención de los Derechos del Niño establece que los niños no son objetos, sino seres humanos integrales que forman parte de una familia o comunidad, con derechos y responsabilidades (de acuerdo con su etapa de desarrollo). En la misma convención, en el artículo 19, se establece que se tomarán las medidas educativas apropiadas y necesarias para proteger a la niñez contra toda forma de abuso físico, descuido, prejuicio, trato negligente, malos tratos, mientras el niño se encuentre bajo la custodia de los padres, de un representante legal o de cualquier otra persona que lo tenga a su cargo (Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF), 2006), por lo que, cuando el alumnado se encuentre bajo el cuidado de autoridades escolares en un plantel escolar, se le deberá proteger contra toda forma de violencia, estableciendo programas de atención y erradicación de la violencia con el fin de garantizar el aprendizaje en escuelas libres de bullying, contribuyendo de esta manera al respeto de sus derechos (Mendoza, 2017a).


Finalmente, la problematización del estudio del bullying debe realizarse en un ámbito multidisciplinario, por lo que psicólogos, abogados, trabajadores sociales y, en general, profesionales de la salud y la educación, deben participar en su descripción, prevención y atención.
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[BRENDA MENDOZA GONZÁLEZ]


acoso sexual


El término acoso ha transitado por un proceso de resignificación cultural y política. Con anterioridad se le concebía como un asedio insistente, llevado a cabo con molestias o requerimientos de distinto tipo. Luego se vio que se producía en el espacio laboral con la intención de lograr que la persona acosada renunciara “voluntariamente” a su puesto de trabajo4 y, finalmente, se empezó a hablar de “acoso sexual” cuando se reconoció el hostigamiento sexualizado que muchas mujeres sufrían.5


En la actualidad, el término acoso se utiliza cada vez más para nombrar un conjunto de actos con connotación sexual, que van de agresivos a ofensivos y que suelen ser calificados de “machistas”.6 Pero ahora, además de concebirse como una conducta reiterada que se lleva a cabo durante cierto tiempo, también se interpreta como acoso un acto que puede ocurrir una sola vez. Así, hoy en día se llama acoso a cualquier expresión o acto de intención sexual que no cuente con el consentimiento de la persona (en general, mujer) a quien está dirigido. Y son calificados de acoso sexual gestos, miradas y palabras que antes permanecían invisibles en el entramado patriarcal de la sociedad o que eran percibidos como usos y costumbres. Esta ambigüedad conceptual no sólo genera confusión, sino que también se presta a injusticias.


El reconocimiento legal del hostigamiento sexual como una injusticia a erradicar se remite a finales de los años setenta, cuando cobró estatuto de delito por la conjunción del activismo civil en contra de la discriminación en el empleo y de la lucha feminista contra la violencia hacia las mujeres.7 Tradicionalmente, los actos groseramente libidinosos y acosadores de muchos hombres con poder habían sido —y lo siguen siendo— la tortura de las mujeres que trabajaban para ellos. Todavía resulta muy difícil probar un acoso sexual en el trabajo, a menos que implique una agresión que deje huellas o que haya sido observada por testigos. Pero los hostigamientos verbales, incluso los manoseos o forcejeos resultan casi imposibles de verificar: es la palabra de la mujer frente a la palabra del hombre. Como resultado, en una decisión de sobrevivencia laboral y ante la posibilidad de perder el empleo, muchas mujeres solían callar. Sin embargo, las abogadas feministas empezaron a defender a quienes habían sido despedidas del trabajo por negarse a los requerimientos sexuales de sus superiores, así como a otras que habían abandonado sus empleos por esa razón. Cuando se ganaron varios litigios se tipificó el delito de acoso sexual.8


En los códigos penales de distintos países —y de los diferentes estados de la República mexicana— se usan los términos acoso, abuso y hostigamiento de forma indistinta; en ciertas definiciones se especifica el aprovechamiento de una posición jerárquica derivada de relaciones laborales, docentes o domésticas, que impliquen subordinación por parte de la víctima. Las definiciones de “acoso sexual” incluyen actos de habla: “quien se exprese verbal o físicamente de manera degradante en relación a la sexualidad de otra persona”, hasta “quien solicite favores sexuales para sí o para una tercera persona”. Y en ciertas legislaciones, incluso, se homologa “acosar” a mostrar imágenes que tengan una connotación sexual: “lascivas” o de “exhibicionismo corporal”. Por si lo anterior no fuera suficiente, los términos utilizados en muchos códigos penales tienen resonancias decimonónicas: “con fines de lujuria” y “atentado al pudor”.


A mediados de los noventa, las denuncias de las mujeres llevaron a estudiar el fenómeno de los actos abusivos que, de manera esporádica, muchos sujetos llevan a cabo en la calle, pero que las mujeres viven constantemente (Gardner, 1995). Esos actos que ciertos hombres realizan de manera individual y que se califican de “acoso callejero”, son una forma de “acoso social machista” (Lamas, 2018); incluso se les considera una “violencia invisible” (Vallejo y Rivarola, 2013). En 1998, la psiquiatra francesa Marie-France Hirigoyen introdujo el concepto de acoso moral9 e identificó diferentes modalidades: “El comportamiento seductor; el chantaje sexual; la atención sexual no deseada; la imposición sexual y el asalto sexual” (Hirigoyen, 2012: 59). Su concepto de acoso moral desestima la situación de jerarquía o autoridad de quien acosa y plantea que toda persona puede acosar y ser acosada por sus pares e incluso por alguna persona subordinada.


En el siglo XXI se introdujo el concepto de “ciberacoso” o acoso virtual, que se lleva a cabo en los espacios virtuales mediante el uso de medios digitales (Olabuenaga, 2019). Este tipo de acoso consiste en molestar o agredir con reiteración a una persona mediante la divulgación de información confidencial con contenidos sexuales (como fotografías) o difamaciones que afectan su reputación. El acoso virtual se define como un daño recurrente y repetitivo, infligido a través de los medios electrónicos, que se caracteriza por la velocidad de su difusión y el alcance que logra, y ya constituye un delito penal en varios países.


El movimiento #MeToo (octubre de 2017), que popularizaron algunas actrices de Hollywood, fue el punto de arranque de una ola mundial de denuncias no sólo del acoso, sino también de diversas formas de quid pro quo, que eran la vía para obtener un trabajo o para mantenerlo. El estallido social de cientos de miles de protestas, casi en su totalidad de mujeres, generó una amplia y necesaria conciencia acerca de la extensión y gravedad de las formas de abuso. El panorama que esbozó fue desolador: desde violaciones hasta manoseos; desde amenazas de despido a condicionamiento de la permanencia en el trabajo a cambio de “favores sexuales”. Las denuncias han sido un potente indicador del dolor, la indignación y el hartazgo por los episodios de humillación que han padecido las mujeres. Así, en nuestros días, el término acoso sexual expresa una variedad de situaciones cotidianas que viven las mujeres: insinuaciones constantes, invasión a su corporalidad y otras formas de abuso de poder, todo ello vinculado a la posibilidad de ser afectadas laboralmente, perder el empleo, ser reprobadas en los estudios o quedar bloqueadas en su desarrollo profesional. Los grupos feministas que luchan en contra de la violencia hacia las mujeres plantean al acoso como una manifestación de la desigualdad estructural de género (Chaparro, 2021).


En todo el mundo las activistas feministas que luchan contra la violencia sexual incluyen al acoso como una de sus prioridades. En México, en el contexto de inoperancia, incompetencia e indiferencia de las autoridades para investigar las distintas formas de acoso, muchas mujeres han decidido tomar justicia por cuenta propia. Una táctica para hacerlo consiste en los “escraches”10 con los que denuncian sin reservas al acosador. Como señala Ignacio Lewkowicz “el escrache, más que pedir justicia, hace justicia” (2004: 87). Ése fue el sentido de la organización argentina HIJOS, que hizo escraches a los genocidas como una estrategia para poner en evidencia los crímenes de lesa humanidad que cometieron durante la dictadura (1976-1983) y dejó de hacerlos cuando empezaron los juicios. Los “escraches” han surgido en lugares donde, con frecuencia, no existen vías institucionales para canalizar las denuncias o donde persiste la impunidad del acosador, por ejemplo, en el caso actual de las universidades. La desesperación ante la apatía o el desinterés de las autoridades, la carencia de protocolos adecuados y el burocratismo institucional son elementos que alimentan las denuncias públicas de las estudiantes.11


Los escándalos mediáticos sobre casos de acoso sexual y también sobre los “escraches” han producido cierta sensibilización sobre el tema y han impulsado, en algunas instituciones públicas y privadas, la creación de protocolos sobre cómo abordar estos casos. Sin embargo, la preocupación reciente por el acoso sexual también ha provocado otra clase de injusticias. Con la intención de dar una clara señal de que no se permitirá ninguna forma de acoso, varias instituciones (universidades, empresas, oficinas gubernamentales) han reaccionado de forma expedita despidiendo a los hombres señalados como acosadores, sin mediar ningún tipo de debido proceso. Esas reacciones tajantes, dirigidas a aplacar en lo inmediato las protestas y el escándalo, generan aplausos al mismo tiempo que agudizan el espinoso problema de ausencia de presunción de inocencia. ¿Qué habría pasado si en lugar de un despido fulminante se hubiera iniciado una investigación y se hubiera escuchado a los acusados? ¿O si se hubieran delimitado niveles y grados de responsabilidad institucional? Tal vez se habrían encontrado las fallas institucionales que facilitaron o desatendieron los incidentes. Otra situación muy grave que acontece es que la acusación de “acoso” se utiliza para despedir a personas que se han convertido en “un problema” laboral por otro tipo de causas (Schultz, 2006). Así, algunas empresas e instituciones públicas, que han adoptado duras políticas sobre el acoso sexual, fabrican acusaciones como un recurso fácil para despedir a alguien sin pagarle su liquidación por años trabajados.


Es indudable que las denuncias de acoso exhiben una gravísima problemática de prepotencia machista, abuso de poder y perversión psíquica que hay que erradicar. Sin embargo, en la búsqueda de justicia se pueden cometer injusticias. Así como las políticas laborales perversas han tratado de sacar algún provecho de la exigencia legítima de frenar el acoso sexual, también la vertiente punitiva ha llevado a excesos. En esa línea empiezan a ser frecuentes los juicios sumarios, sin que se lleve a cabo un debido proceso, y la situación se agrava cuando se propaga públicamente la acusación. La posibilidad de denunciar de forma anónima facilita que muchas mujeres se atrevan a declarar las infamias que vivieron pero, ¿una denuncia puede ser al mismo tiempo anónima y pública? Si bien ventilar el nombre del acusado ha resultado un aviso pedagógico para los demás varones, desechar ese triunfo civilizatorio que es la presunción de inocencia plantea un dilema muy complejo.


Otro punto difícil consiste en definir cuáles actos son acoso sexual, pues las definiciones culturales son distintas de las penales. En la actualidad el término acoso se usa de manera indiscriminada para nombrar una variedad de conductas, entre las que se encuentran los piropos, los albures,12 los dobles sentidos y los chistes subidos de tono. Si todo se considera “acoso”, se banaliza lo grave. Es indispensable distinguir prácticas agresivas u ofensivas de conductas que no lo son. Así como es indispensable respetar la demanda de las mujeres que exigen poder andar en el espacio público sin que nadie las moleste, también resulta necesario precisar lo que constituye un abuso o una molestia. Una cuestión es la legítima indignación ante las majaderías soeces y otra es querer “higienizar” el espacio público de toda alusión acerca del deseo. Debido al contexto machista que padecen cotidianamente, muchas mujeres no deslindan lo que sí son actos negativos de otros actos, que pueden ser torpes, incluso ridículos, pero que no implican abuso. Las distintas clases de acoso son problemas enormes que producen afectaciones dolorosas como para equipararlos con ciertas miradas, palabras o gestos que, aunque incomoden o harten, son de otro orden, y muchas obedecen a usos y costumbres aceptados hasta hace unos años.


Respecto a cómo interpretar esos actos o gestos molestos, conviene analizar la narrativa que concibe a todas las mujeres como víctimas potenciales y las contrapone con todos los hombres como perpetradores potenciales de violencias. Dicha perspectiva se basa en una triada de supuestos que se toman como verdades universales: la inocencia de las mujeres, el daño de las mujeres y la inmunidad de los hombres (Halley, 2006). Esta triada se ha convertido en el eje fundamental a partir del cual se construye gran parte de la política contemporánea relativa a la violencia hacia las mujeres, y de ella se desprende una narrativa que toma la sexualidad como la causa principal de la opresión femenina. Sin embargo, tal generalización es equívoca, pues la multiplicidad existente de mujeres genera una multiplicidad de acciones y reacciones: hay mujeres que ponen freno a los abusos o al acoso, incluso existen mujeres abusadoras y acosadoras. Y aunque en particular las mujeres son quienes sufren daños, también hay mujeres que dañan deliberadamente a los hombres y a otras mujeres. Hay que analizar con más rigor la multiplicidad de combinaciones de inocencia, daño e inmunidad que se producen en las relaciones entre los seres humanos y, sobre todo, analizar el contexto en el cual ocurren. Cuando el acoso sexual se lleva a cabo en la familia o en el espacio doméstico resulta, simultáneamente, muy doloroso y muy difícil de denunciar.


Otro asunto complicado es el de las venganzas personales provocadas por despechos amorosos. Es un hecho que en ambientes de trabajo y estudio surgen enamoramientos y relaciones sexuales. Pese a que la mayoría de las instituciones educativas prohíbe de modo expreso las relaciones sexoafectivas entre docentes y estudiantes, y también en muchos espacios laborales se da una prohibición similar entre jefes y subordinadas, en ocasiones surge la atracción sexual, incluso aparecen sentimientos amorosos. Y como ocurre con todo en la vida, en algunos casos esas relaciones se resuelven de manera positiva pero en otros de forma negativa. Algunos de estos intercambios se mantienen en secreto, hasta que se da una desavenencia y entonces salta el conflicto. Lo que inició con consentimiento, cuando una de las partes lo termina produce, además de dolor, resentimientos que se mezclan con cuestiones profesionales. Estas situaciones, que varían de acuerdo con las posiciones de poder que tienen las partes involucradas, arman un entramado de traición y venganza que en ocasiones llega a terminar en una denuncia por acoso, un despido injusto o incluso en formas subrepticias de bloqueo del desarrollo profesional.


El hecho de que en la actualidad la palabra acoso haya sido resignificada para aludir al machismo cotidiano obliga a hacer un esfuerzo por comprender lo que expresan las protestas femeninas ante comportamientos y actitudes que antes no provocaban reprobación. La posición de las mujeres en la sociedad ha cambiado y también ha cambiado su subjetividad: un gran número de ellas ya no está dispuesta a tolerar ni siquiera las más ínfimas expresiones de lo que, interpretan, son prepotencias machistas, como los piropos. Existe un nuevo talante femenino, que se nutre de la narrativa que enmarca las relaciones entre mujeres y hombres dentro de la perspectiva de víctimas y victimarios, y que hoy rechaza miradas, palabras y coqueteos que antes se aceptaban. Aunque es incuestionable que muchísimas mujeres son víctimas de acoso sexual en sus distintas expresiones (callejero, doméstico, laboral y escolar), tal vez habría que revisar con más cuidado, como lo hace Tamar Pitch, la errónea interpretación de que “cualquiera que haya sufrido algún delito o incivilidad es víctima” (Pitch, 2009: 122). No es lo mismo vivir un incidente desagradable que ser una víctima, y menos aún cuando hoy en día, en nuestro país, ser víctima alude a dimensiones atroces.


El acoso sexual es repugnante y existe una urgencia ética para enfrentar las injusticias y los sufrimientos que genera. Pero junto a dicha urgencia, converge la imperiosa necesidad de introducir precisiones y distinciones respecto a qué se va a considerar acoso sexual. En este momento, cuando el contenido semántico tradicional de acoso ha sido dejado de lado, su resignificación cultural y política lo ha vuelto un dispositivo que sirve para denunciar toda suerte de conductas machistas, incluso algunas que antes se consideraban “galantes”. Es preocupante el deslizamiento de sentido que ha ocurrido al representar a toda expresión de deseo como un vector de violencia y peligro. La resonancia que ha adquirido este fenómeno retórico acentúa el carácter político de su enunciación. Así, se puede ver que el término acoso se ha convertido en la punta de lanza de una política en contra de las desigualdades sexistas, lo que ha generado, al mismo tiempo, injusticias inéditas.13


En el debate en torno al acoso sexual se ponen en evidencia transformaciones en las relaciones de género que se están llevando a cabo en la trama cultural de nuestras sociedades. Además de que resulta indispensable analizar sus distintas aristas y vertientes, para impedir que se originen otras injusticias, calificar de acoso a todos los actos que incomodan o molestan no sirve para frenar el acoso sexual. Es evidente que el que existan leyes y protocolos adecuados hace una diferencia, pero esa diferencia depende también de equilibrios institucionales y culturales. ¿Cómo se aplica la ley cuando no hay un verdadero Estado de derecho o cómo se respeta un protocolo, cuando las propias autoridades lo evaden? Asimismo, la excesiva exigencia de intervención del sistema penal ha potenciado un clima punitivista que descuida buscar otras vías de resolución del conflicto (Daich y Varela, 2020). Y aunque algunas personas se mantienen atrincheradas en la exigencia punitiva, otras coinciden con la perspectiva que plantea que reprobar una acción no conduce ineluctablemente a castigar a quien la hizo (Gargarella, 2016). Es posible cuestionar, recriminar o lamentar una mala conducta sin recurrir al esquema de delito y castigo. La justicia restaurativa propone otra forma de abordar las malas conductas. Lo importante es definir qué hacer ante actos reprobables para que la falta no sea cometida otra vez, así como establecer una reparación del daño que se ha cometido. Esto abre un horizonte donde el reproche se vuelve un modo de reintegrar al infractor en lugar de excluirlo o recluirlo. Hay menos delitos en las sociedades que hacen a los delincuentes asumir su responsabilidad, causándoles vergüenza sin estigmatizarlos, que razonan con ellos sobre sus faltas, al mismo tiempo que mantienen los lazos comunitarios y de respeto. Tal vez ésa sea una vía para abordar las diversas injusticias vinculadas al acoso sexual.
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[MARTA LAMAS]


agravio histórico


Hablar de agravio histórico en un diccionario dedicado al estudio de la injusticia exige, por un lado, tener en cuenta lo que añade el concepto de agravio al de injusticia y, por otro, lo que exige el horizonte de injusticia al tratamiento del agravio. Por lo que atañe al primer aspecto, el agravio subraya el momento de ofensa personal de la injusticia, su ataque a la dignidad de la persona que padece la injusticia. Obliga, pues, no a hablar de la injusticia en abstracto sino teniendo en cuenta a la persona ofendida. Es la diferencia entre el robo y el crimen. Al situar, en segundo lugar, la injusticia como el horizonte o marco de la reflexión sobre el agravio, tenemos que dar al agravio el alcance histórico que tiene una injusticia que viene de lejos: ¿ha prescrito devorada por el tiempo o sigue vigente? Según el tipo de teoría de la justicia que manejemos tendrá sentido o no lo tendrá la pregunta sobre la responsabilidad histórica del presente sobre el pasado. De acuerdo con estos supuestos vamos a organizar nuestra reflexión en torno a los siguientes puntos: 1] alcance de la injusticia; 2] fundamentos de una responsabilidad histórica; 3] hablar de agravio histórico, ¿un anacronismo?


1] Alcance de la justicia o, ¿puede una injusticia pasada llegar hasta nosotros? Eso depende del tipo de justicia que manejemos. Aquí entran en juego las teorías de la justicia, que son muchas. Fijémonos en la justicia de los modernos que es la que ahora inspira a John Rawls o Jürgen Habermas. Tienen por principio la autonomía del sujeto: lo que sea justo o injusto debe ser decidido por una razón libre, con el matiz añadido de que, para que lo declarado justo o injusto sea aceptado por todos, debe ser por todos decidido. Ahora bien, casar autonomía con universalidad no es fácil. Kant lo intentó con la primera versión de su imperativo categórico que le reconocía al sujeto individual la capacidad de saber que, lo que fuera bueno para él, podría serlo para los demás, algo que, como bien dice Jean-Luc Nancy, no se sostiene (Nancy, 1983: 24-5). Los actuales discípulos de Kant corrigen al maestro convocando a todos para decidir qué sea justo a justo. Esta convocatoria es como un experimento imaginario, claro, o, como Habermas dice, “contrafáctico”: imaginemos lo que el ser humano decidiría en las circunstancias ideales que ellos proponen. Ese escenario —que Rawls llama “estado original” y que en el caso de Habermas alguno ha llamado “comunión de los santos”— exige, para que el experimento funcione, que decidamos sin tener en cuenta nuestros intereses o nuestra situación, es decir, que para decidir bien, el pobre tiene que hacer abstracción de su pobreza y el rico, de su riqueza. No hay, pues, que preguntarse por las causas de la pobreza ni de la riqueza.14


Esa operación de abstracción que tiene lugar en los experimentos del estadounidense y del alemán es de la mayor importancia. Estas teorías —que llamamos procedimentales porque lo que importan es cómo, siendo tan diferentes, decidimos los criterios universales de lo justo o injusto— coinciden, más allá de sus diferencias, en que para conseguir esos criterios universales de lo que es justo o injusto hay que olvidarse de sí mismo: que el pobre olvide que es pobre y el rico, también; que la víctima se olvide de sí misma y que el verdugo no se haga preguntas ni se las hagan. Lo que realmente se persigue con esta operación es que no nos preguntemos por qué el pobre lo es, no sea que descubramos que “por el rico” y, una vez establecida esa conexión entre la fortuna de los unos y los infortunios de los otros, podríamos plantearnos algo tan desestabilizador como la responsabilidad. Pero ni Rawls ni Habermas están dispuestos a dejarse arrastrar por esa pendiente. Rawls, por ejemplo, está dispuesto a ser interpelado por la miseria del mundo, pero sólo en cuanto la miseria hiere su sensibilidad moral, no porque los hechos tengan algo que decirle. Por eso, para neutralizar la capacidad interpelante de los hechos, declara a las desigualdades existentes cosas de la fortuna. Las desigualdades no son injusticias porque no tienen un agente voluntario. Son fruto del azar. El azar puede tomar la forma de nacimiento, naturaleza o destino. Ahora bien, lo que hagan estas figuras azarosas “no es justo ni injusto, como tampoco es injusto que las personas nazcan en una determinada posición social. Ésos son hechos meramente naturales. Lo que puede ser justo o injusto es el modo en que las instituciones actúan respecto a estos hechos” (Rawls, 1978: 124-5). Rawls dixit. La consideración de las desigualdades existentes como caprichos de la fortuna es un momento fundamental de la teoría procedimental de la justicia. Eso le permite desentenderse del origen de las desigualdades, ya que lo que haga la naturaleza “no es justo ni injusto”. Ahora bien, declarar a las desigualdades hijas del azar es una ingenuidad que no resiste el menor análisis. No hay más que ver cómo se han hecho las fortunas y cómo se transmiten. Fortuito es que uno nazca en un palacio o en una choza. Lo que no es fortuito es cómo se han generado el palacio y la choza. Esa tesis no resiste el menor análisis histórico, pero tiene unos réditos teóricos colosales para quien lo invoque: se consigue privar a las desigualdades existentes de toda culpabilidad en origen y cerrar el paso a toda llamada a la responsabilidad histórica (que es sustituida por una “justicia social”, que es otra cosa).


2] El origen de la responsabilidad histórica. Para poder hablar de responsabilidad histórica —y, por lo tanto, de agravio histórico— se imponen dos requisitos: una teoría anamnética de la justicia y responder a la pregunta de si somos responsables de lo que no hemos hecho.


En primer lugar, una teoría anamnética de la justicia, es decir, hay que situar la responsabilidad en el contexto de una teoría de la justicia que no sea abstracta, como las procedimentales, sino que, en vez de hacer abstracción de las injusticias, parte de ellas. Si parte de ellas lo primero que descubre es que no son naturales sino causadas por el hombre, es decir, históricas. Esa teoría o tratado de la injusticia debe tener en cuenta el tiempo.


Tener en cuenta el tiempo significa reconocer que cuando llegamos al mundo nos encontramos con desigualdades que fueron causadas en el pasado pero que llegan a nosotros. Somos sus herederos ya en la versión afortunada como en la desafortunada. Por eso no es indiferente moralmente el hecho de nacer en un suburbio de Haití que en un barrio señorial de Ginebra. No nacemos inocentes sino endeudados o deudores.


La forma en que el pasado se hace presente es la memoria, de ahí que una justicia que tenga en cuenta el tiempo tiene que ser una justicia anamnética o memorial. Sin memoria, en efecto, no hay injusticia pasada ni, por tanto, justicia presente. Veamos esto.


Sin memoria no hay injusticia. Esto lo entendió bien Horkheimer cuando escribe que, sin memoria, los crímenes cometidos se extinguen: “Entonces ya no tiene sentido decir que son aún verdad. Ya no son, ya no son verdaderos: ambas cosas son lo mismo” (Horkheimer, 1976: 16). La injusticia pasada, si no es recordada, es como si nunca hubiera existido, de suerte que las generaciones siguientes podrían levantar un mundo feliz (un Estado de bienestar) sobre las espaldas de las víctimas. Un mal antecedente porque, ¿qué impide construir un mundo sobre los más débiles si conseguimos olvidar lo que hemos hecho hasta ahora?


Habría, pues, que completar la tesis anterior diciendo que sin memoria de la injusticia tampoco hay justicia. Eso plantea un grave problema porque lo que se está queriendo decir es que sin memoria de todas las injusticias no hay teoría posible de la justicia, ya que la idea de teoría conlleva la de universalidad. Digo que estamos ante un grave problema porque son muchas las injusticias definitivamente olvidadas. Sin esa presencia no hay manera de plantear una “teoría de la justicia”. Todo lo más, un “tratado de la injusticia”.


Tenemos que pensar entonces la justicia teniendo en cuenta la incapacidad radical de hacer memoria total de la injusticia. Aclaremos de entrada que la memoria no afecta por igual a todos los pasados. Hay un pasado presente, que no merece ser recordado porque ya está presente. Es el pasado de los vencedores. Carece de poder innovador porque su sentido ya ha sido amortizado y absorbido por el presente. Sólo es creador el pasado de los vencidos o el de las víctimas. Pero, ¿cómo hacerle justicia a ese pasado injusto que podemos conocer o que puede asaltarnos? Hay que fijarse en los daños recibidos. Veremos que los hay reparables e irreparables. Respecto a los reparables, sólo cabe la reparación por parte de la sociedad que recuerda. Es lo que de una manera u otra intentan hacer las leyes de la memoria histórica que se plantean reparar material o formalmente a colectivos victimizados. Pero, ¿qué justicia cabe con lo irreparable? “Pasar página” y “echar al olvido” eran las soluciones habituales. Es posible, sin embargo, otra respuesta: hacer memoria de lo irreparable. Reconocer la deuda con el pasado y hacer duelo por los sufrimientos sobre los que está construido nuestro bienestar. Es, desde luego, una forma muy modesta de justicia, pero sin ella no hay justicia que valga. La memoria es la palanca para la responsabilidad histórica respecto a los agravios cometidos. Eso significa que el agravio sigue vigente mientras no sea saldado. Con razón dice Walter Benjamin que “La memoria abre expedientes que la ciencia da por archivados” (Benjamin, 1972: 589). El derecho puede hablar de amnistía o de prescripción; la memoria, no. Por eso puede revocar una ley de amnistía o negar la prescripción del crimen por el paso del tiempo. Para la memoria habrá demanda de justicia mientras la injusticia histórica no haya sido reparada integralmente el daño reparable y debidamente reconocido el irreparable.


Hay un segundo requisito que subyace a todo lo anterior. Me refiero a la pregunta de si somos culpables o responsables de lo que no hemos hecho (Mate, 2011: 249). Está claro que las culpas son individuales e intransferibles. Las responsabilidades, sin embargo, pueden ser colectivas y transferibles. Conocemos distintas modalidades de responsabilidad: la kantiana, centrada en la violación de la ley moral; la hegeliana, que atenta a la cadena de consecuencias que desencadena toda acción; la que plantea Hans Jonas en su obra El principio de la responsabilidad, que mide y explica la responsabilidad en función de la capacidad destructiva de nuestras acciones, dicho de otra manera, que tiene en el punto de mira el mundo que dejaremos a las generaciones futuras. Lo que tienen en común estas distintas versiones de la responsabilidad es que fundamentan la responsabilidad en la libertad. Somos responsables de lo que hemos hecho, de todo lo que hemos hecho, pero sólo de eso. Nada se opone tanto al sujeto ilustrado de estas responsabilidades como la pretensión normativa de alguna instancia distinta del yo individual (ya sea el otro, la naturaleza o Dios). Tampoco el pasado o la memoria pueden pretenderlo, que por algo la modernidad es postradicional (Habermas) o de presente (Foucault).


Afirmar que somos responsables de lo que no hemos hecho (que los nietos deban pagar las facturas de los abuelos) es un desafío a la autoridad de la Ilustración. Entonces, ¿cómo justificarlo?


Hay dos argumentos posibles: uno de tipo sociológico y otro, antropológico. Respecto al primero puede ser de ayuda la carta que unos intelectuales colombianos, encabezados por el Nobel de literatura, Gabriel García Márquez, escribieron en protesta por la exigencia extra que impuso la Unión Europea a ciudadanos de Colombia que quisieran viajar a Europa. Recurrían a la responsabilidad histórica de Europa hacia América, para exigir a los europeos actuales (sobre todo a los españoles) un trato justo. Decía la carta: “Somos los hijos o los nietos de los esclavos y los siervos injustamente sometidos por España […] explíquenles a sus socios europeos que ustedes tienen con nosotros una obligación y un compromiso históricos a los que no pueden dar la espalda” (Gutiérrez et al., 2007: 370). Nos decían que nosotros, los españoles, tenemos una deuda histórica con esos pueblos. Tenemos en buena parte una historia común y nuestra realidad presente tiene que ver con ese pasado compartido. Somos herederos de esa historia común. Lo que pasa es que unos han heredado las fortunas y otros, los infortunios. Lo que estos intelectuales colombianos nos echan en la cara es que hay una relación entre fortunas e infortunios en el sentido de que nuestro bienestar está construido en buena parte sobre sus espaldas. El que hoy les acogiéramos fraternalmente sería una forma de pagar la deuda. Les duele ese olvido histórico. Les duele que sólo invoquemos lo iberoamericano “a la hora de resaltar la importancia de la lengua” y nos desentendamos de ellos “cuando en Europa les conviene”.


Esto, dicho en 2001, resultaba un poco excéntrico. Recurrir a los tiempos de la conquista para fundar un derecho contemporáneo parecía traído por los pelos. Hoy, sin embargo, no nos parece tan descaminada esta forma de argumentar. En estos tres últimos lustros la memoria ha hecho un largo camino. Francia, con la ley Taubira, ha reconocido, ante los descendientes de esclavos de sus colonias, las culpas pasadas por las prácticas esclavistas (Vergès, 2010: 80). Países centroafricanos han planteado ante organismos internacionales demandas de justicia por sus atropellos pasados. El Congo se ha enfrentado a Bélgica por la rapiña y genocidio de su rey, Leopoldo II. Desde el momento en que la memoria entra en escena, no cuenta el tiempo transcurrido, sólo si la injusticia pasada ha sido reparada o no.


El otro argumento, de tipo antropológico, explica que somos responsables incluso de lo que no hemos hecho, en nombre de la alteridad como principio filosófico. Nos constituimos como sujetos humanos en respuesta al otro. El principio de alteridad despide al de autonomía ilustrada. Es lo que guía la filosofía de Emmanuel Lévinas, en Francia, o de Herman Cohen, en Alemania. Lévinas llega a decir no sólo ser yo responsable de lo que uno no ha hecho, sino “ser responsable del prójimo incluso cuando comete crímenes, incluso cuando otros hombres cometen crímenes. Es, para mí, lo esencial de la conciencia judía. Pero creo que es también lo esencial de la conciencia humana: todos los hombres son responsables unos de otros, y yo más que todos los demás” (Sucasas, 2015: 125). También Cohen se pregunta “si acaso existo yo como sujeto moral antes de que me convierta en prójimo” (Cohen, 2004: 109), es decir, antes de que me aproxime al necesitado. Sólo nos convertimos en sujetos morales si nos hacemos cargo del otro, si respondemos del otro. Este tipo de filosofía basa todo su potencial en la idea tan poco moderna de que somos responsables de lo que hemos hecho y también de lo que no hemos hecho.


3] Todas estas reflexiones caerían como un castillo de naipes si fueran anacrónicas, es decir, reflexiones que respondieran a nuestro modo de pensar hoy pero que fueran totalmente extrañas al tiempo pasado supuesto en la expresión “agravio histórico”.


No son reflexiones anacrónicas porque ya se daban en su tiempo y, por tanto, las cosas se podían haber hecho de otra manera. Tomemos en consideración la conquista. El famoso sermón de Montesino, en La Española, el cuarto domingo de adviento de 1511, denuncia la conquista porque entiende que se están haciendo las cosas mal: “Con qué derecho y con qué justicia tenéis en tan cruel y horrible servidumbre a estos indios”, “¿con qué autoridad habéis hecho tan detestables guerras a estas gentes que estaban en sus tierras mansas y pacíficas?”, “¿cómo los tenéis tan opresos y fatigados, sin darles de comer ni curarles de sus enfermedades?” (Las Casas, 1957a: 175). Detrás de esas preguntas están la experiencia de la esclavitud, de la violencia ilegítima de la conquista, del maltrato inhumano de los encomenderos. Si se hacen esas preguntas es porque ya se tiene una idea del ser humano que no es respetada, de ahí la pregunta: “¿acaso no son hombres?” (Beuchot, 1994: 33). Ya hay conciencia del agravio. Sabemos de este episodio por un cura encomendero que no estaba presente pero que supo de ello hasta el punto que “se convirtió”, decidió hacerse fraile dominico y dedicar su vida a responder a esas preguntas. Era Bartolomé de las Casas. Al final de su vida resumió en una frase su juicio sobre la conquista: “ha sido contra todo derecho natural y derecho de gentes, y también contra todo derecho divino y, por consiguiente, nulo, inválido y sin ningún valor y momento de derecho” (Las Casas, 1957a: 239). La Controversia de Valladolid, con Ginés de Sepúlveda, ya le hizo saber que la lectura que se transmitiría al futuro no sería la suya sino otra, la que harían los triunfadores. Consciente de que la única manera de contrarrestarla era la memoria de las propias víctimas, previene contra el olvido: “del más chiquito y del más olvidado tiene Dios la memoria muy reciente y muy viva” (Las Casas, 1957b: 10). Siempre hay alguien que no olvida, con lo que el tema de la responsabilidad histórica sigue abierto. Confiado de que así será, se siente autorizado para mandar un aviso a las generaciones posteriores, es decir, a nosotros, tal y como escribe en De Thesauris: “no sólo conviene que se arrepientan (los conquistadores) del pecado de hurto y de robo, sino también de la injuria, que de manera especial irrogan a los citados sucesores o descendientes vivos de aquellos cuyos sepulcros violan, al hacer disminuir el honor y la alabanza de ambos, vivos y muertos, y conseguir que se pierda su memoria. Por lo cual también están obligados a darles satisfacción” (citado por Gutiérrez, 1992: 505).


Está diciendo a las generaciones posteriores que hubo daños materiales (el robo) pero también un agravio espiritual: la injuria, que es atentado al buen nombre de las víctimas. Desacreditar a los indios diciendo que eran bárbaros, primitivos, incapaces o “como niños” es la mejor forma de hacerlos invisibles y echarlos al olvido. Si los conquistadores y sus ideólogos consiguen fijar en la generación presente y en las futuras un imaginario colectivo despreciador de las víctimas, entonces conseguirán que todos acepten la conquista como un gesto humanizador. La responsabilidad histórica es material y también espiritual. Por eso insiste Las Casas en el peligro de que “se pierda la memoria”, es decir, se pierda de vista que aquellos indios eran hombres, sujetos de derechos y muy capaces de gestionar sus intereses. Lo perverso del olvido es asentar en el imaginario colectivo la imagen del indio incapaz, infantil o sanguinario.


No estamos, pues, ante un anacronismo porque las cosas se hicieron de otra manera. Sabemos que un cansado Felipe II, con mala conciencia por la manera en la que se había llevado la conquista en América, quiso hacer las cosas de otro modo en las islas que acababa de “descubrir” Miguel López de Legazpi en 1656 y que dio en llamar Filipinas. Se preguntó el rey a sí mismo cómo lo habría hecho Bartolomé de las Casas, así que propuso como obispo de Manila a un discípulo suyo, Domingo de Salazar, que no había cesado de denunciar en México la ilegitimidad de la conquista. Este obispo dominico tenía claro la doctrina lascasiana sobre el particular: a] sólo se justificaba la presencia de españoles por razones de evangelización, siempre y cuando ésta respetara la libertad de los indígenas; b] la conquista militar y política era ilegítima porque todos los pueblos tienen derechos sobre sus tierras. Para justificar la presencia de los españoles tendrían que contar con el acuerdo de los pueblos del lugar; c] se declaran injustos todos los tributos cobrados porque nadie los había llamado allí.15


El obispo de Manila pronto se dio cuenta de las resistencias que esos principios encontraban en el gobernador, en los conquistadores, en los comerciantes y entre muchos clérigos que daban más crédito al mito de la “donación de Constantino” que a la doctrina de la Escuela de Salamanca. Así que el obispo decidió volver a Madrid para hablar con el rey que entretanto dudaba del plan inicial por las consecuencias que eso tendría en el resto de las tierras conquistadas. Murió en el empeño pero consiguió que fuera nombrado sucesor otro fervoroso lascasiano, Miguel de Benavides, que no cejó hasta que consiguió una real cédula, firmada por el rey el 8 de febrero de 1597, en la que se daba la orden al gobernador de organizar un referéndum entre los nativos para saber si aceptaban o no la presencia de los españoles. El referéndum se puso en marcha bajo las órdenes de un comité electoral, presidido por el obispo, con presencia del gobernador y de jefes locales, estableciendo un procedimiento riguroso para su ejecución. Tuvo lugar el 21 de marzo de 1599, con un resultado positivo para la corona española. Hay actas, como la del distrito de Mangaldán, que son harto elocuentes. Dice así: “todos los dichos pueblos… dijeron por boca de Tomás Castellar [que era el traductor] que de su libre voluntad, sin fuerza alguna, antes con mucho gusto, a voz de todos los pueblos y barbagayes… tomaban y tomaron por su rey al católico rey de Castilla y León… y daban por muy bien dados todos los tributos que en cualquier tiempo hasta ahora habían pasado… Mas cuanto a los agravios que alcaldes, encomenderos, cobradores y otros españoles les han hecho… esto no lo perdonaban, ni perdonan, antes quería que se les pague todo… y a todos los que les hicieren agravios sean castigados y así quieren y dicen que si los dichos les deben algo se lo vuelvan y que esto es su voluntad” (Gayo, 1959: 240). Aceptaban pagar algunos impuestos pero no los que les impusieron los comerciantes y encomenderos. Ésos tenían que ser devueltos, como así ocurrió. Con esos fondos se hicieron obras pías para los más necesitados.


Es un hecho insólito no sólo en la historia de la conquista sino de todas las colonizaciones o imperios. Pero tuvo lugar y su existencia desmiente todo asomo de anacronismo en el tema de la responsabilidad histórica.


Existen, pues, sólidas bases para hablar de agravio histórico. Los descendientes de los agraviados pueden exigir responsabilidades históricas a los descendientes de los que los causaron, cualesquiera que unos y otros sean.
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[MANUEL REYES MATE]


alienación


I. La alienación en la sociedad industrial, ya criticada por Marx y antes por Hegel, no ha perdido su actualidad, sigue siendo objeto de estudio en los diversos campos del saber. Inquieta a filósofos, sociólogos, psicólogos, antropólogos. Es un hecho social que no puede encerrarse dentro de los estrechos límites de una moral individualista. No es solamente “europea”, ni tan sólo un fenómeno propio de la sociedad “occidental”, ni se circunscribe a un determinado sistema político o social. Pero, por otra parte, es un fenómeno histórico. Hegel y Marx, como lectores atentos de su tiempo, han recogido el reto de dar respuesta a cuestionamientos que ya Rousseau, Fichte y otros se habían planteado: ¿por qué los poderes de los individuos se tornan omnipotentes en contra de ellos mismos? ¿Cuál es el origen de que sus relaciones se independicen? ¿Por qué el hombre es dominado por el producto de su propia mente, así como es dominado por el producto de su propia mano?


La palabra alienación, tan frecuentemente usada después de la Segunda Guerra Mundial por filósofos, psicólogos y sociólogos, viene de la palabra latina alienatio o abalienatio y del concepto griego aristotélico apolotríosis que encontramos en la Retórica. También puede provenir del concepto latino alienus, del griego “aloíosis” (alteración), del adjetivo “alos”, que significa otro. En este sentido, no es el otro o lo otro simplemente opuesto al tú, no nada más un alter, como un alter ego, sino un alter, que no tiene ya nada que ver con el ego.


El concepto latino de alienatio tenía siempre dos significados: uno de contenido jurídico, el otro de contenido médico. Así, Séneca y Cicerón hablaban de la alienación como de una “transferencia de la propiedad” (Séneca, De Beneficiis, 5, 10; Cicerón, “Topica”, 5), como Rousseau lo hará más tarde en el siglo XVII para indicar la cesión de los derechos individuales. En cuanto al contenido médico, Celso y Scribonius Largus describían la alienación como “enfermedad mental” o como “desvanecimiento” (Celso, De medicina, IV, 2, 2; Scribonius Largus, Campo Medicament, 1980).


Pero también debemos tener presente que el concepto latino conserva otros significados secundarios, aunque no menos importantes, que influyeron en el significado posterior de la palabra alienación, dado sobre todo por Feuerbach, Hegel y Marx. Por ejemplo, en Cicerón, el concepto de alienación comporta el significado de “deserción” o “pérdida de la amistad” (Cicerón, Ad Quintum Fratrem, 1, 4, 4; De amicitia, 21, 76). En Milton y en Fénelon conserva un contenido eminentemente religioso. El primero se lamenta del ser que está “alienado de Dios”, del hombre “alienado” de sí mismo a causa de las “oscuras idolatrías del alienado pueblo de Judá” (Milton, Paraíso perdido, lib. 1). Fénelon hace las mismas consideraciones en relación con el comportamiento de aquellos cristianos “aliénes de la vie de Dieu!” (Fénelon, 1820: 328). Es en esta línea que se habla de liberar al hombre de la autoalienación. Como lo escribiera Marx en La cuestión judía: liberación imaginaria, “abstracta universalidad” teórica, formal, con la cual “se acompaña el mundo del egoísmo” (Marx, 1976b: 187). El concepto religioso de alienación se convierte en un concepto laico bajo la forma de la vendibilidad.


Adam Smith, en su investigación sobre la riqueza de las naciones, ya escribía, al hablar de la Edad Media, que “el vasallo no se puede alienar sin el consentimiento de su superior” (Smith, 2007: 342). Para Kant, por ejemplo, la alienación no es sino la transmisión de la “propia propiedad” a otro. “La posesión (física) —escribe— es, por consiguiente, la condición de la posibilidad del uso (manipulación) de un objeto como de una cosa, aunque si bien este objeto, por otro motivo, deba ser tratado como una persona” (Kant, 1965: 551). Ya antes había escrito que el contrato de trabajo, o sea, loctio opere, no es sino la “concesión del uso de mis fuerzas a otro por un determinado precio (merges)”. Según este contrato, por lo tanto, el trabajador es un mercenarius (Kant, 1965: 468). Por consiguiente, la alienación humana es la condición del hombre en donde éste se convierte en un objeto vendible. Con razón, pues, Marx dirá, siguiendo este sentido, que “la venta es la práctica de la alienación” (Marx, 1976b: 189).


Sin embargo, el concepto de alienación no tiene un fondo ni un origen necesariamente religioso, como lo sostienen, por ejemplo, Hook, no posee un significado psicológico, como lo afirman Fromm y Tucker. Por desgracia o por fortuna es un concepto demasiado ambiguo, rico en significados. Y en lo que se refiere a Marx, debemos buscar su concepto de alienación en la literatura de la filosofía idealista alemana. Precisamente en Schelling, Fichte y Hegel.


Condicionar es, para Schelling, alienación. “Condicionar —escribe Schelling— significa la acción por la cual algo se convierte en cosa, condicionado es aquello que se ha vuelto cosa. Esto explica, al mismo tiempo, que nada puede ser considerado como cosa por sí misma, es decir, que una cosa incondicionada es una contradicción. Incondicionado, en efecto, es aquello que no se ha vuelto cosa, que no puede convertirse en cosa” (Bedeschi, 1972: 9).


El momento de la alienación —del salir del hombre de sí mismo— no es un devenir otro, con un contenido determinado, histórico-empírico. Para Schelling, como también para Jacobi y Schleiermacher, al despreciar la determinación y creer que se detiene en el centro y en la profundidad del ser, en realidad cae en una “profundidad vacía”, sin contenido, sin expansión, por lo tanto, superficial. Hegel, al contrario, reivindica, en contra del irracionalismo romántico, el momento de las determinaciones, en donde la fuerza del espíritu se manifiesta precisamente en “su exteriorización”, en ese momento en que el espíritu “se atreve a desplegarse y a perderse”. Schelling, por ese recurrir o partir de un absoluto que olvida fijarse en las determinaciones múltiples de la experiencia y porque ciertamente representa a la clase feudal en decadencia, sostiene —lo podemos afirmar— que lo esencial de toda realidad es precisamente su origen. Por lo tanto, es el pasado lo que Schelling glorifica. Lo contrario sucede en Hegel, para quien el espíritu, al romper “con el mundo anterior de su ser allí y de su representación”, se dispone “a hundir eso en el pasado, entregándose a la tarea de su propia transformación” (Hegel, 1972: 12).


II. El término alienación es universal. Lo encontramos en todas las disciplinas. En todos los horizontes de la cultura; en las ciencias jurídicas, en medicina, en filosofía e, incluso, en teología. E. Ritz, en su investigación sobre el término alienación (Entfremdung) nos presenta esa historia. Llena las páginas de la literatura y de la religión. El término esconde las “ideologías” y, criticando la alienación, al mismo tiempo hacemos una defensa del auténtico humanismo. En primer lugar, y en líneas generales, conlleva un sentido filosófico-teológico como oposición entre espíritu-materia. En la tradición platónica-cristiana, “alienación” (allotríosis) nos recuerda el mito de la caverna, el alma encerrada en la cárcel del cuerpo o en ese “alejarse de la vida de Dios” que leemos en San Pablo (Efesos IV, 18). Milton y Fénelon nos darán cuenta de esa tradición. Lutero mismo: enfremdet von dem Leben, das aus gott ist. En el pensamiento-horizonte de la tradición judeo-cristiana, en el misterio de muerte y resurrección y, antes, en la semilla que muere (se niega, se extraña de sí misma) para convertirse en flor, ahí encontraremos la inspiración para el término hegeliano de dialéctica y alienación. Y, por supuesto, el campo abierto para Marx a partir de sus Manuscritos económico-filosóficos de 1844. Será nuestro específico campo de lectura en la presente investigación. En Hegel, quien recoge la tradición neoplatónica y, en general, del pensamiento cristiano, la alienación es entendida como una oposición o extrañamiento que parte de un principio (El Espíritu Absoluto). No es sino una manifestación, enajenación, extrañamiento que, en sí, conserva un espíritu positivo e, incluso, optimista y enriquecedor (Hegel, 1967: 33). Obvio, para Hegel. No así, en la tradición gnóstica, pagana, donde se habla de un principio o dios malo, donde la materia es el producto de un dios malvado, contrapuesto a un dios bueno, ajeno y extraño a la misma materia. Ahí, pues, un elemento de alienación de ese espíritu o dios bueno (Harnack, 1921). Lo opuesto al pensamiento de Hegel, que recogerá la tradición judeocristiana donde Dios crea la materia (el mundo) con un acto de cuidado y amor y donde el principio de alienación llega, incluso, a extrañarse de sí mismo en la forma de una alienación positiva: se hace carne, hombre, y muere para salvar y redimir a un mundo. Ese principio, “Dios”, en el pensamiento cristiano, toma forma humana en Jesús de Nazareth y muere. Será el texto de San Pablo a los Filipenses II, 7-8: semen ipsum exinanivit (ekénose), forman servi accipiens (se anodadó a sí mismo tomando la forma de siervo). Aquí el origen de la idea (optimista) de “La muerte de Dios”, que tanto ha mermado la literatura. Morir para resucitar. En el fondo, Nietzsche beberá de esas fuentes.


La futura historia de la filosofía y la cultura no será sino una serie de oposiciones y extrañamientos, o sea, alienación, entre espíritu y materia, entre Dios y hombre (Feuerbach), finito-infinito (Hegel), el Yo y lo Absoluto (Fichte), entre el sujeto-yo y sus productos (Marx). Oposición (o extrañamiento) que no es absoluta, sino que puede ser superada en el hombre, por una superación de su alienación por medio de un humanismo auténticamente liberador. En el campo político-económico, tal vez las herramientas (el método) las ha puesto Hegel, pero Marx las aplicará a la práctica (praxis). De aquí la importancia, en este terreno, de acudir a Hegel en sus diversos lenguajes del concepto de alienación (Entfremdung, Entäusserung, Veräusserung).


Recordemos que de la tradición bíblica se infiere, expresamente, que todo el universo está impregnado de espíritu. Opuesto a la tradición del espíritu del mal. Platón, en contra de los atomistas que veían el cuerpo con una concepción mecanicista, contrapone una finalidad más allá, no alienada en la sola materialidad. De ahí la deuda de Giordano Bruno en el Renacimiento. Así, la “cárcel” en donde el alma se encerraba, no era definitiva. Estaba predestinada a un diseño finalístico con un principio de liberación; de ver el sol, la verdad y, como instrumento, la filosofía (Platón, Timeo, 43a). Por algo Platón consideraba al hombre erecto, como señal de que no era sino una “planta celeste” (Platón, Timeo, 90ab) destinado a ejercitarse en las virtudes para llegar a la verdad (al Uno), a la idea de bien y de belleza. Nada, pues, de una alienación negativa, sino, más bien, de un principio de humanismo; sí, trascendente, pero que tiene que reflejarse aquí en el mundo visible por medio de una “meditatio mentis” (reflexión sobre lo finito del tiempo) y una continua “ejercitación” con la práctica de las virtudes. Pedagogía esplendente y radical para el futuro Kierkegaard. Es Platón, esencialmente, en su carta VII, es su ética en donde se debe elevar el hombre más allá del cosmos, de lo inteligible sensible y más allá del mismo ser (epékeina tés oúsias) (Platón, Parménides, 141d; República 509b). ¿Dónde está para Heidegger cuando éste nos habla del Ser? Para Platón, por lo tanto, todo el cosmos, el mundo del hombre, será una alienación, por ejemplo, una manifestación de lo divino. Hegel tomará la lección, será la divinización del cosmos que en el cristianismo se reforzará con la divinización del hombre como imago Dei, como resultará en Agustín de Hipona, Tomás de Aquino y San Anselmo (el hombre como “Quidam Magnus”). Aquí, en los griegos, en Platón y en el primer Aristóteles, encontramos una ya fuerte y práctica secularización. Con el pneuma, espíritu, también Zeus lo invade todo y todo queda divinizado, aire (aéra), éter (aithéra), movimiento. Como lo recordará Agustín de Hipona, y lo consigna Varrón, Zeus es Unus et omnia (Agustín, De Civitate Dei VII, 9). Aquí, la alienación de lo divino en el mundo es política y una secularidad más que evidente. No es un mundo de segunda, marginado, subvalorado. En contra, por lo tanto, de la interpretación que del platonismo hará el futuro Nietzsche.


III. Hegel comienza a modelar su concepto de alienación ya en sus tempranos Escritos teológicos de juventud, sus Conferencias de Jena y, sobre todo, en su monumental Fenomenología del espíritu. La alienación es un concepto central de su dialéctica. En su concepción del devenir, es el momento de la separación, de la particularidad, de la determinación. Para Hegel, la Idea Absoluta es la primera realidad (que en su sistema ocupa el lugar de Dios) que, al negarse a sí misma, o sea, alienándose, se objetiviza en la naturaleza. La naturaleza es, pues, la antítesis de la Idea, el elemento negativo que negándose (negación de la negación) se realiza en el espíritu. Según el pensamiento hegeliano, el Espíritu se aliena, es decir, sale fuera de sí, se pierde, se niega en el objeto. Pero después supera dicha alienación al reconquistarse a sí mismo enriquecido por varios elementos. Aquí, en este punto, se ve la influencia que para Hegel le vino del logos cristiano, es decir, de la teología cristiana sobre la creación y redención. No olvidemos que Hegel se declara teólogo y que el concepto de Dios es lo central en su teología. Su “alienación” del Espíritu Absoluto es, al mismo tiempo, la valorización de la naturaleza y del hombre. Recogería la tradición agustiniana y tomista del hombre como imagen de Dios (imago Dei). El hombre valorado como un quid magnus (algo grande) de San Anselmo y Juan Crisóstomo. Aquí, en este horizonte, Hegel estaría dentro de la valoración del hombre en el pensamiento medieval. Aunque cuando habla de alienación o enajenación en la Edad Media, la aplica a una concepción cristiana que se queda en algo exterior, meramente ritual, tal y como ya lo criticaría San Juan Crisóstomo en el siglo IV. Por lo tanto, en Hegel, el término alienación no se debe tomar en sentido peyorativo, negativo, ya que sufre una interpretación optimista desde el momento en que la Idea, alienándose, conquista síntesis más elevadas. La alienación hegeliana es el momento de la “diferencia”, de la escisión entre sujeto y sustancia, oposición entre tesis y antítesis. Para Hegel, la alienación radica en ese hecho de que el espíritu, al no reconocer su propia obra, la considera extraña. Es el espíritu que se ha vuelto extraño a sí mismo (sich entfrendete). Por otra parte, el hombre, según Hegel, al superar a la naturaleza, al transformarla por medio del trabajo, adquiere, al mismo tiempo, conciencia de su propia superioridad sobre la naturaleza. Se constituye en hombre. El hombre es el Logos encarnado que existe en la medida que es oposición al Ser, en la medida en que modifica la materia inerte, la hace suya por medio del trabajo. Es por medio del trabajo que el hombre suprime la “forma existente” que le es opuesta como si fuese una cosa extraña. Sin embargo, a pesar de que el hombre vive en una realidad, en un mundo que ha modelado con su trabajo, este mismo mundo le sigue siendo extraño, ajeno, sin pertenecerle por completo. El hombre, pues, se encuentra alienado.


Hegel, por otra parte, al analizar el trabajo humano, confunde los términos de “objetivación” y “enajenación”. En un régimen capitalista, podemos distinguir dos elementos o aspectos en las cosas: en cuanto son producto del trabajo del hombre y en cuanto escapan al control del productor.


Hegel, por lo demás, al no prever otro horizonte diverso a la sociedad capitalista, llega a confundir estos dos elementos de cosas con respecto al trabajo, concibiendo la “alienación” como una cosa necesaria, eterna, superada solamente y, en última instancia, por medio de la filosofía. Superación que pasa, sobre todo, por medio del espíritu, por medio de las creaciones del espíritu; conciliación, por lo tanto, en el terreno de la ley, de la ciudadanía, de la cultura.


Sin embargo, es Hegel el primero que ha reivindicado con firmeza al hombre como creador de esa realidad histórica objetiva. Es el hombre el que con su actividad ha creado ese mundo histórico. Pero si bien ha concebido al hombre como una “autoconciencia”, a los individuos, como afirma Marx, no los ha situado concretamente en su esencia, en el mundo histórico y social, sino también en ese mundo ideal de la “autoconciencia”. Por eso, como dice Marx, ha caído en el misticismo idealístico y ha concebido a la historia como una mera historia ideal. Sin embargo, a pesar del pensamiento abstracto ínsito en su filosofía, en su concepto de alienación (objetivación) ha recogido la esencia del trabajo.


IV. Teoría marxista de la alienación. Con la teoría de la alienación nos adentramos en el núcleo de la problemática marxista acerca del trabajo. No en el sentido de que dicho problema se expresa siempre bajo el término de alienación, sobre todo en los últimos escritos de Marx, sino —lo que es más importante— de que tal problemática no desapareció de la temática de Marx.


En este sentido no podemos admitir la tesis de Althusser de que Marx abandonó, a partir de 1845-1846, el concepto y, sobre todo, los contenidos del concepto de alienación o enajenación. Sostendrá fundamentalmente lo mismo; en una línea sin interrupción, a partir de Los cuadernos de lecturas, los Manuscritos económico-filosóficos de 1844 hasta los Grundisse y El Capital. Su crítica a la alienación será, esencialmente, su humanismo.


La alienación no es un fenómeno eterno, sino histórico y transitorio. No se supera, por lo tanto, en el terreno del espíritu. Para Marx era imposible aceptar una “desalienación” abstracta y especulativa, ya que el hombre alienado lo era en el terreno de la práctica, esclavo de las fuerzas de producción, separado de sus propios productos, alienado en su mismo proceso de producción, dominado por la máquina en la industria.


De esta manera, Marx no sólo supera el idealismo de Hegel, sobre todo al distinguir entre objetivación y enajenación.


El hombre se enajena, se aliena, no por el hecho de “objetivarse”, sino porque el producto se convierte en una cosa que escapa a su control y lo domina y lo empobrece.


La economía política, según Marx, no consideraba el trabajo en su relación con el hombre. Para Ricardo, los hombres no eran nada. El producto lo era todo. No se estudiaba la génesis histórica de la explotación, sino los productos de la explotación.


Al hablar del “fetichismo de las mercancías” caracteriza, como escribe A. Schaff, “la relación que predomina aparentemente entre cosas (mercancías intercambiadas en el mercado), mientras de hecho se trata de la relación entre los hombres como productores” (Schaff, 1967: 55). Marx, en El Capital, al tratar de definir el capital usa las expresiones “forma enajenada” o “forma fetichista” de la relación capitalista (Libro III, cap. XXIV). También, habla de la “fórmula trinitaria”, al referirse a “la personificación de las cosas […] Esa religión de la vida cotidiana”, y hace hincapié en que “los agentes reales de la producción se sienten perfectamente, como en su casa, en esas formas enajenadas e irracionales: capital-interés, tierra-renta, trabajo-salario” (Lib. III, cap. XXXVIII). Pero de esto ya hablaremos más adelante.


Marx, pues, critica que en la sociedad capitalista reina la alienación: una relación no humana, en donde todo hombre es sólo un medio para conseguir fines egoístas, en donde el trabajador se sirve del capitalista y el capitalista, del trabajador.


Es natural, pues, que Marx considere que el hombre en el capitalismo es un ser mutilado (Marx, 1965: 706).


Ahora bien, Marx no se detiene a considerar la alienación del obrero con respecto a su trabajo, o sea, no circunscribe la alienación a una mera “explotación”, aunque en sus Manuscritos de 1844 pueda parecer lo contrario. Extiende la alienación a una esfera mucho más amplia, que implica a la sociedad. En esto Marx vuelve a sufrir la influencia de Hegel. Se repite la dialéctica del “amo y del esclavo”. Ni el capitalista ni el obrero son libres; ambos se encuentran, aunque de forma diversa, alienados. El obrero, porque no es dueño de su producto. El capitalista, porque no tiene contacto con la naturaleza, no la transforma. El primero está alienado por su actividad, el segundo por su estado de desasimiento. Lo que aparece en el obrero como actividad de desasimiento, de alienación, escribe Marx, aparece en el no-obrero como estado de desasimiento, de alienación.


Marx, al contrario de la economía política, no deja de indagar lo que se encuentra debajo de las categorías de salario, interés y renta. No las presenta como datos absolutos y naturales. Marx no cae en esa contradicción de los economistas clásicos, quienes mientras hacen del trabajo la fuente del valor, le ponen al mismo tiempo “precio” y lo tratan como una simple “mercancía”. Marx, en este sentido, no está en contra del concepto de alienación, sino de un concepto que no tenga en cuenta la referencia a la práctica social.


El concepto de alienación, que Marx usará a lo largo de su obra, no será, por lo tanto, un concepto “abstracto”, sino que tendrá su correspondiente referencia social y práctica. Cuando hable del trabajo alienado no lo hará en términos idealistas. Ya en La ideología alemana había escrito que “hasta en tanto que la actividad, por consiguiente, esté dividida, no voluntariamente sino naturalmente, la acción propia del hombre se convierte en una potencia extraña a él, que lo aplasta, que lo subyuga, en vez de ser por él dominada” (Marx, 1972: 33).


Marx está consciente de que la relación entre objetivación (el tránsito del trabajo como actividad al producto como objeto) y alienación (expropiación del producto del trabajador en el momento en que logra objetivarse en él) no es una relación absoluta, sino relativa a determinadas condiciones sociales. Por consiguiente, la relación entre objetivación y alienación, en el capitalismo, es una relación social: el producto le viene expropiado al trabajador ya desde sus inicios y le impide el uso de su capacidad creativa al llevarse a cabo una inversión entre sujeto y objeto: el objeto se convierte en un poder extraño al sujeto y lo domina. Es lo que Marx llamará fetichismo.


Notemos que aquí Marx subraya al obrero como un sujeto al cual le han expropiado sus condiciones de trabajo, expresadas en última instancia en un capital que no le pertenece, porque este capital es usado como “medio para apropiarse los productos del trabajo de los otros, como dominio sobre el trabajo de los otros” (Marx, 1971: 524).


De nuevo, el hombre en vez de dominador de las fuerzas objetivas, se torna esclavo de las mismas.


El trabajo aparece como la forma extrema, según Marx, de alienación (Entfremdung). En la economía burguesa, ese “proceso universal de objetivación como alienación (Entfremdung) total” es un continuo y completo vaciarse y sacrificarse hacia “una finalidad completamente exterior” (Marx, 1956: 80-1 y 33). La alienación o separación del obrero respecto de sus propios productos es aquella problemática en la cual se hablará del dominio del capital (trabajo muerto) sobre el trabajo vivo (la acción productiva del obrero).


La alienación no es otra cosa sino esa escisión que padecen los hombres con respecto a ese “poder social” objetivado por ellos mismos, por medio de su trabajo, aunque se presente bajo la forma de fuerza productiva o Estado. La alienación no es otra cosa que esa “potencia extraña, puesta fuera de ellos mismos”, como escribe en un momento de la Ideología, que los domina y los dirige. O es ese Estado, “separado de los reales intereses individuales y colectivos”, o es esas “fuerzas productivas que aparecen como completamente independientes y separadas de los individuos, como un mundo aparte junto a los individuos”. Fuerzas productivas que adquieren la forma de cosas y en las cuales los individuos ya no se reconocen, porque no son sus fuerzas, sino las fuerzas de la propiedad privada. Los hombres, por lo tanto, con su trabajo, en las condiciones en la sociedad capitalista, dependen y están dominados por una “objetividad” en la cual no se realizan y que, sin embargo, ellos mismos crearon.


En este sistema, sin racionalidad y sin la socialización de los medios de producción, el capital se vuelve cada día una “potencia social extraña, independiente, que se contrapone a la sociedad como entidad material y como poder de los capitalistas a través de esta entidad material” (Marx, 1956: 38). Es el contenido del libro tercero.


En el trabajo “Historia de las doctrinas económicas”, Marx retrata al capital como “el fetiche más completo”, productor de interés. “Aquí tenemos, dice, el punto de partida originario del capital —el dinero— y la fórmula D-M-D reducida a sus extremas D-D. Dinero que crea más dinero. Es la fórmula originaria y general del capital reducida a un compendio sin sentido” (Marx, 1971, vol. III: 473-474).


La economía clásica cristalizó el mundo de la apariencia y, al cristalizarlo, el mundo fenomenológico se tomó como si fuese el mundo de la realidad. Así, sin más, la tierra se tuvo como “fuente” de la renta, el capital como la “fuente” del beneficio y el trabajo, la “fuente” del salario. La crítica, por lo tanto, debe “desenmascarar” estas tres categorías (renta, salario, interés) bajo las cuales se esconde la división social de propietarios, asalariados y capitalistas. Esta fórmula trinitaria (renta, salario, interés) reproduce la irracionalidad de la división de clases. Marx analiza la relación tierra-renta, capital-interés, trabajo-salario y muestra el carácter fetichista de tal relación al habérseles considerado naturalísticamente como si fuesen fuerzas productivas naturales.


Por ejemplo, asumiendo que el salario es el precio justo del trabajo, se afirma que el trabajo es el precio de sí mismo. Que el trabajo asalariado constituye la categoría de salario. El salario es la medida del trabajo y viceversa. Se identifica trabajo asalariado con el trabajo en general. Llegamos así a la apariencia, a la abstracción, al “estudio” de categorías económicas fuera de las condiciones históricas determinadas. Se llega a creer que es el trabajo en general el que produce el valor, cuando en realidad es este determinado trabajo en estas determinadas condiciones del sistema capitalista. Y se llega a la relación, según Marx, más fetichística de la apariencia: a la relación capital-interés, que se disuelve en la forma capitalista D-M-D, cristalizando, al fin de cuentas y en último término, en esa otra fórmula D-D, dinero que produce dinero. Lo único que aparece es, por lo tanto, la “cosa”, es el más puro y el más completo modelo de fetichismo. Se ha removido el proceso de la producción capitalista. Es ese fetiche automático del que habla Marx (el dinero) que se valoriza a sí mismo, el dinero que produce dinero y que de esa forma ya no lleva las huellas de su origen. Es ese fetiche del capital que identifica el trabajo de la explotación con el trabajo que es explotado. Así como en la religión, el hombre es dominado por la obra de su propia cabeza, así en la producción capitalista es dominado por la obra de su propia mano.


Se produce para el intercambio. Los obreros, en cuanto sujetos de la producción, son marginados. No tienen influencia en la “medida” del valor. Son ellos mismos una mercancía, un objeto que se compra y que se vende (la fuerza de trabajo). El dinero (capital) se transforma, por consiguiente, en un Dios, en un fetiche. Es, al mismo tiempo, el reino de la “cosificación”. Los individuos se sienten y se perciben como objetos, como mercancías, y experimentan a los demás individuos como objetos también. Al mismo tiempo, como las mercancías no son sino “cosas”, los mismos individuos se sienten dominados por “cosas”.


El capital aparece como un poder objetivo que domina el trabajo, o lo que es lo mismo, aparece en esa relación de dominación a la cual es sometido el sujeto trabajador, relación que, por otra parte, aparece bajo la forma de la libertad. El “libre” trabajador es sólo una apariencia. Es solamente una libertad fetichista. Es en realidad el dominio del objeto sobre el sujeto. La finalidad del modo de producción capitalista no está bajo el dominio, según Marx, de los individuos, ni coincide con un proceso en donde se recupere la subjetividad


Es obvio que, según Marx, la única salida posible de esta situación fetichista consiste en un modo social de producción alternativo al concepto de producción capitalista en donde sea posible una verdadera actividad y realización de los sujetos productores. Será, sin más, su radical humanismo.
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[FRANCISCO PIÑÓN GAYTÁN]


anomia


La anomia es fenómeno de distorsión de la vida normal; esta distorsión se ha manifestado en una serie de casos que han ido desde la hostilidad entre el trabajo y el capital, la racialización y persecución de minorías, la devaluación de lo público a través de su mercantilización y clientelización o las formas de alterización sujetas a medicalización con vistas a su encierro. Fenómenos que indican tantas situaciones de injusticia que se reconocen en la sociedad moderna, y que desde su emergencia el análisis sociológico reconoció como patologías de los procesos sociales. Para configurar una explicación basada en un criterio de cientificidad recurrió a la distinción entre lo normal y lo patológico, desarrollado en el ámbito de las ciencias de la vida, pero que en el ámbito propio de lo social cobra un significado particular. En este trabajo nos proponemos desarrollar la historia de la problematización de la anomia, lo cual incitó a desarrollar una noción de sociedad, de vida y naturaleza en donde se pudiera entender y responder a este fenómeno.


El concepto de anomia se acuña en el comienzo de la sociología, cobrando un lugar fundamental en el desarrollo de la disciplina por Émile Durkheim. Es en La division social del trabajo (1893) donde aparece la anomia claramente definida como un fenómeno emergente de las sociedades industriales modernas: “Varias veces insistimos en el curso de este libro sobre el estado de falta de regulación (anomia) jurídica y moral en la que se encuentra actualmente la vida económica” (Durkheim, 2007: 8). En las sociedades modernas se hace patente la carencia de autoridad moral, de anomia, la cual es la fuente de conflictos que aparecen sin cesar en estas sociedades. El punto de partida del análisis de la anomia es aclarar la relación entre las personas individuales y la solidaridad social, para lo cual a su vez es necesario reconocer dos tipos de solidaridad social: la solidaridad mecánica y la orgánica. La solidaridad mecánica es propia de las sociedades de escala pequeña (morfología social), organizadas en segmentos homogéneos, con una gran semejanza en los roles sociales. Lo que se observa en estos casos es una “conciencia colectiva” omnipresente junto a una autoridad colectiva fuerte. Es el incremento de la población y de la diferenciación social (morfología social) que dan lugar a una predominancia de la solidaridad orgánica. Este tipo de solidaridad se fundamenta en la división del trabajo, e implica otro tipo de regulación social y de moralidad. Durkheim analiza el paso de la solidaridad mecánica a la orgánica a través de los cambios en el derecho, las sanciones pasan de ser punitivas a ser restitutivas, a lo que se agrega que los sentimientos y las creencias colectivas son crecientemente individualizadas. Al ampliar el concepto de integración social hacia sociedades en gran escala, Durkheim extiende el concepto de solidaridad social (orgánica), con lo cual se deslinda de los pensadores conservadores pero también lo hace del pensamiento liberal (Spencer) al reconocer que la división del trabajo no es sólo un proceso industrial sino que configura un orden social y moral. Por lo cual plantea que la institución del mercado se sustenta en “elementos no contractuales” que configuran las formas de regulación social morales, las cuales limitan la competencia y el auto-interés. El análisis de la división social del trabajo plantea a su vez la necesidad de reconocer las formas distorsionadas en las que incurre dicha división: “Hasta ahora hemos estudiado la división del trabajo como un fenómeno normal; pero, como todos los hechos sociales y, más generalmente, como todos los hechos biológicos, presenta formas patológicas que es necesario analizar. Si, normalmente, la división del trabajo produce la solidaridad social, ocurre, sin embargo, que los resultados son muy diferentes e incluso opuestos” (Durkheim, 2007: 371). Las tasas crecientes de criminalidad, así como de suicidio, indican problemas de organización social y profesional, así como la carencia de reglas morales indican el estado de anomia de las sociedades. Reconociendo el modo en el que la división del trabajo no produce más solidaridad es que será posible, afirma Durkheim, reconocer las condiciones necesarias para que dicho proceso produzca el resultado esperado, así la patología se convierte en un auxiliar de la fisiología.16 Un caso particular de estudio de los problemas de la anomia lo va a constituir el trabajo que realizó Durkheim sobre el suicidio, acerca de los cuales va a diferenciar ciertos tipos: un suicidio egoísta, uno altruista y uno anómico, cuyo factor de explicación lo constituye la integración social. Así el suicidio egoísta ocurre cuando hay una débil integración social, como es el caso en las iglesias protestantes a diferencia de las católicas, mientras que el suicidio altruista se da cuando hay una estrecha integración social, como por ejemplo el caso del ejército. A estos dos tipos de suicido Durkheim agrega otro, el suicidio anómico, el cual está vinculado a los problemas de regulación social y no tanto a los de la integración, este suicidio ocurre en momentos de inestabilidad y alteración social. La búsqueda de un fundamento moral para resolver los problemas de anomia de la sociedad moderna va a llevar a Durkheim a explorar las éticas de las corporaciones profesionales como solución al mismo.


Va a ser Talcott Parsons el que retome la elaboración de Durkheim sobre la integración social de las sociedades modernas y los modos de solidaridad social, para dar un nuevo impulso al desarrollo de la sociología en el proceso de reconstrucción del mundo a partir de fines de las Segunda Guerra Mundial. En un comienzo el término de anomía le sirve a Parsons para dar cuenta de los fenómenos de racialización y totalitarismo político que se consolidan en el periodo de entreguerras. Es en su libro temprano, La estructura de la acción social (1937), donde subraya la convergencia de varios autores europeos en torno a la afirmación de que las acciones sociales presuponen un marco valorativo e institucional en el cual las personas han sido socializadas, lo que permite explicar la interacción socialmente regulada y ordenada. En este punto, la contribución en torno a la integración social que Durkheim realizó en sus trabajos se convertirá en una pieza clave en el desarrollo de la sociología de posguerra en el contexto de la consolidación del Estado de bienestar. Para Parsons, el análisis de la solidaridad social de Durkheim contribuye de dos maneras: una positiva, que consiste en el énfasis en el consenso como factor de unidad en las sociedades, la conciencia colectiva. En este tema Parsons va a aportar una crítica constructiva, señalando que este concepto es demasiado simple e indiferenciado para dar cuenta de la unidad en la diferencia, es decir, del fenómeno de la integración en sociedades con un alto grado de diferenciación. La otra manera en que contribuye el análisis de Durkheim es en su visión crítica de la explicación utilitarista de la sociedad moderna (Herbert Spencer), lo cual va a ser un hilo constante en la reflexión de Parsons; el problema del estado de naturaleza hobbesiano se transmuta en el problema de la anomia. La visión utilitarista concibe a la sociedad como una red de relaciones contractuales, en contra de esto: “el énfasis de Durkheim se va a situar en la institución del contrato, la cual un momento la va a caracterizar como ‘los elementos no contractuales’ del contrato. Éstos no son elementos sobre las cuales las partes acuerdan en una situación particular, sino que son las normas establecidas en la sociedad, normas que sustentan y son independientes de cualquier contrato particular” (Parsons, 1982a: 190). Parsons reinscribe, en un paradigma funcionalista, el concepto de solidaridad orgánica, la cual es comprendida como el requisito funcional que subyace a la institucionalización del contrato: “ésta puede ser caracterizada como la integración de unidades, unidades que, en último análisis, son personas individuales en roles, quienes están realizando funciones cualitativamente diferenciadas en el sistema social. Lo que implica tal diferenciación es que las necesidades de las unidades no sólo pueden ser satisfechas por sus propias actividades” (Parsons, 1982a: 191). Para dar cuenta del fenómeno del consenso como mecanismo de integración, Parsons retoma el concepto de conciencia colectiva, el cual enfatiza que la solidaridad social está “localizada en el área que muy ampliamente puede ser llamada los aspectos motivacionales del compromiso con la sociedad y, la conformidad, con las expectativas institucionalizadas en ella” (Parsons, 1982a: 191). Parsons buscó elaborar más la fórmula de Durkheim mediante dos distinciones, una que el propio Durkheim desarrolló, la distinción entre la solidaridad mecánica y la orgánica, y un segundo tipo de distinciones que nunca desarrolló y terminó confundiendo con la primera. Esta segunda distinción se refiere al nivel de generalidad de las pautas culturales —valores, normas diferenciadas, colectividades y roles— que están institucionalizadas en una sociedad. Esta distinción debe de tomar en cuenta los controles que articulan estos diversos niveles y la dirección en que éstos operan. Es mediante esta referencia a los niveles de generalidad de las pautas culturales los que proveen de un marco para la consideración de la solidaridad mecánica y la orgánica. Los valores para Parsons son las “pautas normativas” que describen un sistema social evaluado de manera positiva. Las normas son expectativas generalizadas que definen pautas diferenciadas de expectativas para unidades diferenciadas dentro de un sistema. En el nivel de la colectividad, la remisión a las normas deja de ser general y pasa a orientarse a metas particulares, a las situaciones concretas, así como a los recursos de cada colectividad. “Estos valores, normas y colectivos controlan, gobiernan o regulan el comportamiento de los individuos en roles. Pero sólo es en el nivel de los roles que el contenido normativo de las expectativas es orientado específicamente a las exigencias presentadas por las Personalidades o “motivos” de los individuos (y las categorías de ellos diferenciados por sexo, edad, nivel de educación, lugar de residencia, etcétera)” (Parsons, 1982a: 193). Valores, normas, colectividades y roles son las estructuras descriptivas de los sistemas sociales, las cuales deben articularse con el análisis funcional de los sistemas, los cuales se constituyen en torno a cuatro funciones: mantenimiento de valores, integración, realización de metas y adaptación. Con estos requisitos funcionales como marco general de referencia de la acción es posible analizar los procesos de diferenciación y su papel dentro de estas estructuras. En este marco, la institucionalización normativa, lo que Durkheim consideró como solidaridad, y en particular la solidaridad orgánica, constituye el punto de articulación central entre la estructura y los requisitos funcionales de los sistemas. El proceso de diferenciación social sigue estas funciones, formando así los sistemas cultural, social, político y económico, sistemas que están interconectados por medio de intercambios de entre sí (valores, normas, poder y bienes). La solidaridad consiste, por lo tanto, en la institucionalización de pautas de orientación valorativas, las cuales constituyen los mecanismos de integración de los diversos sistemas sociales. Sin embargo, la integración social no requiere de un conjunto uniforme de valores distribuidos de manera homogénea y universal en todo el sistema social, la integración social puede contemplar subsistemas de orientación valorativas que pueden variar teniendo en común una pauta básica. Estas distribuciones diferenciales de valores pueden conducir a un desarrollo desigual de los colectivos, lo cual conducirá con probabilidad a un conflicto de valores y roles. La integración, por lo tanto, puede ir desde una colectividad totalmente integrada pasando por integraciones parciales de colectivos dentro de un sistema social más amplio, hasta llegar al caso extremo de la anomia. En el caso de la anomia, sinónimo de guerra civil, las sociedades poseen todavía “zonas” de solidaridad: “ninguna sociedad se ‘desintegra completamente’, el ‘estado de naturaleza’ dibujado por Hobbes nunca es alcanzado en ninguna sociedad real” (Parsons, 1982b: 127).


En el momento de la crítica a las sociedades capitalistas en los setenta el fenómeno de la anomia va a ser situado en un diagnóstico más amplio, que incluirá los fenómenos de fetichización, cosificación y racionalización, todos síntomas de las patologías de las sociedades capitalistas. Jürgen Habermas va a retomar el análisis de Durkheim de la división social del trabajo y las transformaciones morales que ésta conlleva con el objetivo de ampliar el diagnóstico crítico de las sociedades modernas que habían planteado Marx y Weber. Frente a la tesis de Spencer de una conexión entre diferenciación social (división del trabajo) y la formación de una moral que fuese capaz de servir a la integración social de manera autónoma, lo que Durkheim constata es un estado de anomia surgido por la división del trabajo que se manifiesta en la hostilidad entre el trabajo y el capital. Según Durkheim, esta anomia tiene su origen “en esos mismos procesos de diferenciación de los que debía surgir, con la necesidad de una ‘ley natural’, una nueva moral” (Habermas, 2001: 167). Para resolver esta paradoja es necesario recurrir a la distinción entre integración social e integración sistémica, es decir, “entre los mecanismos de coordinación de la acción que armonizan entre sí las orientaciones de acciones de los participantes y aquellos otros mecanismos que a través de un entrelazamiento funcional de las consecuencias agregadas de la acción estabilizan plexos de acción no pretendidos” (Habermas, 2001: 167). En el caso de integración social ésta se realiza a través de un consenso garantizado normativamente o por medio de la comunicación, mientras que en el segundo caso, a través de una regulación de decisiones que están exentas de normatividad, lo cual se realiza más allá de la conciencia de los participantes en la interacción. Retomando la idea de conciencia y representaciones colectivas desarrollada por Durkheim, en el primer caso se concibe a la sociedad “desde la perspectiva de los sujetos agentes que participan en ella, como mundo de la vida de un grupo social” (Habermas, 2001: 167). Mediante la categoría del mundo de la vida, Habermas propone una alternativa a la noción de conciencia colectiva de Durkheim, con la cual propone dar cuenta de los procesos de integración social, pero también de renovación de tradiciones culturales y de formación de personalidades. Como parte de la dinámica del mundo de la vida es necesario destacar, por una parte, que su reproducción se sustenta en el mecanismo de entendimiento que constituye el lenguaje, el cual a través de la secularización sustituye a los fundamentos sacros de la integración social, pero, por otra parte, esta reproducción sólo es posible si se procesa la separación de las esferas de la cultura, la sociedad y la personalidad. Este doble proceso funciona como una anticipación “de una comunicación cotidiana postradicional capaz de conservar su autonomía, poner coto a la propia dinámica propia de las culturas de los expertos y, con ello, de escapar a los peligros combinados que representan la cosificación y la desertización cultural del mundo de la vida” (Habermas, 2001: 467). En el caso de la integración sistémica, los participantes en la interacción se consideran como sujetos no-implicados normativamente, por lo que se concibe a la sociedad como un sistema de acciones que tienen sólo un valor funcional en la medida en que contribuyan al mantenimiento de la integridad del sistema frente a su entorno. Con la distinción entre integración social e integración sistémica, Habermas se deslinda del análisis de Parsons que nivela al proceso de formación de consensos (integración social) con el intercambio sistémico (integración sistémica), a la vez que retoma, desde una perspectiva marxista, los problemas de cosificación y anomia social planteados por Weber y Durkheim. Ambos problemas no son consecuencia ni de la racionalización del mundo de la vida ni del aumento de la complejidad sistémica, estos procesos no producen per se efectos patológicos laterales, lo que produce la cosificación o la anomia social es “la penetración de las formas de racionalidad económica y administrativa en ámbitos de acción que, por ser ámbitos de acción especializados en la tradición cultural, en la integración social y en la educación, y necesitar incondicionalmente al entendimiento como mecanismo de coordinación de las acciones, se resisten a quedar asentados sobre los medios dinero y poder” (Habermas, 2001: 469).


Una comprensión diferente con respecto a la anomia y las patologías sociales se vio estimulada a partir del desarrollo de los avances de la biología, los cuales transformaron la relación entre lo normal y lo patológico. Michel Foucault desarrolla sus análisis sobre los anormales, la degeneración racial, la medicalización y criminalización precisamente bajo este estímulo y con una perspectiva filosófica informada por una historia de la ciencia enfocada en los modos de decir verdad y los juegos de lo verdadero y lo no verdadero con sus efectos de realidad particular. Foucault retoma la idea de una historia discontinua de la ciencia de George Canguilhem, la cual se basa en el supuesto de que cada transformación de los saberes científicos son reformulaciones, refundiciones, cambios de escala, emergencia de nuevos tipos de objetos, lo cual es una de enfrentarse con el error. El error es inherente a la vida, es precisamente el tipo de información que se considera como una diferencia que introduce una diferencia, y la respuesta al mismo es la emergencia de nuevas formas de decir la verdad, de nuevos juegos de lo verdadero y lo no verdadero. Si, hasta mediados del siglo XX, en las ciencias de la vida la relación entre lo normal y lo patológico se basaba en la promesa de la unidad de lo fisiopatológico, se sustentaba que la comprensión de las enfermedades debía partir del estudio de los procesos normales. En oposición a este planteamiento, la biología molecular se ha aplicado a estudiar el fenómeno de lo patológico como tal, entendiendo que para comprender su objeto es fundamental el estudio de la enfermedad, la muerte, la monstruosidad, la anomalía y el error. Lo cual resulta algo paradójico para las ciencias de la vida, ya que su dilucidación de los mecanismos físicos y químicos de la vida, que parten de la química de las células y las moléculas, sólo se puede desarrollar si la especificidad de la enfermedad y los umbrales que impone a los seres naturales son constantemente desafiados por una puesta en revisión. Desde estos cambios, el vitalismo, que ha sido una constante filosófica en la historia de la biología, se constituye en un indicador de su conmoción; por un lado señala problemas que es necesario resolver: la vida ya no puede ser considerada como un ámbito independiente en la naturaleza. Pero también hace visible ciertos reduccionismos que hay que dejar de lado, entre ellos, el énfasis en la conservación, la regulación, la adaptación y la reproducción, reduccionismos que son afirmaciones valorativas constitutivas de las ciencias de la vida. Este cambio de énfasis de lo patológico como clave de la vida y la apertura de la noción misma de la vida como parte de la naturaleza se articula con el hecho de que la vida y la muerte no son sólo problemas físicos sino también morales, políticos y además cognitivos. Esto último en el sentido de que el conocimiento sobre la vida desarrollado por el biólogo es una forma en que la vida misma resuelve las tensiones entre el hombre y su medio. En este punto, Foucault plantea desplazar el fundamento de la actividad filosófica, el cual pasaría de la vivencia, tal como lo planteaba la fenomenología, a lo viviente. En este mismo sentido el lugar del concepto no es el de la distancia con respecto a la vida sino una forma de situarse y operar en la vida misma, un medio gracias al cual el hombre estructura su entorno. Formar conceptos es una modalidad de vida, “una manera de vivir en una relativa movilidad […], una manera de manifestarse entre miles de vivientes que informan su medio y se informan a partir de él, una innovación […], un tipo de información bien particular” (Foucault, 2001: 1593). La problemática de la vida se modifica a partir de este encuentro con las elaboraciones de la teoría de la información y por este cruce se replantea la cuestión de lo normal y lo patólogico. El punto que lleva a replantear esta relación es la cuestión del error, los procesos de codificación y decodificación habilitan un espacio de azar “que antes de ser enfermedad, carencia o monstruosidad es una suerte de perturbación en el sistema informativo, es una suerte de error. En el límite, la vida —de aquí su carácter radical— es aquello que es capaz de error” (Foucault, 2001: 1593). El concepto es la respuesta que la vida como tal ha dado a este azar, por lo cual es necesario reconocer que en el error está la raíz del pensamiento y la historia. Los juegos de lo verdadero y lo falso, los valores que se le han asignado, así como esos efectos de poder que distintas sociedades e instituciones han dado a esta división, son una respuesta a esta “posibilidad intrínseca del error”. El error es el fundamento que permite plantear la relación entre la verdad y la vida (cerca de Nietzsche, aunque a una cierta distancia). Es por la contingencia el que se deba que la biología se vea atravesada de un lado a otro, por el problema de la anomalía. A este error es al que hay que cargarle la cuenta de las mutaciones y de los procesos evolutivos que éstas provocan. “Y de la misma manera es necesario interrogar sobre este error singular, pero hereditario, que la vida ha realizado con el hombre, un ser viviente que no se encuentra nunca completamente en su lugar, un ser viviente que está condenado a ‘errar’ y a estar ‘equivocado’” (Foucault, 2001: 1593). De esta manera los análisis de las patologías “sociales” y de los saberes que se ponen en juego para su dilucidación y control son formas de dar cuenta de este errar de la vida.
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[SANTIAGO CARASSALE]


antipartidismo


Conceptuado como una crítica extrema al origen, organización, desempeño y efectos de los partidos políticos en la democracia, el antipartidismo es una posición incomprensiva e intolerante con los partidos, previa incluso a que éstos aparezcan en la vida política. La bibliografía de partidos comienza, de hecho, identificándolos como cánceres de la democracia de masas. Antes de su brote enlazado con la moderna (pero resistida) ampliación del voto, los partidos despertaron esta condena. Desde aquella hora cero, el antipartidismo se reproduce en copiosas vías; tantas, que estudiar a los partidos es (paradójicamente) sopesar persistentes hipótesis sobre su crisis. Atenderlos como merecedores de análisis, y no de afiebrados juicios normativos, conlleva su defensa minimalista. Males necesarios para la democracia: esta desencantada visión de los partidos termina siendo la frontera contra el más virulento y obtuso antipartidismo. Como llave mágica para mejorarlo todo, la ilusión de una democracia sin partidos no se corresponde con los hallazgos de investigación. Una democracia anti o pospartidaria —sabemos, por el contrario— alienta dinámicas peores que las que pretende resarcir. Con todo, el antipartidismo no pierde encanto. ¿Qué razones inspiran esto? Las clasificaré en cuatro clases: históricas, argumentativas, aspiracionales y naturaleza de los partidos.


Vistos como síntomas del cambio de un antiguo régimen a otro moderno, los partidos provocan desencuentros en torno al giro del que fueron parte. Ello basta para intuir que el antipartidismo será el reverso del entusiasmo por la democratización aprontada con los partidos. La disputa por el contenido y actores de ésta inculcará un antipartidismo reactivo. Una primera causa antipartidista puede ubicarse así en el propio escenario en el que los partidos son desaprobados antes de nacer. Para visualizarlo, resumiré los procesos históricos que anteceden a los partidos, señalando lo prolongada, discontinua y contendida que será su aceptación.


Los partidos provienen de tres revoluciones contra el orden antiguo: la política, que propaga gobiernos representativos; la industrial, por la cual el capitalismo adviene; y la cultural, en virtud de que el liberalismo promueve el pluralismo. Concurrentes en la construcción de Estados nacionales, estos insumos culminan en sistemas de justicia, financieros, burocráticos y militares, como síndromes de un nuevo poder.


Entre la evolución del Estado absolutista a principios liberales y el reconocimiento constitucional de los partidos, pasarán tres siglos. Para apreciar este largo y sinuoso camino proclive a la temprana acumulación de prejuicios partidistas, recogeré algunos hitos de esta contradictoria temporalidad.


Si el fin del siglo XVII gesta las teorías de una monarquía constitucional, 1701 es año ya de una precoz crítica a partidos indistinguibles de las facciones (Sartori, 1980). La Revolución gloriosa británica (1688), alentando un poder mixto, será así un revulsivo liberal y parlamentario, pero no democrático ni partidista. La estadounidense (1776) y la francesa (1789) tampoco vislumbrarán un gobierno de partido. Con un ritmo que separa lo que hasta el siglo XX tendrá una aplazada simbiosis, esta modernidad política esclarece la desconexión histórica entre liberalismo, representación popular y sistemas partidarios (Martínez, 2009). Estimar esta contingencia del nexo entre parlamentarismo, democracia y partidos es clave para entender las raíces de un primer antipartidismo.


Afianzado en su respaldo al monarca, este antipartidismo se imbricará con tramas económicas ligadas al cambio social. En 1732, es conocido por Sartori, Bolingbroke será el primer autor que distinga entre partidos y facciones. Pero si Hume y Burke recalcarán esa diferencia, el antipartidismo principista (“todo partido es faccioso”) continuará por móviles económicos. Disputando sobre los partidos con Robert Walpole, Bolingbroke asumía una vocería antipartidista de intereses terratenientes (tories) amenazados por nuevos grupos comerciales (whigs). Aquellos años de arranque capitalista, como ocurrió con la saga de pinturas de William Hogart (El progreso del libertino) contra el poder del dinero, insuflarán un rabioso antipartidismo próximo a la pérdida de privilegios (Varela, 2002). Entre 1788, realizada en Estados Unidos la primera elección (no partidista) de su Congreso, y la cristalización (1830) ahí de un sistema de partidos, suceden décadas de objeciones partidarias imbuidas por los federalistas (Hofstadter, 1986). Presente en Francia entre las fobias jacobinas, este antipartidismo llega a su Restauración (1830) y Tercera república (1870).


En el siglo XIX, esta mezcla de motivos políticos y económicos, a veces propicios y otras renuentes a los partidos como signos de lo moderno, proseguirá. Comprimiré esto en tres contrasentidos elocuentes. El primero es el proceso inglés de reformas para ampliar el voto. Decretadas en 1832, 1867 y 1875, estas reformas no tuvieron un unívoco credo democrático. Idealizadas como triunfos del movimiento obrero, este excesivo retrato devendrá (cuando los partidos accedan al poder y pacten con la realidad) antipartidismo por desilusión. Por la fuerza obrera, pero también por cálculo de las élites tradicionales y el autointerés de nuevos grupos políticos, estas reformas serán un medio disuasorio de la lucha revolucionaria. Su explicación no es sólo el arrojo o traición proletarias. Transitar de regímenes censitarios (ceñidos a 1 o 3% de electores) hacia sistemas donde el voto de los hombres (que no mujeres) fuera creciendo, será el desenlace de estas medidas. Pero en 1832, este reajuste no busca quebrar el dominio oligárquico, sino actualizarlo (Gay, 2002). Casi 150 años después de la Revolución gloriosa, 1832 es fecha, así que un autor como John James Park teoriza el reemplazo del “rastrero juego de los partidos” por “una liga de hombres buenos de cualquier opinión” (Varela, 2002: 164). Dos años después, en 1834, a decir del clásico de Karl Polanyi La gran transformación, la supresión en Inglaterra de la ley de pobres catalizará un capitalismo que prende la protesta obrera, pero fija límites estructurales a la política partidista.


Veamos ahora un contrasentido de la segunda mitad del XIX. Si en 1867 y 1875 las reformas consienten la masificación política, ello estará adosado a una fisión del pensamiento liberal. ¿Quiénes pueden ser candidatos y votar?Será una pregunta en torno a la que liberales conservadores esgriman criterios restrictivos (virtud, propiedad, género). Los liberales progresistas responderán, en cambio, exigiendo la educación gratuita (1870), el voto secreto (1872) y otras legislaciones sociales. Este disenso exhibe el ánimo cultural contrastante ante el papel político de las masas. Con un expandido radio electoral, los protopartidos elitistas no se bastarán para capturar el voto. La creación, ya no sólo de grupos parlamentarios, sino de comités electorales y de un aparato burocrático que los coordine, será el mecanismo de génesis de los partidos (Duverger, 1957). Resentida como una caótica época de transición, esta emergencia partidista instará numerosas suspicacias.


Un tercer contrasentido podemos verlo en el caso alemán, donde 1871 es fecha aún de un régimen pseudoparlamentario con elecciones monárquicas (Rabotnikof, 1989). Con ese retraso, formar un grupo parlamentario con miembros de un solo partido se considera en 1873 una “excrecencia dañina” (Triepel, 2015: 21). Conceptuada como opuesta a la labor legislativa y la libertad individual, la disciplina partidista será así combatida. Poco después, la república llegará a Alemania por imposición externa tras su derrota en la Primera Guerra Mundial. Pero esta modernidad, consagrada en la Constitución de Weimar (1919), no será partidista. Siendo ignorada su dimensión jurídica y, atrofiados por un suicida sistema electoral, los partidos acabarán siendo inculpados por el arribo de Hitler.


ARGUMENTOS ANTIPARTIDISTAS. Entre el inicio de las instituciones representativas y la universalización del sufragio concretada después de 1945, transcurren dos siglos donde los partidos suscitan recelos. Esa desconfianza inspira los más variopintos argumentos. 1] Nostalgia del viejo orden. El viejo régimen concita la nostalgia de aquellos para los que el cambio de época supuso deterioro. Esta posición trasladará a los partidos su aversión democrática. El genio de Tocqueville, y su declarado amor por la libertad y la legalidad, pero no por la democracia (Bartra, 2019: 45), es una voz insigne de esta desazón; 2] defensa oligárquica. Al lado de las nostálgicas, habrá posiciones que traducen su antipartidismo en frenos a la democracia. Dos libros de Adam Przeworski (Qué esperar de la democracia y ¿Por qué tomarse la molestia de hacer elecciones?) describen cómo las instituciones representativas se planearon para acotar la irradiación democrática. El repudio al sufragio universal traslucía (explica Przeworski) el temor de las clases altas a que los sectores populares violentasen la propiedad privada. Los partidos serían bloqueados hasta en tanto las élites garantizasen su propio predominio democrático. Para lograrlo, distintos cerrojos institucionales se diseñarían: cláusulas contra y supramayoritarias, elecciones indirectas, requisitos para representantes y votantes, cotos constitucionales. Bajo la certeza de que “la aptitud para gobernar” no es una cualidad común, esta pulsión antipartidista se mantiene hasta hoy; 3] bien común. Cercana a la noción de una selecta aptitud para gobernar, existe la creencia en un “bien común objetivo” que sólo ciertas élites pueden distinguir. Esta discutible ascendencia intelectual se ve, curiosamente, apoyada por clases medias y bajas empáticas con la idea de que una clase ilustrada defina el bien general, ocupe el gobierno y desplace las mediocres ambiciones de los partidos. Racionalizar la inexistencia de ese bien común inobjetable fue una de las primeras trabas que la tolerancia a los partidos debió rebatir. Con todo, la imagen de una armonía social que los partidos deforman continúa como sombra antipartidista; 4] irracionalidad política. Como hijos de la democracia de masas, los partidos transparentan los claroscuros de este sistema político. Sufragio universal, partidos y sindicatos simbolizan la presencia de las masas en la política, pero al mismo tiempo amplifican los límites de una racionalidad sujeta a ese contexto. La figura del líder carismático conforma, por ejemplo, una tentación plebiscitaria inherente a un método procedimental (regla de la mayoría), fundado en “el abuso de la estadística” (Borges dixit). En algunos, por repulsa al descontrol de lo irracional y, en otros, porque la instrumentalidad de los partidos para conservar el statu quo democrático causa desengaño, esta doble encrucijada atiza resquemores antipartidistas; 5] límite capitalista. Como es comprensible, el relato de la épica partidista opaca otros factores concomitantes al origen de los partidos. Entre éstos está un dato crucial: las revoluciones modernas catalizan los partidos “en el marco del capitalismo”. La democracia es, en este sentido, “resultado de un proceso que coincide en el tiempo con la formación de la sociedad industrial y el capitalismo” (Paramio, 2009: 41). Olvidado con frecuencia, este límite estructural redunda en un antipartidismo que reclama las escasas opciones de la democracia para redistribuir riqueza, cambiar sistemas de propiedad o reducir desigualdad social; 6] democracia directa. Propio de un contexto no industrializado, el gusto por una democracia directa sin delegados ni representantes continúa reciclándose. Ambivalentemente radicales y conservadoras, estas voces apelan a ciertas tradiciones democráticas. Su concepción de una democracia que, para serlo, será directa o no será, airea un antipartidismo recalcitrante. Si la voluntad general es diferente a la de las mayorías, esta “verdad epistémica” fuerza un antipartidismo deducido de ese axioma; 7] tradiciones estatistas. Hasta el fin de la Segunda Guerra Mundial una tradición teórica contempló al Estado como impermeable a la trama social. Definido así, personificaba un interés superior frente a cualquier otra alternativa injustificada. Dispuesta esta dualidad, el antipartidismo fue una reacción prototípica contra la latente y “perversa” partidocracia. El Estado, aseguraba esta mirada jurídica, no podía reconocer a los partidos por ser una realidad suprapartidaria; 8] enajenación keynesiana. En los años setenta del siglo XX hubo lo que si entonces fue un enredado antipartidismo, ahora que la hegemonía neoliberal se ha impuesto es ya un recuerdo raro. Singularizado por una nueva izquierda que equiparó consenso keynesiano con afluencia opresiva, en aquel contexto cierto antipartidismo atacó los acuerdos sistémicos preguntándose si los partidos importaban. Compartiendo socialdemócratas y democristianos las bases de una economía mixta, aquel malestar sostenía la irrelevancia partidaria ante las piezas neocorporativas y autoritarias del Estado.


ANTIPARTIDISMO ASPIRACIONAL. Común en lo reseñado, hay una gran aspiración que recorre el pensamiento político. Me refiero al anhelo de una “política antipolítica”. Espejos de las burocráticas modernas, los partidos son antipáticos para quien imagina un orden social libre de arbitrarias decisiones políticas. Este deseo está en la apuesta liberal por una sociedad de mercado; en la negatividad política de marxistas y sus ardores antiestatales; en la utopía anarquista y su fe en una comunidad regulada sin controles políticos. El gobierno de leyes y derechos naturales plasmados en un Estado de derecho, auspiciado por los neoliberales, evoca esta misma antipolítica (Escalante, 2015). Como si la irracionalidad que distingue a la política fuera sinónimo de corrupción, quien no quiere lidiar con ello prefiere desaparecerla a responsabilizarse por sus efectos. Si se gobierna bien, no hay razón para crear partidos, afirmó Bolingbroke en 1732. “Cinco años de acciones, no de política”, rezaba en 2016 el antipartidista informe de un exjefe de gobierno de la Ciudad de México.


NATURALEZA DE LOS PARTIDOS. Como lo detectaron tres maravillosos clásicos (Ostrogorski, Michels, Weber), los partidos poseen atributos de difícil digestión, especialmente cuando su análisis acusa sesgos normativos. Queriendo evitarlos, Weber (1979) recordaba que los partidos eran actores racionales (no virtuosos) que actúan según las reglas de competencia. Interesados en el poder, este interés es una premisa democrática que detonó en el siglo XIX partidos ideológicos, pragmáticos, patrimonialistas, personales. Racionalizar su estudio, propone al desaprobar tesis de Ostrogorski y Michels, es entender que no hay un tipo de partido único o correcto. El antipartidismo que proclama la distorsión de un modelo puro es falso. Pero aun un modelo ideal entrañaría dilemas constitutivos, cuya subestimación anima un antipartidismo malinformado (Reveles, 2005; Palma, 2008). Entre estos dilemas menciono cinco. 1] Relación con democracia. ¿Los partidos benefician o perjudican la democracia? A partir de un concepto de partido irreal, el primer estudioso de los partidos abogará en 1902 por eliminarlos al estipular que “han sido exitosos para asegurarse el control del gobierno, pero fracasado miserablemente en sus funciones representativas” (Ostrogorski, 1964: 539). Los partidos, es cierto, no consiguen armonizar sus fines representativos y gubernativos. En la oposición, viabilizan la expresividad de lo social, pero en el gobierno esa habilidad se contrae. ¿Los partidos representan a sus militantes o a los electores? ¿Gobiernan para unos o para todos? Comprometiendo la vocación democrática de los partidos, estas preguntas subrayan irremontables disyuntivas. Fértiles para el antipartidismo, tales contrasentidos implican examinar si la democracia intrapartidaria es una condición para que los partidos contribuyan a un sistema político democrático. Siendo la respuesta a esto negativa, por afanes normativos, desprovistos sin embargo de sustento empírico, exigimos su democracia interna obviando que la competitividad electoral no se desprende de ella; 2] organización. Para no desaparecer, el partido deja de ser un medio y se vuelve un fin en sí mismo. Su mayor objetivo, declarado como la conquista de ideales democráticos, se transforma así en la más prosaica meta de sobrevivir. Madurar como una organización preparada para sortear shocks externos y desajustes domésticos, supone institucionalizarse. Para Ostrogorski, la solidez organizativa será el fallo de todo partido. Para Michels (1962), y su ley de hierro de las oligarquías, la organización es el venero de las tendencias antidemocráticas. Esta articulación, a la que Ostrogorski y Michels se oponen, aleja a los partidos de los movimientos sociales. Pero, justamente a nivel organizativo, la vida del partido es un continuum de retos intrincados (Panebianco, 1990); 3] ideología. Bajo la pluralidad social de la democracia, un único programa ideológico no cubre mayorías. Para ser competitivo, un partido precisa así de alianzas y de un mensaje que interpele intereses generales. Clásico ejemplo de ello fueron los partidos socialdemócratas en el siglo XIX, que, tras descubrir que el voto obrero no sería mayoritario, advirtieron que el poder era posible al costo de reajustes electorales (Przeworski y Sprague, 1986). Ahora, ¿cómo lograr un equilibrio entre estrategias externas (desafiadas por el entorno) y un sistema interno de incentivos (ideológicos y pragmáticos)? Este insoluble dilema excita el antipartidismo de simpatizantes o miembros descontentos con lo que ese rebuscado equilibrio conlleva; 4] funciones. Un argumento antipartidista denuncia la merma de funciones sociales de los partidos. Las formas contemporáneas de éstos, como modelos catch-all y cartel, se asocian, ciertamente, con una versión de la democracia en la que los partidos servirían poco más que a la preservación sistémica (Alcántara, 1997; Martínez, 2016). Con todo, incluso este devaluado rol fomenta otro antipartidismo por insatisfacción. Me refiero a lo siguiente. ¿Qué tanto los partidos pueden cumplir su oferta electoral de mejorar sustantivamente la realidad? Poco, si pensamos que: a] como partes del régimen, el cambio que agilicen los partidos está constreñido por la ingeniería democrática; b] el modelo neoliberal niega el debate de sus bases económicas; 5] adaptaciones críticas. Conscientes del furor antipartidista, los partidos responden con ajustes contraproducentes que dan sitio a antipartidismos más exaltados. Gloso dos de estas contrariedades: a] De organizaciones jerárquicas a flexibles: los partidos estimulan membresías efímeras y laxas para acabar con la crítica de ser oligárquicos y disciplinarios. Lazos digitales, y ya no basados en la militancia, o elecciones electrónicas de candidatos y dirigentes, son parte de este cambio para “conectar con los ciudadanos” (Scarrow, 2015). Con todo, esta rehechura difumina el valor del partido; b] Personalización mediática. Existente un tipo de partido sin militancia ni estructura en donde el papel de los simpatizantes es financiar a un líder telegénico, este personalismo es una deriva del desmontaje de los partidos. El antipartidismo avanza en este extremo desideologizado, pero también en otras adecuaciones “oportunas”: ausencia de miembros partidistas en puestos de gobierno; campañas sin logos partidistas; reemplazo de congresos nacionales por públicos virtuales; partidos que deciden no llamarse partidos. Amoldarse a estas mutaciones políticas ahonda la despartidización de lo social de la que el antipartidismo saca provecho.


Asentándose entreguerras, los partidos gozarían de estabilidad hasta fines de los sesenta. Conocida como teoría de los clivajes partidistas, esta hipótesis sugiere que las décadas posteriores traerían a los partidos desgastes electorales, ideológicos y organizativos (Flora, 2017). Cierta revolución de las estructuras sociales, cuyos efectos serán acelerados por transformaciones económicas (crisis del Estado de bienestar), políticas (fin de la Guerra Fría), culturales (posmaterialismo) y tecnológicas (desmaterialización social), precipitará el desfase de los sistemas partidarios tradicionales. Anunciada como una fase terminal de los partidos, la fallida profecía de su ocaso hizo que la polémica fuera ganada por teóricos del reajuste, que no declive partidista. Pero de un tiempo a la fecha, e instigado por quien fue la voz más lúcida contra los “crisiólogos”, este debate se retoma por la parálisis de los partidos ante regresiones económicas y socioculturales que acechan a la democracia y esparcen furias racistas, xenófobas, excluyentes (Mair, 1997: 2015). Entre las secuelas del proyecto neoliberal, la erosión de los sistemas de partidos y el ascenso de populismos hay una potencial correlación. Para el caso de América Latina, dicha óptica traza el paralelismo entre los “desanclajes” de los partidos durante la transición democrática y los déficits de calidad democrática (Morlino, 2014). La forma que adoptaron los partidos en ese entonces parece haber recortado sus facultades para profundizar la democracia. El abandono de una perspectiva socialdemócrata (Bresser, 1995), un entramado institucional que vació a los partidos como organizaciones significativas (O’Donnell, 2010) y el propio desplazamiento de la política como eje del orden social (Lechner, 2002) influyen en la preocupante desafección ciudadana. Sucedido esto en un tiempo donde el fin de la historia impidió pensar la política por afuera de los marcos de la economía de mercado y la democracia liberal, el estudio de los partidos naturalizaría el modelo empresarial como opción dominante. Para dar vuelta a la página, afrontar el antipartidismo acumulado y verlo como reflejo de un problema mayor, escribe Przeworski en su libro Crises of democracy, habría que asumir que el actual momento de fuertes polarizaciones políticas, pero sin partidos que las encaucen, es la consecuencia de un sistema democrático tensionado por un régimen económico que ensanchó la desigualdad social a niveles que desfondan el principio de la igualdad política.
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[VÍCTOR HUGO MARTÍNEZ GONZÁLEZ]


antipolítica


Antipolítica es una forma y una retórica de la acción política, denominada paradójicamente (con su prefijo anti-, “contrario a”) por ser una estrategia de hacer política antitética y polémicamente dirigida “en contra de” la política en general, en tanto esfera de acción colectiva para conquistar y ejercer el poder, así como en particular en contraposición a las leyes, instituciones y sujetos que construyen la democracia representativa y constitucional.


Es un modo de hacer política que busca la conquista del poder evitando y superando los filtros y límites de la política institucional para luego implementar desde el gobierno políticas orientadas a deshacerse, en el ejercicio del poder conquistado, de aquellos vínculos legales y controles establecidos como cauces jurídicos y políticos necesarios, establecidos en el sistema político y en el régimen de gobierno de las democracias constitucionales contemporáneas. Por esto es una estrategia que se opone a la legalidad e instituciones existentes, al gobierno de las leyes, en favor del gobierno de los hombres y de la concentración del poder en manos de personas (no de instituciones). Para tal fin, su discurso denuncia la política en su totalidad y desprecia al poder con sus tradicionales instituciones, normatividad y organismos públicos; asimismo combate a los partidos y a los políticos profesionales, a quienes tilda de traidores del pueblo y corruptos.


Es, así, un tipo de acción estratégica de contraposición dicotómica para la conquista del poder político que se caracteriza por tres eficaces rasgos principales, que a su vez refieren a otras características específicas sobre las cuales nos detendremos más adelante: 1] Afirma una visión y una retórica “negativa”, en varios sentidos de ésta palabra, contraria a la política y en particular a la política democrática representativa y al entramado institucional de su Estado constitucional de derecho; 2] Promueve una contraposición de hostilidad política al statu quo regulado y gobernado por leyes e instituciones públicas, y un discurso polarizador que busca la neta oposición antiestado constitucional de derecho, antisistema político y antiélites; 3] Aprovecha para lo anterior el determinante poder “salvaje” o no idóneamente regulado de los medios de comunicación masiva de la era digital, que favorece el liderazgo unipersonal y arbitrario de jefes caudillistas y mesiánicos mediante la banalización y personalización de la política.


La antipolítica no es una corriente teórica ni una ideología. En efecto, siendo una forma y un lenguaje de hacer política, no remite a contenidos de un sistema de pensamiento (un “-ismo” con sistema teórico), ni a una visión ideológica propiamente dicha que esté —más o menos— articulada en contenidos y programas (como por ejemplo en los casos del neoliberalismo o el neopopulismo, si bien este último sólo con contenidos básicos). Tener en claro lo anterior ayuda a entender que, precisamente en cuanto estrategia discursiva y de acción, la antipolítica en la actualidad es muy difusa y suele ser elegida como conjunto de tácticas como atajo en la conquista del poder por parte de posiciones muy distintas en el amplio espectro político.


Es usado para referirse al difuso fenómeno político reciente que, con tal conjunto de tácticas discursivas y prácticas (o de acción concreta), se contrapone específicamente, a inicios del tercer decenio del siglo XXI y, desde los años noventa del siglo anterior, a la democracia constitucional. La palabra antipolítica entró a formar parte del lenguaje de masa o corriente denotando, en el campo de la política entendida como esfera de la lucha por el poder y actividad directiva de una asociación política, a un modo de ver y actuar estratégicamente para alcanzar y mantener un poder contrario a la política en su conjunto y a la totalidad de los políticos, exaltando a lo apolítico, o no-político, para luchar en contra de la política, y lo privilegia asimismo en sus tácticas: esto es, con sujetos y prácticas a primera vista presentadas con “no-políticas” y que no son de origen político en sentido estricto.


La antipolítica surgió con la liberalización de los mercados financieros nacionales en los años setenta y proliferó con la aparición de los nuevos poderes que controlan los recursos determinantes de la economía en la era de la globalización. Los nuevos procesos de profunda transformación de las sociedades ahondaron la crisis de la política y, en particular, aquella del Estado de bienestar soberano vuelto Estado administrativo (o ejecutor) de imperativos económicos; incapaz, así, de responder a las consecuencias del empobrecimiento económico, social y cultural de las sociedades. Con ello se desarrolló la crisis de los partidos y de la representación política democrática.


“Antipolítica” asumió diversos significados dependiendo de la definición dada al término que niega. Es, en teoría política clásica, la situación anárquica en la que viven los seres humanos en ausencia de leyes y de juez o de autoridades que impartan justicia (establezcan lo justo y lo injusto, bueno y malo), aseguren el orden y la paz, llamado el estado prepolítico y opuesto al estado civil en el que se crea el Estado, como conceptualizado en el paradigma de la sociedad según la tradición del iusnaturalismo contractualista moderno (pactar y dar un salto cualitativo en las relaciones sociales en el caso de Locke, por otra parte, fundarlas en el caso de Hobbes, para que exista una condición civil-política). Notemos cómo en la reflexión teórica de dicha tradición de pensamiento ilustra el origen y el fundamento de la condición política de los humanos: ¿por qué existe el poder del Estado? ¿Cuándo éste tiene el derecho de mandar de manera legítima sobre los ciudadanos? Mientras que en el “modo o estrategia de hacer política” de la antipolítica quiere más bien eliminar/superar dicha realidad de poder público legal-institucional y su legitimidad.


Si anteriormente se usaba en el ámbito académico y teórico en referencia a ámbitos distintos de la esfera autónoma de la política moderna, en el siglo XX denotaba con Carl Schmitt a la llamada neutralización liberal que despolitizaba (o restaba fuerza política esencial) mediante la democracia parlamentaria representativa (de la República de Weimar) a “lo político”, rescatado por el jurista alemán como oposición polémica entre amigo-enemigo, en el ámbito de la “alta-política” propia del Estado con sus decisiones de última instancia en casos de emergencia o de necesidad, sobre guerra y paz. Una política que es “ineludible”, insuperable en la realidad. En otro sentido, con Hannah Arendt el referente antipolítico es la política ético-comunicativa, en oposición de la cual rescata la política de la composición y del acuerdo fundada en el ejercicio de las virtudes cívica y de acción participativa en la esfera pública ciudadana de matriz republicana, orientada a la afirmación de los fines comunes y contrapuesta a la política verticalista autoritaria, que pervierte las virtudes y fines determinantes la acción “política”.


Más allá de estos ejemplos, con sus distintas concepciones específicas de “política” (y de su correlativa negación por superar), en cada corriente y sus exponentes es relevante rescatar de qué manera el momento anárquico antipolítico, ya sea de la carencia o de la negación del orden político propiamente dicho (a partir de la definición que se dé), ha sido sugerente en la historia del pensamiento político para reflexionar críticamente sobre la concepción de “política” (¿qué se entiende o cómo se le define?) que se quiere proponer y para pensar la cuestión de la legitimidad (¿cuál es su fundamento?) rescatar en la época moderna y contemporánea para resolver los graves problemas y contradicciones de las relaciones humanas mediante la política institucionalizada, que supera la lucha entre enemigos en la realidad política efectiva.


Hoy en día, “antipolítica” es propiamente la estrategia política (no una visión de la política y un programa articulado en positivo) de tipo —decíamos al mencionar I-III—: negativa, hostil y polarizadora, propio del poder fáctico de los media y de la personalización de la política. A ella recurren distintas posturas pero igualmente orientadas a desmantelar desde el gobierno a la democracia constitucional. Al caracterizarse actualmente por extremar las relaciones políticas y reducir a un mínimo lógico los caminos del cambio posible nos recuerda, por su estructura y características, a las “retóricas extremas” o de “la intransigencia”, estudiadas por Hirschmann.


CARACTERÍSTICAS DE LA ANTIPOLÍTICA. Para definir de manera sistemática el significado actual de este “modo de hacer política” consideremos sus novedosas características:


En primer lugar, “antipolítica” es un término “negativo” o de negación en cuatro sentidos distintos:


1] Denota la dicotomía entre polos opuestos, afirmando entonces una política orientada meramente en oposición a, “en contra de”, frente a un “otro” negativo y contrario, al que, por ende, hay que combatir siendo negación del “nosotros” positivo.


2] Desde dicha oposición diametral en la que la antipolítica es negación de un contrario “negativo”, proyecta así la imagen positiva de pureza del polo “positivo”, perfilándose —precisamente por el contraste— como buenos y puros con respecto a los políticos malos. Este sentido “negativo” es por demás paradójico de opciones antipolíticas que sugiere implícitamente “no-hacer política” (la de los malos), de no estar interesados en el poder ni en sus prebendas, ni en la política de las élites o castas, y proyecta su pretendida limpieza y bondad mediante un discurso que moraliza los problemas políticos.


3] El blanco o enemigo de dicha estrategia de lucha en contraposición dicotómica es la política constituida en los procesos de democratización y luchar en contra de formas y recursos de la política institucionalizada. El objetivo específico es combatir la política propia de instituciones y valores de la democracia pluralista contemporánea; en particular, en contra del poder del Estado de derecho y su rol de establecer el imperio de la ley, así como los límites a poderes y funciones del poder político en el ámbito público propios de la democracia constitucional. Esto es, se contrapone a la normatividad jurídica e institucional y las prácticas históricamente consolidadas de la democracia constitucional, parlamentaria y pluralista. Por esto se dirige en contra de los políticos profesionales en general y en particular se opone a los partidos, organizadores y representantes tradicionales de intereses de bloques sociales; asimismo, a los organismos, instituciones, normatividad y a las instituciones de la democracia representativa, indirecta y plural, gobiernos democráticos con sus intermediaciones. Es, así, antipartidista y antiinstituciones públicas que edifican los fundamentos y la estructura de la democracia constitucional; exceptuando, claro está, su propio movimiento antipolítico.


4] Es un léxico negativo también por presentarse solamente declarando “lo que no” quiere o “no es” (“no somos corruptos como…” o “no a…”) y así presenta a la ciudadanía su postura principalmente a través de “aquello a lo que se opone”, fortaleciendo con tal negación su discurso de fuerza de oposición; no sólo una opción distinta y nueva sino una alternativa, por exclusión dicotómica, única a elegir.


Con base en la imagen que estas primeras características delinean, se perfila luego su visión política fundamentalmente basada en la hostilidad y orientada a la polarización social y política:


5] Afirma una política hostil excluyente, en tanto relación sin grados ni matices en contra —decíamos— del “enemigo”, entre malos y buenos, contra al enemigo al que demoniza y con el que no se acuerda ni se negocia. Puede perseguir con lo anterior una doble acción estratégica.


6] Por un lado, está el fin de lograr la polarización de la sociedad moderna, de tipo diferenciada y pluralista, transformarla en colectividad partida en dos bandos excluyentes e irreconciliables; estrategia polarizadora cuyo objetivo es dividir a la opinión social en dos mitades fanatizadas (movidas por el apasionamiento extremo) para asegurar por exclusión del enemigo que sean considerados como la única alternativa para el voto ciudadano, movilizando ya sea a indecisos, abstencionistas o apolíticos.


7] Por otro lado, tal estrategia antipolítica logra con su misma lógica polarizadora que no quede alternativa, sólo un bando con el cual identificarse. Basta el mero hecho de compartir la denuncia del enemigo o del mal, para que las ciudadanas y los ciudadanos de distintas posiciones se identifiquen con la parte acusadora en modo directo, sin mediar reflexiones de diverso tipo, sino por los sentimientos; las bases se mantendrán leales al polo positivo y a su líder porque los une y define la contraposición al enemigo que amenazaría su existencia.


El divide et impera (divide y mandarás), de los incisos 6 y 7, está orientado a simplificar la percepción ciudadana del espectro de opciones políticas. Concretamente tal estrategia de rechazo y ruptura sirve a las nuevas fuerzas antisistemas en competencia electoral aumentar sus probabilidades de posicionarse como el polo “bueno” o positivo. Sirve como propulsión y atajo, generalmente a movimientos o “partidos” (agrupamientos) unipersonales en la lucha por el poder en contra de partidos y fuerzas ya institucionalizadas con mayor presencia y recursos.


Dicha estrategia de hostilidad, polarización y simplificación se dirige en contra de la pluralidad política y social, así como de prácticas democráticas por excelencia: negociación, acuerdos, alianzas, libre competencia entre adversarios, programas diversos y alternativos, alternancia pacífica en el poder. Favorece sobrepasar o rebasar la pluralidad de distinciones partidistas existentes, ayuda a llegar al gobierno “por encima” o por fuera de los márgenes del sistema político vigente, debilitando estructuras del régimen democrático y de su Estado de derecho, las estructuras del proceso decisional, sus principios tanto liberales como democráticos de ley y justicia social, necesarios a la democracia constitucional.


En tercer lugar, es una estrategia mediática en varios sentidos de esta palabra: conducida utilizando el eficaz poder, no debidamente regulado, de los medios de comunicación privados, poder ideológico en la era de la globalización desregulada y el lenguaje sensacionalista de los media para la superficialización y personalización de la política.


8] Para desplegar dicha estrategia polarizadora y reduccionista, la antipolítica tiene recursos poderosos y protagonistas interesados en los medios de información y comunicación masiva, tanto de los media sociales como de los medios de comunicación tradicionales. Los media hoy son el poder económico e ideológico que forma y manipula la opinión pública como nunca antes en la era de “la videopolítica”.


El alcance de los recursos de comunicación masiva, sin regulación pública adecuada para la vida democrática, ejercen poder sobre las sociedades y se denota, en síntesis, con el término mediocracia o “gobierno (poder) de los medios de información y difusión”, que es el elemento específico determinante de la actual antipolítica. Favorecen la combinación de la agresividad de la demagogia polarizadora, propia de las tácticas discursivas, con sus fórmulas que alimentan la insatisfacción y la desconfianza ciudadana convertidos en animosidad organizada para conducir la lucha por alcanzar puestos de gobierno.


Movidos por los ratings de la espectacularización de sucesos y noticias, los media principalmente exasperan y propagan el descontento con el gobierno democrático, el desprestigio de la política; se concentran en alimentar la denuncia sensacionalista de la mala fama del enemigo y en demonizarlo, amplificando mediante fórmulas expresivas extremas de la rabia social y movilizando con hipérboles de una política voluntarista y caudillista a los posibles votantes en elecciones o a manifestaciones de abierta rebelión antiinstitucional.


9] Por otra parte, usando el lenguaje cantinflesco, hasta soez, los nuevos media difunden una comunicación política de meras consignas encendidas (en lugar de la discusión de los problemas) que refieren en modo simplista a objetivos diversos, y hasta contradictorios cuando son dirigidos a grupos o contextos distintos. Las redes sociales, junto con los medios de comunicación tradicionales, han contribuido enormemente, por una parte, a la mencionada superficialización de la política, mediante su trivialización y personalización, centrando la atención del “público”, tratado como conjunto de espectadores y clientes más que en calidad de ciudadanos, en las celebridades o en personalidades llamativas que fomentan el liderazgo netamente mediático unipersonal en la política-espectáculo. El protagonismo del liderazgo carismático es proyectado como única salvación política, posible mediante las cualidades excepcionales del personaje y su poder taumatúrgico (del monarca-dios) o el ser el ungido o el insustituible líder mesiánico.


Influencian, por otra parte, las percepciones de la sociedad con espectáculos que en directo mostraría la vida real (reality show), con sensacionalismo, falsas equivalencias, hechos alternativos (noticias falsas y sin sustento), comunicación viral y alimentando burbujas autorreferenciales. Con lo anterior logra, además, encubrir el cortoplacismo político-electoral y la ausencia de programas viables y deseables; llega a volver irrelevante inclusive los evidentes intereses particularistas de algunos de los líderes.


LA CUESTIÓN CONTEMPORÁNEA DE LA CONTRAPOSICIÓN A LA DEMOCRACIA CONSTITUCIONAL. La estrategia dicotómica antes expuesta de la antipolítica es, por sus características y efectos, un fenómeno determinante en el desarrollo de la crisis tanto de la política como del régimen democrático representativo y constitucional del mundo contemporáneo, al comenzar la tercera década del siglo XXI. Es, a la vez, un síntoma y una de las causas del debilitamiento de la política, entendida ésta como dirección autónoma en la determinación de los fines de una sociedad y, asimismo, de la deslegitimación del Estado democrático y social de derecho. El poder político estatal, encargado de las funciones públicas para preservar el interés común de la sociedad, pone freno a poderes fácticos de la economía-financiera, ideológico-mediáticos y sociales.


En efecto, la antipolítica es, por sus características retóricas y de acción, un factor decisivo en la percepción que llegan a tener los ciudadanos de ambos, política y Estado de derecho: con respecto a qué esperar de ellos y cuáles caminos es posible emprender para: enfrentar las mismas limitaciones presentadas por parte de los poderes estatales en el ejercicio de sus funciones de asegurar el espacio público del interés general; que se hagan efectivos los derechos de igualdad civil, política y social, los objetivos constitucionales de la libertad, equidad y justicia; necesarios todos ellos para la vida democrática con sustancia. El camino único promovido por la antipolítica ante los graves problemas abiertos por la globalización sin orden (carente de un nuevo orden mundial que la gobierne y controle) es el de prescindir de las condiciones de las reglas del juego democrático, reducir el poder del Estado constitucional de derecho, único que históricamente hace posible el ámbito público por su función de afirmar derechos y garantías de todos y cada uno de los ciudadanos, y así asegurar aquellas condiciones necesarias para la distribución del poder en la participación autónoma en las decisiones colectivas vinculantes de la sociedad, que esencialmente es la democracia.


La antipolítica, con sus tácticas discursivas y prácticas (de acción) de polarización hostil (entre “enemigos”, no entre adversarios en la lidia democrática), con la superficialización y personalización de la política, y con la apuesta por el liderazgo mesiánico de caudillos salvadores del pueblo (“bueno” contrapuesto a los otros vistos como “enemigo”) consigue vaciar de sentido democrático a la participación y deliberación autónoma de los ciudadanos. Contraponiéndola a la participación crítica ponderada sobre los casos y problemas concretos en cuestión, por ejemplo, exigiendo la responsabilización de funcionarios o servidores públicos, los controles, la transparencia sobre los problemas políticos. Asimismo, favorece por su propia dinámica las regresiones a políticas arbitrarias, intolerantes de los vínculos de leyes, árbitros, instituciones de control; el regreso correlativo a políticas patrimonialistas y clientelares. Entonces, a dinámicas contrarias a la representación plural y la constitución, antidemocráticas autoritarias propias del “gobierno de los hombres” (es decir, dependiente del arbitrio y la voluntad de una persona) y de “la ley del más fuerte” (del poder de la fuerza) en contra de “el imperio de la ley” y del “derecho de todos y cada uno, cada una”. Éstas son más bien propias de una democracia aparente o de la “autocracia electiva”.


En suma, es una estrategia —negativa, hostil y polarizadora, mediocrática y personalizadora— que convierte siempre más el malestar ciudadano en la democracia (que sin embargo respalda las reglas e instituciones de este régimen de gobierno representativo) del que se hablaba hace unos lustros, en un malestar con la democracia (eso es, en el rechazo del tipo de régimen mismo); lo transforma entonces, en animosidad contrapuesta a dicha forma de gobierno y las estructuras que le dan vida, con la consecutiva disposición a decidirse por alternativas antitéticas a la democracia constitucional representativa.


La estrategia antipolítica resulta ser estructuralmente funcional a posiciones ideológicas y programáticas de distinto cuño del amplio espectro político y hasta opuestas, pero que comparten la misma finalidad de la denuncia a la política de instituciones públicas y del poder estatal, del ataque a la esfera pública democrática y sus reglas, principios y valores, a sus instituciones democrático constitucionales. Esto con la finalidad de promover reformas para liberarse de lo que presentan a la ciudadanía como supuestos obstáculos a la prometida realización de aquellos auténticos intereses de la sociedad que sólo la postura en cuestión afirma poder representar. Es el caso, por ejemplo, del neoconservadurismo, el neoliberalismo, el neopopulismo, ya sea de derecha y de pseudoizquierda. En efecto, resulta notable y desconcertante la mezcla y coincidencia de la estrategia antipolítica con posiciones tanto ideológicas y neoliberales, como neopopulistas, con las que erróneamente se le identifica. Los discursos oficiales neopopulistas derechistas o izquierdistas que sean, neoliberales o neoconservadores, pueden aliarse y se fortalecen en la exitosa estrategia antidemocrática de la antipolítica.


La cuestión por definirse en la sociedad contemporánea es, precisamente, cuál camino se tomará para responder a la crisis de la democracia plural contemporánea y de sus condiciones políticas, civiles y sociales imprescindibles, dependientes de la no superable función pública del poder político del Estado constitucional de derecho. En nuestros tiempos de incertidumbre sin precedentes y de impotencia de la política ante la economía de la globalización salvaje y sin precedentes, ¿será posible redimensionar o neutralizar los alcances de la antipolítica, apostando a la resiliencia de la democracia de reconstituir su tejido? ¿O se cederá el paso a las regresiones de la polarización extrema de la antipolítica, que alimenta inevitablemente a identidades cerradas, personalización, autoritarismo, fascismo, violencia, nacionalismo, discriminación, revanchismo?
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[ANTONELLA ATTILI CARDAMONE]


antropocentrismo


La filosofía griega plantó los primeros gérmenes del antropocentrismo, principalmente a través del pensamiento de los sofistas. La famosa frase de Protágoras —“el hombre es la medida de todas las cosas”— refleja el incipiente discurso antropocéntrico en la Grecia antigua. No obstante, la idea reguladora de que el hombre, en cuanto ser humano, es el centro de la creación, emergió con el giro copernicano del siglo XVI. No sólo la tierra dejaba de ser el centro del universo, sino que a partir de entonces pusimos al ser humano como nuevo eje explicativo del cosmos. El antropocentrismo surge con los primordios de la modernidad. Los griegos y romanos se autocomprendían a partir de la metafísica de la naturaleza, en la que el cosmos o el Logos tenían la explicación última de todo y el ser humano era un efecto menor del Todo. Los medievales mantuvieron esa lógica clásica y en lugar del Logos griego pusieron al Dios judeocristiano. El hombre, en estas concepciones, ocupaba un lugar secundario cuya existencia se explicaba a partir de la naturaleza o de Dios.


El siglo XV inicia la andadura del antropocentrismo proponiendo la imagen del ser humano como centro y síntesis de la creación. Tal vez la referencia más representativa de este giro antropocéntrico sea la obra de Giovanni Pico della Mirandola (1463-1494), La dignidad del hombre. Inicia la obra diciendo que luego de haber leído unos escritos árabes en que Abdala, el sarraceno, fue preguntado por la cosa más notable del mundo, éste respondió: “No hay nada más admirable que el propio hombre. Con esa sentencia concuerda aquella exclamación de Hermes: ‘Oh, Asclepio, qué portento milagroso es el hombre” (Pico della Mirandola, 1999: 50-51).


El pensamiento de Pico della Mirandola, siguiendo en esto a su maestro Marcilio Ficino (1433-1499), representa el desplazamiento discursivo hacia el antropocentismo ocurrido durante el siglo XV y que se consolidaría en los siglos subsecuentes. Desde entonces, el antropocentrismo se sedimentó como una de las principales características de la cultura moderna. En su oda a la creación del hombre, Marcilio Ficino dice: “Tomó al hombre, esa obra de tipo indefinido y, poniéndolo en el centro del universo, le dijo […] Te he puesto en el centro del mundo, para que puedas inspeccionar, de ahí, de todos los lados, de la manera más cómoda, todo lo que existe” (Pico della Mirandola, 1999: 53).


El antropocentrismo de los humanistas de los siglos XV y XVI pretendía liberar al ser humano de antiquísimas ataduras que lo desvalorizaban como un ser menor e incapaz. Frente a un cosmos metafísico y abstracto, proponían un ser humano concreto e histórico. Se iniciaba, con el antropocentrismo humanista, la emergencia de la subjetividad humana liberándola de las cadenas de determinismos sociales impuestos por las sociedades estamentales propias de la Edad Media. La exaltación del hombre como “aqul que se forja a sí mismo y se transforma en imagen de toda carne, en símbolo de toda corporeidad” (Pico della Mirandola, 1999: 57) será el elemento central de las culturas modernas para construir el derecho subjetivo y desconstruir los estamentos aristocráticos. El antropocentrismo moderno contribuyó para acabar con la injusticia estructural que divide a las personas por estamentos sociales impuestos por nacimiento.


Sin embargo, el antropocentrismo, como todo lo humano, es esencialmente paradójico. Al mismo tiempo que ponía al ser humano como centro de la creación, liberándolo de los determinismos estamentales, otras lecturas lo utilizaron como la nueva versión de la vieja lucha de la civilización contra la barbarie.


Pocas décadas después de los escritos de Pico della Mirandola vemos configurarse un conflicto de grandes dimensiones en las nuevas tierras de la recién descubierta Amerindia. Los europeos que aquí llegaron con espíritu de conquistadores y objetivo de enriquecerse catalogaron de inmediato a los habitantes de estas tierras como bárbaros y salvajes. Vivían en la “selvas” y por ello fueron clasificados como seres inferiores a los civilizados europeos. Ese conflicto generó durante siglos tal vez el mayor genocidio de la humanidad en durabilidad de siglos y en número de muertos y esclavizados. Uno de los eventos más representativos del uso del antropocentrismo, tanto para legitimar como para cuestionar la conquista de las nuevas tierras y la esclavitud de sus habitantes, tuvo lugar en las llamadas Juntas de Burgos (1511), convocadas por Fernando, el Católico y principalmente las Juntas de Valladolid (1550-1551), convocadas por el emperador Carlos V. Las juntas se llevaron a cabo para dirimir las disputas sobre la ilegitimidad de la esclavitud de los indígenas, así como de la propia conquista, que algunos insignes pensadores de la Universidad de Salamanca como Francisco de Vitória (1483-1546), Domingo Soto (1494-1560) y principalmente Bartolomé de las Casas (1484-1566), obispo de Chiapas, cuestionaban de forma vehemente. En el otro lado de la disputa, el principal representante que defendía la legitimad de la conquista y el derecho a someter como siervos a los habitantes de esas tierras fue Juan Ginés de Sepúlveda (1489-1573).


Lo singular de este debate es que todos los pensadores, para defender sus posiciones, esgrimieron argumentos del antropocentrismo humanista o a él conexos. Los argumentos principales corrieron entorno a la dignidad humana de los indígenas. En el debate no se ponía en cuestión si los indígenas eran seres humanos o no. Esa cuestión ya había sido dirimida a través de la bula papal Sublimis Deus, de Paulo III (1537), fruto de otros debates anteriores. Los argumentos utilizados en los debates de las Juntas de Valladolid eran más sofisticados esgrimiendo, de ambas partes, tesis fundamentadas en el entonces innovador antropocentrismo humanista.


Juan Ginés de Sepúlveda, en su obra Democrates alter, argumenta que hay un legítimo derecho de los españoles, en cuanto civilizados, para hacer una “guerra justa” contra los indios, que son salvajes y amentes. Ginés de Sepúlveda utilizó una argumentación humanista y bastante secularizada para la época, ya que su principal argumento se basa en Aristóteles, que en su obra Política afirma que hay seres humanos que nacieron por naturaleza para gobernar y otros para ser siervos (esclavos). Ginés de Sepúlveda identifica en la segunda categoría, de siervos por naturaleza, a los indígenas amerindios. Para fundamentar esta tesis argumenta que hay cuatro causas principales que tornan a los indios susceptibles de sumisión y de guerra justa: la primera, que su condición natural es la de incapaces mentales de gobernarse a sí mismos (amentes); la segunda, cometían canibalismo, que es un crimen contra la naturaleza, lo que justificaba que fuesen dominados por los “civilizados” españoles; la tercera, cometían sacrificios humanos, lo que demuestra su falta de racionalidad plena; la cuarta, la legítima necesidad de convertir a los indios al cristianismo. Entiende Ginés de Sepúlveda que incluso el propio derecho de gentes no puede ser otorgado a los indígenas porque: “Los jurisconsultos, en la definición del derecho de gentes, no dicen absolutamente ser aquel de que todas las gentes usan, sino añade ‘las que son prudentes’” (Ginés de Sepúlveda, 2012: 31). El concepto de prudentes es, para este autor, sinónimo de humanismo capaz de decidir civilizadamente las cuestiones. Algo que negaba a los indígenas, considerados por él amentes.


En los argumentos de Ginés de Sepúlveda late la convicción de que el humanismo europeo representa la plenitud de la civilización y, por ello, tiene el legítimo derecho de imponerse por la fuerza, con una guerra justa, a los incivilizados indígenas, como afirma en su obra Apología pro libro justis belli causis:


Por derecho natural, deben obedecer a las personas más humanas, más prudentes y más excelentes, para que sean gobernadas con las mejores costumbres e instituciones; si después de hecha la amonestación rechazan tal autoridad, pueden ser obligadas a aceptarlas por las armas; una tal guerra será justa por derecho natural, de acuerdo con las enseñanzas de Aristóteles” (Ginés de Sepúlveda, 1975: IV).


Ginés de Sepúlveda esgrime el argumento humanista como criterio ético-político que legitima la sumisión: “a las personas más humanas, más prudentes y más excelentes”, y los que deben someterse son los salvajes amerindios que no tienen ninguna de esas características del humanismo pleno. La peculiar lectura del antropocentrismo civilizador de Ginés de Sepúlveda, mutatis mutandis, será una de las bases teóricas del discurso colonialista basado en el eurocentrismo civilizador. La injusticia de la esclavitud indígena es legitimada por la necesidad de imponer la verdadera civilización humanista, que desde entonces se identifica con el eurocentrismo antropocéntrico.


Sin embargo, la condición paradójica del discurso antropocéntrico del humanismo renacentista queda reflejada en el modo cómo los opositores de Ginés de Sepúlveda también se valen del mismo humanismo antropocéntrico para construir sus argumentos, pero con una interpretación diferente.


Aunque Francisco de Vitoria no participó directamente de los debates de las Juntas de Valladolid, tuvo la posibilidad de tomar partido, en los años anteriores, sobre las disputas en relación a la legitimidad de la conquista de los territorios indígenas, y sus escritos tuvieron una influencia decisiva en los otros autores. La obra más representativa de Vitoria en este debate es De Indies et de Jure Belli Relectiones. Vitoria, adhiriendo al espíritu humanista, centra sus argumentos en los derechos naturales del ser humano. En su primera reelección retoma la cuestión central con la pregunta si los indios (llamados de bárbaros) eran verdaderamente dueños pública y privadamente de sus cosas. Vitoria, después de los argumentos negativos, afirma: “contra éstos diremos que los indios estaban pública y privadamente en pacífica posesión de sus cosas” (Vitoria, 1975: 39). Los argumentos de Vitoria se fundamentan en un derecho natural que es anterior al derecho positivo y que no puede ser anulado por éste. Ese derecho natural es inherente a todo ser humano por el hecho de ser humano, incluyendo a los indígenas amerindios.


Con base en el derecho natural, Vitoria niega, incluso, el derecho del emperador a los territorios indígenas y, por consecuencia, torna ilegítima e injusta la conquista: “En lo que se refiere al derecho humano consta que (por derecho humano positivo) el emperador no es señor del orbe” (Vitoria, 1975: 60). El antropocentrismo humanista es, así, retomado por Vitoria para construir su teoría de los derechos naturales de los indígenas como derechos inherentes a la naturaleza humana y, por ello, anteriores a los derechos positivos e inviolables por éstos.


La posición y argumentos de Bartolomé de las Casas son mucho más contundentes, si cabe, en la defensa de los indígenas, al confrontar las tesis del antropocentrismo civilizador de Ginés de Sepúlveda con la defensa del humanismo pleno de los indígenas. Primeramente, critica a Ginés de Sepúlveda diciendo que se vale de falacia y mal uso de los argumentos de Aristóteles:


“¿Pero no quedó probado que el reverendo doctor Sepúlveda, muy viciosa y culpadamente, tal vez por ignorancia o maldad, falsificó contra esas gentes la doctrina de Aristóteles y, por ello, de manera falsa y muy inexplicablemente, difamó esas gentes para todo el mundo?” (Las Casas, 1975: 22v).


Las Casas retoma los argumentos del humanismo y con ellos reivindica para los indígenas el reconocimiento de su plena condición humana. Para Las Casas, los indígenas eran plenamente capaces de autogobierno sin necesidad de ser gobernados por otros. La atribución que Ginés de Sepúlveda torna a los indígenas bárbaros y amentes para justificar su condición subhumana de siervos naturales, es ironizada por Las Casas diciendo: “Me agradaría oír la respuesta que Sepúlveda con su prudencia me daría a esta pregunta: ¿tal vez considere justa la guerra de los romanos contra los españoles para librarlos de la barbarie? ¿O los españoles hicieron una guerra injusta para defenderse tan valientemente de los romanos?” (Las Casas, 1975: 23).


Siguiendo los argumentos propios del antropocentrismo humanista, Las Casas dedicó amplios estudios para demostrar que los indígenas eran plenamente humanos con capacidad de autogobierno. Para ello, escribió una densa historia de los indígenas, demostrando que aunque tuviesen costumbres diferentes, eran gente sociable, con organización civil, tenían grandes ciudades, casas, leyes, arte, etcétera. Que las consideradas costumbres antinaturales, como los sacrificios humanos o el canibalismo, no dejaban de ser tan antinaturales como los deaquellos que se llaman cristianos, en extirpar y raer de la haz de la tierra aquellas miserandas naciones. La una por injustas, crueles, sangrientas y tiránicas guerras. La otras, después de que han muerto todos los que podían anhelar o suspirar o pensar en libertad […], oprimiéndolos con la más dura, horrible y áspera servidumbre en que jamás hombres y bestias pudieron ser puestas (Las Casas, 2005: 78).


Por fin, Las Casas reafirma el pleno humanismo de los indígenas cuando describe sus cualidades semejantes a aquellas que son valoradas como esenciales para el antropocentrismo humanista: “Los indios son de muy buen entendimiento y de ingenio agudo; de mucha capacidad y muy dóciles para cualquier ciencia moral y doctrina especulativa; son en su mayoría muy ordenados, preparados y organizados en relación a su propia seguridad, teniendo ellos muchas leyes y muy justas…” (Las Casas, 1965: 377).


El antropocentrismo, como todo discurso humano, es intrínsecamente paradójico. Es decir, en cuanto discurso, su sentido es polivalente y el valor de sus significados depende del contexto histórico al que se aplica. El antropocentrismo que surge en los siglos XV-XVI pone al ser humano como centro de todo. En la medida que los efectos de la racionalidad moderna, entre ellos la ciencia y la tecnología, progresaron de forma geométrica, el antropocentrismo se confirmó como característica del ser humano moderno. El antropocentrismo renacentista era un ideal humanista, el antropocentrismo contemporáneo hizo de ese ideal una especie de verdad absoluta. El ser humano del siglo XXI se siente no sólo el centro del universo, sino el señor, dominus, que domina el cosmos con el progreso de la racionalidad instrumental.


El antropocentrismo contemporáneo es cuestionado por ser la categoría utilizada por la racionalidad instrumental para depredar la naturaleza con la lógica utilitarista del narcisismo humano. Por creernos el centro del universo, hemos desarrollado una tecnología que se retroalimenta de una dinámica predadora de la naturaleza y sus recursos vitales. Esta dinámica del antropocentrismo predador parece conducirnos a un callejón sin salida, que sería la destrucción de las condiciones viables de la vida en el planeta, incluida la propia vida humana.


Franz Hinkelammert analiza esta distorsión del antropocentrismo producida por la lógica del capitalismo en la que el orden natural es entendido como orden del mercado. Esta racionalidad ha impulsado una nueva concepción antropológica del homo œconomicus. En esta nueva antropología predomina la racionalidad instrumental de medios necesarios para fines útiles. El utilitarismo se ha impuesto como el valor ético por excelencia, a él se somete la necesidad de utilizar los medios necesarios para los fines útiles. La afirmación de la vida como valor principal frente a este circuito utilitarista es considerada orgullo e hybris. Según el autor, este giro narcisista de la racionalidad moderna no puede ser considerado un antropocentrismo, sino un mercadocentrismo. “Frente a esta realidad se habla de antropocentrismo. Sin embargo, no se trata de eso. Es un mercadocentrismo o un capitalocentrismo que se crea su propia imagen del hombre como un ser sin cuerpo, cuya alma reside en la bolsa del dinero” (Hinkelammert, 2006: 65).


Hinkelammert entiende que el sentido actual del antropocentrismo ha ser releído en confrontación con la racionalidad dominante del utilitarismo. El utilitarismo desencadena una dinámica narcisista, ante la cual hemos de recomponer una otra lógica a partir de la alteridad. El otro es parte constitutiva de mí mismo. Por ello, subraya el autor, el conflicto entre la utilidad individual y el bien común lleva a la conclusión de que el yo no puede ser el resultado de los cálculos utilitaristas del egocentrismo. A partir de esta perspectiva, el autor propone una relectura del sentido del antropocentrismo, que no puede ser visto más como mera centralización del individuo en sí mismo, sino como el redescubrimiento de su radical interdependencia del otro y del mundo.


Eso lleva a una concepción determinada en referencia al antropocentrismo. Si antropocentrismo significa que el ser humano se encuentra en el centro, eso mismo tiene que ser visto en esta perspectiva. El ser humano que se pone en el centro tiene que descubrir en el mismo acto que él es el otro y que, por tanto, él es el mundo. No destruye el mundo, se destruye a sí mismo (Hinkelammert, 2006: 539).


En el contexto de este debate sobre la tergiversación capitalista y utilitarista del antropocentrismo, surge una otra perspectiva del antropocentrismo pensado como un elemento más del biocentrismo. Una de las principales imágenes simbólicas del biocentrismo fue desarrollada por el pensamiento de Frijot Capra a través de su imagen de la “tela de la vida” (Capra, 2013). El ser humano no sería más el centro del universo, sino que formaría parte, como uno más, de la gran tela de la vida, en la cual todas las formas de vida son interdependientes. La vida humana depende en última instancia del equilibrio de toda la vida en el planeta Tierra. Ese equilibrio es frágil y la pretensión de imponerse de modo predador sobre las otras especies puede significar la catástrofe total de la vida.


El discurso del biocentrismo también está atravesado por tensiones paradójicas y disputas de sentido. Hay tendencias que tienden a contraponer radicalmente el biocentrismo contra el antropocentrismo, culpando a éste de habernos conducido a un“especismo” (Singer, 2004), que a su vez trajo consigo todos los males ocasionados a la vida del planeta Tierra. Una de las consecuencias éticas de esta versión biocéntrica llevaría a considerar que la vida humana tiene el mismo rango que cualquier otra vida animal (Reagan, 2004; Taylor, 1989). Si el ser humano no es centro de la vida ni es más que ningún otro ser vivo, ¿por qué su vida ha de valer más que la de cualquier ser vivo? (Singer, 1999). De este modo, el biocentrismo no sólo desplazaría al antropocentrismo, sino que, en muchas de sus versiones, propone una perspectiva antihumanista como medio de superar las consecuencias dominadoras del antropocentrismo.


Raul E. Zaffaroni entiende que el debate entre antropocentrismo y biocentrismo es un debate importado “de un mundo central, o sea, de los países poderosos del planeta” (Zaffaroni, s/f: 97) que nos conduce a una bipolaridad de difícil solución. Para el autor, este debate polariza, de un lado, “el narcisismo humano [que] tiende a radicalizar las posiciones supuestamente defensoras del humanismo hacia un antropocentrismo que raya en los límites del exabrupto cartesiano” (Zaffaroni, s/f: 91) y de otro puede llevarnos a un biologismo que en su límite produce el achatamiento de la vida humana a una mera vida animal.


Zaffaroni propone retomar la hipótesis Gaya que, si bien fue formulada por James Lovelock, sigue también las tesis de la autorregulación de la vida que, entre otros, propusieron Maturana y Varela. Según esa hipótesis, la vida en la tierra no habría evolucionado a partir de la lógica de la competición y de la superposición del más fuerte, como divulgaron, entre otros muchos, Spencer. Sino que la vida sobrepujó a la fecundidad y ésta, a su vez, exige una estrecha e intensa colaboración. “En este sentido no cabe a la evolución privilegiar la competencia, sino la colaboración” (Zaffaroni, s/f: 79). Cabe acrecentar en este punto los estudios del naturalista ruso Peter Kropotkin en su obra Ayuda mutua. Un factor de la evolución que, desde otra perspectiva, desarrolló esta tesis de la cooperación como ley principal de la evolución (Kropotkin, 1902). Siguiendo ese principio, Zaffaroni, para encontrar una línea de fuga a la tensión entre antropocentrismo y biocentrismo, remite a las tesis de Varela y Maturana de que la vida en el planeta es autorregulación (Varela y Maturana, 1995). Los seres humanos no somos algo externo o superior a Gaya, sino parte de ella.


Zaffaroni propone un análisis de la hipótesis Gaya a partir de las nuevas perspectivas que en varios puntos del continente latinoamericano rescataron el significado ético y político de la Pachamama. Gaya es la Pachamama de los pueblos amerindios. Diversas versiones del constitucionalismo político introdujeron a la Pachamama como nuevo sujeto de derechos y representan esa nueva racionalidad que entiende al ser humano como interdependiente de la vida, sin que la centralidad axiológica de la dignidad de su vida pueda ser esgrimida como argumento para destruir aleatoriamente otras formas de vida. La perspectiva epistemológica de la Pachamama rescata la cultura de los pueblos originarios de este continente, pero a su vez lo hace sin nostalgias románticas de retorno a un pasado mítico, sino con el desafío de recomponer una comprensión ética y política de la vida humana en interdependencia con el conjunto de las formas de vida.


La invocación de la Pachamama va acompañada de la exigencia de un respeto, que se traduce en la regla básica ética del sumak kawsay, que es una expresión quechua que significa bien vivir, o pleno vivir, y cuyo contenido no es otra cosa que la ética —no la moral individual— que debe regir la acción del Estado y conforme a la que también deben relacionarse las personas entre sí y, en especial, con la naturaleza (Zaffaroni, s/f: 111).


La hipótesis Pachamama no significa que no haya diferencias entre la vida humana y la vida animal, ni que la vida humana pierda la dignidad por comprenderse a partir de sus nexos con la tela de la vida, sino que la hipótesis Pachamama muestra cómo la dignidad de la vida humana está en relación con toda la vida en el planeta tierra. La noción Pacha exige una ética de la colaboración. “La ética derivada de su concepción impone la cooperación” (Zaffaroni, s/f: 119).


Zaffaroni entiende que la hipótesis Pachamama permite sortear la bipolaridad maniqueísta del antropocentrismo y biocentrismo, porque la obsesión por imponer un centro no es otra cosa que la exigencia del dominio sobre el resto. A su vez, que no haya centro superior de la vida no significa que todas las vidas tengan el mismo valor o dignidad. “Que no haya centro no significa que no haya niveles de complejidad y tampoco niega que haya algunos entes señalados” (Zaffaroni, s/f: 124). El centro, del antropocentrismo o del biocentrismo, es la versión del dominus, que sólo existe en el acto de dominar, de ser señor de alguien. Zaffaroni propone que “sólo reemplazando el saber del dominus por el del frater, podemos recuperar la dignidad humana” (Zaffaroni, s/f: 127).


El antropocentrismo no pierde su principal sentido y objetivo, defender la singularidad de vida humana, si renuncia a tener un centro en la forma de podio dominador, transformando su centro en una interdependencia que reconoce toda vida como valor en sí, al mismo tiempo que reconoce el valor singular de la vida humana. Ésta es la perspectiva que se vislumbra para el antropocentrismo del siglo XXI.
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[CASTOR BARTOLOMÉ RUIZ]


apatía política


Aunque la gran problemática de quiénes y bajo qué mecanismos pueden o deben participar en la toma de decisiones de una colectividad ha estado presente desde las primeras etapas del pensamiento democrático en sus vertientes grecolatinas (Cortina, 1997), el tema de la apatía política ha cobrado especial relevancia en el contexto de la llamada “crisis de representación” de las democracias contemporáneas, asociadas en principio a las posibilidades abiertas por el sufragio universal, la no discriminación y la libre participación ciudadana. El interés por analizar el tema, sobre todo, en el contexto de los sistemas democráticos es explicable, pues aún si la apatía política puede presentarse también en aquéllos caracterizados como autoritarios o totalitarios —sea por el bajo sentido de eficacia en la propia acción, por la generación de consensos pasivos inherentes a la cultura súbdito o por simpe temor—, la lógica de funcionamiento y legitimación de tales sistemas no demanda la participación efectiva de sus respectivas bases sociales.


Por ello, la discusión acerca de cómo hacer efectivo el principio básico de la democracia moderna —según el cual la participación del “pueblo” o la “ciudadanía” a través del sufragio y de otras formas de expresión o participación es la condición indispensable para garantizar su representatividad e incluso su gobernabilidad— se presenta con intensidad ahí donde se observan niveles considerables de apatía en el marco de regímenes que en principio no sólo permiten sino que requieren y auspician la participación.


Las causas y los efectos de dicha actitud merecen una reflexión en extenso, pero antes de ello resulta necesario contar con una definición más precisa del fenómeno.


En primer lugar, puede afirmarse que la apatía política se presenta ahí donde pueden documentarse el desinterés y la desafección mostrados por segmentos significativos de la población acerca de los procesos, los actores y las instituciones que conforman el espacio público, vaciando a éste del componente necesario para hacer de los ciudadanos el sujeto central de la vida política. Así entendida, parece justificada la tesis de que la apatía política se actualiza “en el caso de un(os) individuo(s) que no se informa(n), no discute(n) ni opina(n) sobre política y tampoco participa(n) electoralmente” (Vallès, 2009: 257).


Como fenómeno con fuerte implantación sociopolítica, la apatía atañe simultáneamente tanto al funcionamiento de las instituciones públicas, como a los partidos políticos, al sistema de representación y a la cultura política, por lo que su presencia es un indicador de superficie que atañe a procesos sociales, políticos y culturales que constituyen, en combinaciones específicas, su premisa causal.


De aquí que, en la lógica sistémica de las democracias, la apatía se haga presente en diversos momentos del ciclo político con importantes efectos colaterales. En la terminología del enfoque clásico sobre la cultura política (Almond y Verba, 1970), incide en un primer momento en la debilidad de los inputs (demandas) que se ejercen sobre el núcleo decisor del sistema (su caja negra), en la que los actores formales e informales que negocian y toman las decisiones sobre los más diversos asuntos de la agenda pública gozan entonces de márgenes considerables de autonomía para establecer prioridades y asignar recursos. Así, al no existir este componente social expresado, ya sea por medio de niveles de participación electoral significativos (que incluso en democracias consolidadas pocas veces rebasan el umbral de 60%, formando parte del paisaje de su “normalidad sistémica”) o a través de una u otra forma de presencia y movilización social, las élites tienden a funcionar de acuerdo con la ley de hierro de las oligarquías (Michels, 2001) y a desentenderse de sus compromisos de rendición de cuentas y responsabilidad hacia la ciudadanía y, diría este autor, hacia las propias bases de su organización.


Junto a ello, en el tramo de interacción entre los actores formales e informales activos e influyentes dentro del sistema, la racionalidad en la toma de las decisiones queda a su vez marcada por la opacidad en los términos de la negociación y el establecimiento de prioridades gubernativas. Sin procedimientos efectivos como el parlamento abierto, testigos sociales creíbles o interlocuciones puntuales con los grupos sociales involucrados en temas específicos de la Agenda, son las minorías consistentes (Lechner, 1995) las que, funcionando como grupos de presión o poderes fácticos, sustituyen la participación social, haciendo las veces de interlocutores de los poderes y los actores formalmente establecidos. Como es fácil comprender, esta dinámica retroalimenta aún más el alejamiento ciudadano de la esfera pública.


Adicionalmente, en el momento de la ejecución de las acciones gubernativas y de aplicación y evaluación de las políticas públicas (los outputs del sistema), la apatía reaparece bajo la forma de ausencia de señalamientos críticos y exigencias de corrección en la orientación de las decisiones tomadas. Más aún, la apatía ciudadana disminuye considerablemente la efectividad de las políticas instrumentadas, pues no pocas de ellas necesitan de diversos grados de concurso de la sociedad para ser exitosas. Aludiendo a esta problemática, y tratando de verla con un enfoque positivo, se ha señalado que “desde el punto de vista de la dinámica interna del sistema y del equilibrio de las fuerzas políticas, debe notarse, finalmente, que la existencia de grandes estratos de apáticos constituye una reserva considerable de potenciales participantes que las élites, tanto del gobierno como de la oposición, pueden esforzarse por atraer y movilizar” (Sani, 1981: 95). Pero mientras ello no ocurra, la apatía continuará gravitando negativamente en las posibilidades de consolidación de los esquemas de representación y gobernabilidad democráticas.


Por supuesto, las observaciones críticas acerca de los efectos indeseables de la apatía política no pueden llevar a reivindicar un tipo de participación que exceda las posibilidades de atención e involucramiento de la población con respecto a los asuntos públicos. Ya Norberto Bobbio ha argumentado con rigor lo contraproducente que resulta invocar la figura del ciudadano total, permanentemente informado y actuante que, en su dedicación plena a la política, dejaría de lado otras esferas de la actividad individual y social que son igualmente legítimas. Visto de cerca, este modelo de ciudadano, nos recuerda Bobbio, sería el revés natural del Estado total, siempre proclive a borrar las fronteras entre lo público y lo privado, politizando por completo la reproducción social. De aquí entonces que se comprenda el sentido del famoso pasaje en el que este autor señala que “el precio que se debe de pagar por el compromiso de pocos es la indiferencia de muchos [de tal manera que] nada es más dañino para la democracia que el exceso de democracia” (Bobbio, 2010: 33).


En otro registro discursivo, pero que comparte esta problemática, los autores ya mencionados del enfoque fundacional sobre la cultura política plantearían que la cultura idónea para acompañar el funcionamiento democrático de las instituciones sería una cultura híbrida que compartiera, junto a la necesaria participación, una cierta autocontención en las demandas y presiones hacia las instituciones decisoras del sistema. De no presentarse esta condición, los riesgos de una saturación de éstas se incrementarían, hasta llegar eventualmente a una situación de incapacidad manifiesta de respuesta, con la inestabilidad e ingobernabilidad inherentes a ello.


Como puede observarse, tanto en el caso del ciudadano total como en el de la crisis de gobernabilidad (Alcántara, 2004), la disminución de las expresiones y movilizaciones no implica, evidentemente, un elogio de la apatía, pues el trasfondo común de ambas hipótesis es el eventual excedente de involucramiento de la ciudadanía en la dinámica de deliberación, negociación, coparticipación y evaluación de las decisiones tomadas. Visto en perspectiva se trataría, más bien, de ponderar las formas y las intensidades de una participación social sin la cual una democracia legítima y gobernable carece de su principal fundamento.


En los últimos años, diversos autores (Beck, 1996; Giddens, 2000; Woldenberg, 2014; Greppi, 2014) han tratado el problema apuntando a los variados factores que confluyen en la explicación del alejamiento ciudadano de la política y sus instituciones. En primer lugar, pareciera ser, y sobre todo en aquellos países donde la democratización es un fenómeno relativamente reciente, que la crítica al pasado autoritario y a la reivindicación de la democracia resultó con frecuencia portadora, de manera implícita o explícita, de una promesa de refundación integral y rápida de la vida social, resolviendo de raíz y con prontitud las más diversas insatisfacciones existentes. En efecto, al no enfatizar el hecho de que la democracia es fundamentalmente un método para procesar diferencias, regular la competencia y tomar decisiones acerca de quién gobierna, se generó en el imaginario social una expectativa desmedida en torno a los efectos positivos del tránsito democratizador y de la democracia en general.


Al respecto, vale decir que aún cuando sea razonable plantear que la existencia de un Estado democrático de derecho puede ser una condición facilitadora para otorgar un mayor peso específico a la expresión de demandas, a la negociación equilibrada entre los distintos pesos y contrapesos del sistema y a una mejor rendición de cuentas, lo cierto es que estos elementos no pueden garantizar por sí mismos incrementos sustanciales en el nivel de vida, la desaparición de la corrupción o la baja drástica de los índices de inseguridad. Dar respuestas a este tipo de cuestiones implica factores nacionales y globales que van más allá de la vigencia de los procedimientos democráticos.


La confusión entre régimen (reglas e instituciones) y sistema político (perfil de los actores, calidad de las burocracias, culturas políticas, estrategias de negociación, influencia de los poderes informales, inercias autoritarias y presiones del contexto, entre otros componentes) ha funcionado como premisa para adjudicarle a la democracia buena parte de los problemas que se observan en la dinámica fáctica de distintas sociedades. Los bajos rendimientos del sistema en su conjunto aparecen desde la percepción de amplias franjas de la población, como consecuencia directa de la “disfuncionalidad” de las reglas de la democracia, que no concitan entonces las adhesiones necesarias y que pueden provocar un extenso desencanto ciudadano. Un efecto pernicioso colateral al desencanto con la democracia y sus procedimientos puede, paradójicamente, revertir la apatía política previa a través de la emergencia de opciones caracterizadas como populistas (Rosanvallón, 2020), que privilegian una relación sin mediaciones institucionales entre un liderazgo carismático y un pueblo indiferenciado al que se le opondrían, también de una manera genérica e indiferenciada, los enemigos del pueblo.


Si para el discurso populista los partidos y los parlamentos son lentos, inoperantes y poco representativos, si las elecciones son insuficientes para tomar las decisiones necesarias, y la estructura legal puede frenar los cambios indispensables, entonces se justifica marginar la competencia partidista y a los propios partidos, recurrir con frecuencia a consultas directas sin detenerse demasiado en el rigor de sus procedimientos, hablar de la justicia como valor superior al de la legalidad y habilitar las redes sociales y sus efectos simplificadores como el nuevo espacio de la comunicación y la deliberación públicas.


Ciertamente, activar la participación social a través tanto de la personalización de la política y de lo que Freud llamaba el pensamiento mágico, desde el cual se puede imaginar un cambio radical y a gran velocidad capaz de resolver los más variados problemas de la sociedad mediante la acción de un líder omnipotente, supone, evidentemente, reducir la importancia del andamiaje institucional de la democracia y renunciar a la deliberación informada propia del pluralismo. En este marco, la primacía de las creencias y las emociones se convierte en la columna vertebral de una dinámica que quizá reduzca la apatía, pero que simultáneamente favorece la polarización dificultando las posibilidades de diálogo constructivo entre las distintas posiciones existentes.


A partir de los elementos anteriores, se podrá entender por qué la apatía política descansa en formas de percepción social que, referidas a hechos y procesos, muchas veces verificables, pero siempre construidas desde narrativas que sesgan, subrayan, ocultan o contextualizan con mayor o menor rigor la siempre compleja y polisémica realidad social, generan actitudes de desafección, desconfianza y desinterés ciudadanos, dando forma a identidades políticas que desvalorizan la política como actividad productiva (Gutiérrez, 1993).


La retórica de la antipolítica, que circula profusamente en la actualidad, estimulada por experiencias efectivamente negativas o por las intenciones o estrategias de ciertas fuerzas, ha contribuido a la notable desconexión existente entre amplios sectores sociales y el universo de lo público. Y, como hemos anotado, el problema se agudiza por el hecho de que la apatía retroalimenta sistémicamente las causas que la originan, por lo que no es sencillo romper este círculo vicioso más allá de las iniciativas populistas y antisistémicas.


En todo caso, la ruta de la reversión democrática de la apatía no puede eludir el gran tema de la construcción o reconstrucción de una cultura ciudadana que posibilite el fortalecimiento de los contextos de deliberación y exigencia a los actores e instituciones públicas y privadas que han generado este fenómeno. Ello parece tener varios prerrequisitos. En primer lugar, la generación y multiplicación de circuitos virtuosos que articulen la socialización de información de calidad con la apertura de espacios de diálogo e interacción que contribuyan a poner en movimiento las capacidades de asociación y de crítica, y que desemboquen en mayores grados de exigencia a los tomadores de decisiones en los ámbitos del poder político, económico y cultural.


Como se ha demostrado en algunas investigaciones (Winocur y Gutiérrez, 2006), en la estructura de los niveles iniciales de la interacción social (es decir, en los ámbitos comunitarios y locales) existe un alto potencial de participación, organización y hasta protesta ciudadanas, aunque éste no se despliegue preponderantemente a través de los referentes formales de la democracia representativa. Si utilizamos el lenguaje de la teoría de la elección racional (Downs, 1957), se podría decir que en estos niveles los ciudadanos sí perciben las ventajas de conductas participativas desde la lógica de la relación costo-beneficio, pues pueden maximizarse estos últimos a partir de la información con la que se cuenta y de los niveles de confianza de los que se parte.


Reservas importantes de capital social que se encuentran presentes en estos lugares donde se toman decisiones que afectan directamente la vida cotidiana de las personas, requerirían ser potenciadas, entonces, a través de su reconducción a los espacios públicos más amplios. Y ello pasa por hacer visible lo que con frecuencia pasa inadvertido: la vinculación entre el quehacer político de los actores y las instituciones de los espacios generales de la representación y el gobierno, con lo que ocurre y está en juego, por así decirlo, en el edificio, el vecindario o el barrio respectivo. Hacer factible lo anterior requiere, sin duda, de información pertinente que ayude a darle un sentido y una importancia distintos a lo que convencionalmente se conoce como política, que de otra manera seguiría viéndose como algo distante e irrelevante, cuando no como actividad ilegítima y generadora de desconfianza. Como señalan los autores arriba mencionados, “la confianza en ciertas formas de participación contrasta fuertemente con la escasa credibilidad de las autoridades, encargadas de atender las demandas [lo que] deja ver el grado de desconexión entre un espacio de solidaridad y cooperación civil y el ámbito de las instituciones y los poderes públicos” (Winocur y Gutiérrez, 2006: 164).


Si la apatía se funda en buena medida en la imagen socialmente compartida de que la política es el patrimonio de minorías insensibles a las necesidades reales de la gente, y que se reproducen y alternan en el poder sin que ello implique modificaciones sustantivas, pues en realidad “todos los políticos y todos los partidos son iguales”, desmontarla pasa por la demostración informada de que sí hay posibilidades de incidencia en lo público, dándole un mayor sentido de eficacia a la acción ciudadana.


Las buenas prácticas de múltiples organizaciones de la sociedad civil, sumadas a las propias tendencias reformadoras que surgen al interno de los partidos reclamando su apertura y desburocratización, parecen ser componentes indispensables para restablecer el puente roto entre la sociedad civil y los actores convencionales de la sociedad política. Encuadrar adecuadamente la compleja problemática puesta al descubierto por la apatía política parece reconducir a la hipótesis según la cual la democratización en las condiciones actuales debe ser vista como un proceso ascendente que, desde las bases de la sociedad, aceite los resortes del acceso a la información y que, junto al ensanchamiento y la transversalización de los ámbitos de deliberación, permita activar los resortes de la exigencia sobre los actores con responsabilidad pública. Adicionalmente, el papel de las tendencias innovadoras en los medios de comunicación, la mayor vinculación de las instituciones educativas con sus entornos y el carácter propositivo de los nuevos movimientos sociales, son factores claves para generar una nueva pedagogía social que disuelva progresivamente las premisas de la apatía.


Evidentemente, y de cara sobre todo a los contextos latinoamericanos en los que se ha padecido de manera crónica la debilidad del Estado de derecho, el fortalecimiento de una cultura política favorecedora de la participación no puede eludir el gran reto de abatir los niveles de corrupción e impunidad que han acompañado al descrédito de partidos, representantes y gobernantes, abonando a la erosión de la legitimidad del sistema en su conjunto, lo cual se deja ver con claridad ahí donde la apatía se expresa en altos índices de abstencionismo electoral, incluso considerando que es frecuente la presencia del voto clientelar en un mercado político donde simplemente se intercambian bienes por apoyos puntuales, más allá de cualquier consideración valorativa.


Por supuesto, la credibilidad de la división de poderes, de la competencia partidista, de la rendición de cuentas y de la sanción efectiva a los múltiples ilícitos que ocurren al amparo del ejercicio de los cargos públicos (desde el dinero ilegal que acompaña a los procesos electorales, hasta el crecimiento inexplicable de fortunas, pasando por el tráfico de influencias y el trato jurídico diferenciado en función de las filias o fobias de ocasión), no puede restablecerse sin la extensión paralela de la cultura de la legalidad y de nuevos procedimientos institucionales que eleven los costos de la transgresión de las normas vigentes. Y, en este rubro, también es posible partir de los esfuerzos sociales ya existentes en mayor o menor grado en distintos contextos.


Como podrá comprenderse, la importancia del tema de la apatía política no es menor, pues al extenderse a segmentos significativos de la sociedad y al debilitar estructuralmente las bases de la representación y la gobernabilidad, puede llegar a convertirse en una seria amenaza para la reproducción estable y eficaz del sistema democrático. De aquí la importancia de una amplia reflexión social sobre el tema y de la toma de conciencia por parte de todos los actores involucrados acerca de los costos de no asumir las responsabilidades respectivas.
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